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X. OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA.


1.
Petición:

-
De 58 señoras y señores diputados quienes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52, N° 1, letra c) de la Constitución Política de la República y el artículo 297 del Reglamento de la Corporación, solicitan la creación de una Comisión Especial Investigadora “respecto de la compra de tierras para personas indígenas, comunidades indígenas o parte de estas, realizadas entre los años 2011 y 2013 por el exdirector Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (Conadi), don Jorge Retamal Rubio y el exsubdirector Nacional Sur de Conadi, señor Germán Riquelme Teuber, en cuyo marco se investigue la participación que le pudiere corresponder a las siguientes personas: al exintendente de la Región de La Araucanía, señor Andrés Molina Magofke, y los apoyos que habría brindado al exdirector Nacional de Conadi, en tanto fue su hombre de confianza; al exgobernador 




de Malleco, señor Eric Baumann, exencargado de negociar los predios que compraba Conadi, cuando era funcionario de dicha repartición, y al señor Juan Eugenio 
Mendoza Hen, funcionario de confianza del señor Retamal que en todas las negociaciones de compra de tierras actuaba en representación del exintendente de la Región de La Araucanía. En general, podrá recabar toda información necesaria al efecto y determinar las responsabilidades involucradas, recibiendo para tales efectos al Director Nacional de la Conadi, señor Alberto Pizarro Chañilao y al Fiscal Nacional del mismo organismo, señor Rodrigo Bustos Pacheco.”. Para el cumplimiento de su propósito, la referida Comisión Especial deberá rendir su informe en un plazo no superior a 180 días y para el desempeño de su mandato podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional. En Tabla.


2.
Comunicaciones:


-
Del diputado señor Norambuena por la cual justifica su inasistencia a la sesión del día de hoy, 2 de julio, por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
Del jefe de bancada de diputados de la Unión Demócrata Independiente por la cual informa que el diputado señor Coloma reemplazará en forma permanente al diputado señor Silva en la Comisión de Seguridad Ciudadana. 


-
Del jefe de bancada de diputados del Partido Demócrata Cristiano por la cual informa que el diputado señor Morano reemplazará en forma permanente a la diputada señora Provoste en la Comisión de Deportes y Recreación. 


3.
Notas:


-
 Del diputado señor Silva por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días, a contar del 28 de junio de 2014, para dirigirse a Brasil.


-
Del diputado señor Andrade por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días, a contar del 2 de julio de 2014, para dirigirse a Cuba. 

-
Del diputado señor Van Rysselberghe por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días, a contar del 28 de julio de 2014, para dirigirse a Oceanía. 


4.
Oficios:


-
De la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento por el cual comunica que acordó calificar como “misión oficial” la participación del diputado señor Melo en la Audiencia Parlamentaria Internacional que se realizará en China, entre los días 9 y 16 de julio de 2014, en atención a que asistirá en su calidad de Presidente de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales (177).


-
Del Grupo Interparlamentario Chileno-Finlandés, por el cual informa que procedió a constituirse y a elegir como presidente al diputado señor Gutiérrez, don Romilio. 



Respuestas A Oficios



Ministerio de Interior

-
Diputada Hoffmann doña María José, Posibilidad de estudiar una Pensión de Gracia a los extrabajadores portuarios eventuales de la provincia de San Antonio que indica. (10128 al 416).



Ministerio de Educación


-
Diputado Cornejo, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de realizar una fiscalización e investigación respecto a los recursos entregados por la Ley N° 20.248 de Subvención Escolar Preferencial a la Corporación Municipal de Valparaíso desde el año 2010 a la fecha. (375 al 13644).



Ministerio de Obras Públicas


-
Diputado Sabag, Analizar la factibilidad de instalar instrumental moderno para que los aviones puedan aterrizar en circunstancias climáticas adversas en el aeropuerto de Carriel Sur, comuna de Talcahuano (1596 al 1167).


-
Diputada Carvajal doña Loreto, Estado de avance del proyecto de embalse Punilla, y otros proyectos de embalse planificados para la Región del Biobío, de manera de paliar el déficit de recursos hídricos (1597 al 17).


-
Diputado Pérez don José, Implementación de política nacional de construcción de embalses y de agua potable rural (1601 al 14233).


-
Diputado Jaramillo, Adoptar las medidas que sean procedentes para dar solución a la situación que afecta a los vecinos del sector de Pirehueico de la comuna de Panguipulli, Región de Los Ríos, en relación con la deficiente condición en que se encuentran las barcazas Hua Hum y Los Coihues, pertenecientes a la Empresa Somarco. (1602 al 5228).


-
Diputado Flores, Informe y remita antecedentes a esta Corporación acerca de las diferencias que presenta el nuevo contrato de la barcaza que da conectividad a la comuna de Corral con el resto de la zona (1605 al 752).



Ministerio de Salud


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Posibilidad de efectuar una revisión a deuda por atención en el Hospital Regional de Rancagua del año 2009, mediante el sistema AUGE estaría realizando el Fondo Nacional de Salud al señor Manuel Javier Olguín Riquelme, domiciliado en la comuna de Peumo. (1717 al 538).


-
Diputado Lavín, Situación que afecta al Hospital El Carmen de la comuna de Maipú, remitiendo los antecedentes que solicita. (1720al 730).


-
Diputado Jarpa, Posibilidad de autorizar la cobertura del fármaco Gylenia a la señora Natalia Liset Viveros Sánchez, quien padece de Esclerosis Múltiple. (1721 al 862).



Ministerio de Minería


-
Diputado Lemus, Diputada Cicardini doña Daniella, Los contratos suscritos por Codelco Chile y Empresa Nacional de Minería, referidos a operaciones de tratamiento, fundición, refino de concentrados y sistemas de control. Asimismo, indicar el estado procesal de las acciones legales tomadas por dichas empresas. (412 al 115).



Ministerio de Minería Y Energía


-
Diputado Ward, Diputado Kort, Idoneidad de los señores Oscar Landarretche y Dante Contreras para asumir el cargo de directores de la Corporación Nacional de Cobre de Chile en conformidad a lo dispuesto en el artículo 8 A de la ley 
N° 20.392. (414 al 1107).


-
Diputada Núñez doña Paulina, Decretos de nombramiento en el directorio de la Corporación Nacional del Cobre de Chile de los señores Oscar Landarretche Moreno y Dante Contreras Guajardo junto a los antecedentes que los fundan y motivan. (415 al 75).



Ministerio del Deporte


-
Diputado Ward, Diputada Molina doña Andrea, Número total de desvinculaciones de funcionarios públicos efectuadas a partir del 11 de marzo del presente año y de contrataciones efectuadas a partir de dicha fecha, remitiendo copia de las resoluciones, debidamente tomadas de razón por la Contraloría General de la República, que les sirven de fundamento, precisando en ambos casos los cargos, funciones y remuneraciones. Además, explique la política de reajuste de remuneraciones aplicada a partir de la fecha señalada, con el detalle de todos los efectuados y su fundamento según cargo y función, incluyendo el porcentaje efectivo del aumento en proporción a las remuneraciones que correspondían al mismo cargo hasta el 10 de marzo de 2014. (783al 1038).



Empresas del Estado


-
Diputado Poblete, Informar a esta Corporación respecto del grado actual de monitoreo que se tiene sobre la totalidad de la falla Liquiñe Ofqui en el sur del país (413 al 969).


-
Diputado Ward, Diputado Kort, Idoneidad de los señores Oscar Landarretche y Dante Contreras para asumir el cargo de directores de la Corporación Nacional de Cobre de Chile en conformidad a lo dispuesto en el artículo 8 A de la ley 
N° 20.392. (414 al 1106).



Intendencias


-
Diputado Paulsen, Estado de avance de la inversión hospitalaria que se encuentra en ejecución en la Región de La Araucanía, remitiendo la nómina de obras en construcción, el porcentaje de avance y la fecha propuesta para la recepción definitiva. Asimismo, solicita copia del plan de trabajo propuesto por el Ministerio de Salud a la Secretaría Regional Ministerial y al Servicio de Salud de La Araucanía para el año 2014. (1380 al 895).



Servicios


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Motivos que justifican el retraso en la aprobación del proyecto Agua Potable Rural de la comunidad Pindaco-Quitripulli, en la comuna de Chonchi, Provincia de Chiloé, individualizando a la empresa consultora a cargo de su gestión. Finalmente, se pronuncie sobre la posibilidad de subcontratar la gestión de este tipo de proyecto. (1595 al 421).


-
Diputado Flores, Disponer una investigación respecto de la suspensión del servicio de barcaza y del término del subsidio al transporte entre Niebla y la comuna de Corral y otras localidades costeras, informando a esta Corporación de sus resultados. Asimismo, se solicita disponer las medidas que sean procedentes para revertir tal situación (1598 al 248).


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Antecedentes que obren en su poder sobre la eventual entrega, para su administración, de todas las caletas de desembarque de conectividad existentes en la comuna de Huailahué, provincia de Palena, a la empresa Emportmontt, remitiendo la información que en detalle solicita. (1600 al 990).


-
Diputado Trisotti, Estado de conservación de ductos, cañerías, y demás obras de las Regiones de Arica y Parinacota y Tarapacá. (1603 al 627).



Varios


-
Diputada Molina doña Andrea, Informar a esta Corporación respecto del estado en que se encuentra la llamada “mesa del carbón” y las acciones que ha tomado con ocasión del informe relativo a los varamientos de carbón en la zona de Quintero, emitido en enero de 2013, que daba cuenta que el 70% de las muestras obtenidas en el lugar correspondían a carbones quemados (131 al 1200).


XI.
PETICIONES DE OFICIO. ARTÍCULOS 9° Y 9° A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL.

-
Diputada Álvarez doña Jenny, Efectividad de la disminución de alrededor de 1.806 millones de pesos de los recursos asignados al Servicio Agrícola y Ganadero debido a un ajuste presupuestario y, en tal evento, si se traducirá en un recorte del 56% en el presupuesto destinado a la Región de Los Lagos y afectando además al Instituto de Desarrollo Agropecuario regional y a un número importante de agricultores. (1944 de 30/06/2014). A Ministerio de Agricultura.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Recomendaciones surgidas en la Trigésimo Octava sesión del Comité de Patrimonio Mundial de la Unesco, sobre el estado de conservación del sitio patrimonial que representan las iglesias de Chiloé, en los términos que plantea en la solicitud que se acompaña. (1945 de 30/06/2014). A director ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Antecedentes y copia del convenio de colaboración interinstitucional suscrito entre el Servicio Nacional de Menores, la Fundación Instituto Indígena, la Defensoría Penal Pública, Unicef, el Instituto Nacional de Derechos Humanos y la Asociación Mapuche para la Salud, Makewe Pelale, para la implementación de acciones sobre los derechos de niños, niñas y adolescentes de origen mapuche. (1946 de 30/06/2014). A servicios.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Número de trabajadores y trabajadoras de la Región de Los Lagos que forman parte de la fuerza laboral pero no registran cotizaciones en el sistema de pensiones, en los términos que plantea en la solicitud que se acompaña. (1947 de 30/06/2014). A Ministerio de Trabajo y Previsión Social.


-
Diputado Monsalve, Situación que afecta a la señora Eliana Martínez Burgos, quien tendría fondos en antiguo Servicio de Seguro Social, en los términos que señala en la solicitud que se acompaña. (1948 de 30/06/2014). A servicios.


-
Diputado Monsalve, Situación que afecta al señor Miguel Henríquez Fica de la comuna de Curanilahue, quien se encontraría en riesgo de sufrir la suspensión de su pensión de invalidez parcial a partir de junio del año en curso, en los términos que señala en la solicitud que se acompaña, procediendo a revisar esta probable irregularidad. (1949 de 30/06/2014). A servicios.


-
Diputado Monsalve, Situación que afecta al señor Manuel Jara Suazo, a quien no se ha hecho el descuento gradual de salud de su pensión, en los términos que señala en la solicitud que se acompaña, procediendo a revisar esta probable irregularidad. (1950 de 30/06/2014). A varios.


-
Diputado Monsalve, Situación que afecta al señor Pedro Reyes Correa, quien tiene pendiente el pago de licencias médicas, en los términos que señala en la solicitud que se acompaña. (1951 de 30/06/2014). A servicios.


-
Diputado Monsalve, Situación que afecta a la señora Tagualda Mariñán Cayuqueo de la comuna de Cañete, quien tiene pendiente la resolución de cambio de pensión por opción en los términos que señala en la solicitud que se acompaña. (1952 de 30/06/2014). A servicios.


-
Diputado Rocafull, Situación actual del terreno que ocupa Yacimientos Petrolíferos Bolivianos en la avenida Renato Rocca 1701 al 1799 de la ciudad de Arica, remitiendo todos los antecedentes relacionados con su dominio y destinación. (1953 de 30/06/2014). A intendencias.


-
Diputado Sandoval, Posibilidad de reevaluar la instalación de una sucursal del Banco del Estado de Chile en la ciudad de Puerto Cisnes, capital de la comuna de Cisnes. (1954 de 01/07/2014). A presidencia consejo directivo del Banco Estado.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (111)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Álvarez Vera, Jenny
PS
X
58

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Arriagada Macaya, Claudio
DC
RM
25

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bellolio Avaria, Jaime
UDI
RM
30

Berger Fett, Bernardo
RN
XIV
53

Boric Font, Gabriel
IND
XII
60

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cariola Oliva, Karol
PC
RM
19

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Carvajal Ambiado, Loreto
PPD
VIII
42

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Chahin Valenzuela, Fuad
DC
IX
49

Chávez Velásquez, Marcelo
DC
VIII
45

Cicardini Milla, Daniella
IND
III
5

Coloma Álamos, Juan Antonio
UDI
RM
31

Cornejo González, Aldo
DC
V
13

De Mussy Hiriart, Felipe
UDI
X
56

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espejo Yaksic, Sergio
DC
VI
35

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farcas Guendelman, Daniel
PPD
RM
17

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
25

Flores García, Iván
DC
XIV
53

Fuentes Castillo, Iván
IND
XI
59

Fuenzalida Figueroa, Gonzalo
RN
XIV
54

Gahona Salazar, Sergio
UDI
IV
7

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hernando Pérez, Marcela
PRSD
II
4

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Insunza Gregorio de las Heras, Jorge
PPD
IV
9

Jackson Drago, Giorgio
IND
RM
22

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
24

Kast Sommerhoff, Felipe
IND
RM
22

Lavín León, Joaquín
UDI
RM
20

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
DC
VII
36

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VI
33

Lorenzini Basso, Pablo
DC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Melo Contreras, Daniel
PS
RM
27

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Mirosevic Verdugo, Vlado
Liberal de Chile
XV
1

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz, Celso
UDI
VII
36

Morano Cornejo, Juan Enrique
DC
XII
60

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Núñez Arancibia, Daniel
PC
IV
8

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Núñez Urrutia, Paulina
RN
II
4

Ojeda Uribe, Sergio
DC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
DC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Paulsen Kehr, Diego
RN
IX
49

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Pilowsky Greene, Jaime
DC
RM
24

Poblete Zapata, Roberto
IND.
VIII
47

Provoste Campillay, Yasna
DC
III
6

Rathgeb Schifferli, Jorge
RN
IX
48

Rincón González, Ricardo
DC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rocafull López, Luis
PS
XV
1

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
DC
VIII
42

Saffirio Espinoza, René
DC
IX
50

Saldívar Auger, Raúl
PS
IV
7

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
DC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Soto Ferrada, Leonardo
PS
RM
30

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
DC
V
15

Trisotti Martínez, Renzo
UDI
I
2

Tuma Zedán, Joaquín
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urízar Muñoz, Christian
PS
V
10

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Urrutia Soto, Osvaldo
UDI
V
14

Vallejo Dowling, Camila
PC
RM
26

Vallespín López, Patricio
DC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Venegas Cárdenas, Mario
DC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-Concurrieron, además, la ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, y el ministro de Hacienda, señor Alberto Arenas de Mesa.

-Se contó con la asistencia, también, del subsecretario del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Javier Díaz Verdugo.

-No estuvieron presentes por encontrarse en misión oficial la diputada señora Marcela Sabat Fernández y los diputados señores Juan Luis Castro González, Issa Kort Garriga y Matías Walker Prieto.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.40 horas.

El señor CORNEJO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor CORNEJO (Presidente).- El acta de la sesión 31ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 32ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor CORNEJO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE LA SEÑORA
VERÓNICA PARRA FUENTES

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada Loreto Carvajal.

La señora CARVAJAL (doña Loreto).- Señor Presidente, pido que solicite a la Sala guardar un minuto de silencio en memoria de la señora Verónica Parra Fuentes, dueña de casa, madre de dos hijos, destacada dirigente vecinal, presidenta de la junta de vecinos de Niblinto, quien ayer fue asesinada por su conviviente en la comuna de Coihueco, convirtiéndose en la víctima de femicidio número veintitrés en lo que va del año.

El señor CORNEJO (Presidente).- Diputada Carvajal, no tengo inconveniente en acceder a su solicitud. 

Sin embargo, me permito recordar a las señoras diputadas y los señores diputados que las solicitudes de minuto de silencio se piden por escrito hasta treinta minutos antes del inicio de la sesión.

Pido a la Sala guardar un minuto de silencio.

-Los señores diputados, las señoras diputadas, los funcionarios y asistentes a las tribunas guardan, de pie, un minuto de silencio. 

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE TRABAJADOR PORTUARIO
JOSÉ RAÚL FARÍAS ÁLVAREZ

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Víctor Torres.

El señor TORRES.- Señor Presidente, comprendo lo que acaba de ocurrir respecto del minuto de silencio recién solicitado. Sin embargo, con la excusa de la Sala, anteriormente hice la solicitud para guardar un minuto de silencio por la muerte, ocurrida anoche, del trabajador José Raúl Farías Álvarez, de 37 años, quien perdió la vida realizando faenas en el sitio 3 de la concesionaria San Antonio Terminal International (STI), hecho que sucedió a menos de tres meses de la muerte de otro trabajador del puerto de San Antonio. 

Hago esta solicitud, además, en virtud del proyecto de ley que se encuentra en el primer lugar de la Tabla de la sesión de hoy. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Pido a la Sala guardar un minuto de silencio.

-Los señores diputados, las señoras diputadas, los funcionarios y asistentes a las tribunas guardan, de pie, un minuto de silencio.

CREACIÓN DE COMISIÓN INVESTIGADORA

El señor CORNEJO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por 58 señoras diputadas y señores diputados, quienes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52, N° 1, letra c), de la Constitución Política de la República y en el artículo 297 del Reglamento de la Corporación, solicitan la creación de una Comisión Especial Investigadora “respecto de la compra de tierras para personas indígenas, comunidades indígenas o parte de estas, realizadas entre los años 2011 y 2013 por el exdirector nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, Conadi, don Jorge Retamal Rubio y el exsubdirector nacional sur de Conadi, señor Germán Riquelme Teuber, en cuyo marco se investigue la participación que le pudiere corresponder a las siguientes personas: al exintendente de la Región de La Araucanía, señor Andrés Molina Magofke, y los apoyos que habría brindado al exdirector nacional de Conadi, en tanto fue su hombre de confianza; al exgobernador de Malleco, señor Eric Baumann, exencargado de negociar los predios que compraba Conadi cuando era funcionario de dicha repartición, y al señor Juan Eugenio Mendoza Hen, funcionario de confianza del señor Retamal, quien en todas las negociaciones de compra de tierras actuaba en representación del exintendente de la Región de La Araucanía. En general, recabar toda información necesaria al efecto y determinar las responsabilidades involucradas, recibiendo para tales efectos al director nacional de la Conadi, señor Alberto Pizarro Chañilao, y al fiscal nacional del mismo organismo, señor Rodrigo Bustos Pacheco.”.

Para el cumplimiento de su propósito, la referida Comisión Especial deberá rendir su informe en un plazo no superior a 180 días, y para el desempeño de su mandato podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional.

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 64 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 15 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; García García René Manuel; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez 
Lahsen Leopoldo; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rincón González Ricardo; Rocafull López Luis; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Coloma Alamos Juan Antonio; Macaya Danús Javier.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Sandoval Plaza David; Silva Méndez Ernesto; Trisotti Martínez Renzo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Ward Edwards Felipe.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, quiero consignar el hecho de que hay diputados que están presentes en la Sala y no votaron.

Según el Reglamento de nuestra Corporación, los diputados tenemos la obligación de votar si estamos presentes en la Sala.

El señor CORNEJO (Presidente).- Señor diputado, la Secretaría revisará la situación que usted nos ha planteado.

INTEGRACIÓN DE COMISIONES ESPECIALES INVESTIGADORAS
El señor CORNEJO (Presidente).- Propongo a la Sala integrar la Comisión Especial Investigadora de los contratos de operaciones a futuro y forwards realizados por Codelco entre 2005 y 2007, que habrían ocasionado pérdidas por 7.000 millones de dólares a la empresa estatal, con la diputada señora Paulina Núñez y los diputados señores Sergio Aguiló, Marcos Espinosa, Sergio Gahona, Giorgio Jackson, Issa Kort, Marco Antonio Núñez, Gaspar Rivas, Raúl Saldívar, Marcelo Schilling, Víctor Torres, Matías Walker y Felipe Ward. 

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Propongo a la Sala integrar la Comisión Especial Investigadora del conflicto entre accionistas de la empresa Soquimich, con ocasión de determinadas operaciones bursátiles y el rol que habrían tenido en dicha materia autoridades del gobierno anterior, con los diputados señores Fuad Chahin, Marcos Espinosa, Daniel Farcas, Gustavo Hasbún, Giorgio Jackson, Patricio Melero, Nicolás Monckeberg, Daniel Núñez, Ricardo Rincón, Raúl Saldívar, Alejandro Santana, Marcelo Schilling y Felipe Ward. 

¿Habría acuerdo?

Acordado.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS

El señor CORNEJO (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités.

El señor LANDEROS (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités parlamentarios, bajo la presidencia del diputado señor Cornejo, adoptaron los siguientes acuerdos:

1. Discutir durante una hora el proyecto que modifica el Código del Trabajo y la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, en materia de trabajo portuario, estableciendo las obligaciones y beneficios que indica, y votarlo hoy en general.

2. Con posterioridad, iniciar el debate del proyecto que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual y de la asignación familiar y maternal y del subsidio familiar, para los pe-
ríodos que indica.

3. Citar a una sesión especial, de 16.00 a 18.00 horas, para continuar la discusión de ese proyecto.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, solo para hacer claridad. Dado que la sesión de Sala de la tarde importa a todos, quiero saber si las comisiones van a sesionar.

El señor CORNEJO (Presidente).- Señor diputado, la sesión especial de la tarde es de carácter legislativo. Por tanto, reglamentariamente, quedan suspendidas las comisiones.

V. ORDEN DEL DÍA

ESTABLECIMIENTO DE OBLIGACIONES Y BENEFICIOS EN MATERIA DE
TRABAJO PORTUARIO. MODIFICACIÓN DEL CÓDIGO DEL TRABAJO Y
DE LA LEY DE ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES
PROFESIONALES (Primer trámite constitucional. Boletín N° 9383-05)

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que modifica el Código del Trabajo y la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, en materia de trabajo portuario, estableciendo las obligaciones y beneficios que indica.

Diputados informantes de las comisiones de Trabajo y Seguridad Social, y de Hacienda son los señores Cristián Campos y Patricio Melero, respectivamente.

Antecedentes:

-Mensaje, sesión 31ª de la presente legislatura, en 10 de junio de 2014.  Documentos de la Cuenta N° 1. 

-Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, sesión 36ª de la presente legislatura, en 18 de junio de 2014. Documentos de de la Cuenta N° 3.

-Informe de la Comisión  de  Hacienda.  Documentos de la Cuenta N° 5 de este boletín de sesiones.
El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social.

El señor CAMPOS (de pie).- Señor Presidente, en mi calidad de diputado informante de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, me ha correspondido informar ante esta Sala sobre el proyecto de ley, iniciado en mensaje de su excelencia la Presidenta de la República, que modifica el Código del Trabajo y la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, en materia de trabajo portuario, estableciendo diversas obligaciones y beneficios que el mismo proyecto indica.

El proyecto se encuentra en primer trámite constitucional y primero reglamentario, calificado con suma urgencia.

A la sesión que vuestra Comisión destinó al estudio de la referida iniciativa legal, asistieron la ministra del Trabajo y Previsión Social, doña Javiera Blanco; el subsecretario del Trabajo, don Francisco Díaz, y el asesor legislativo de dicha cartera de Estado, don Francisco del Río.

Asimismo, se invitó a diversos dirigentes de la Unión de Trabajadores Portuarios, de la Confederación de Trabajadores Portuarios de Chile y de la Cámara Marítima Portuaria, quienes entregaron sus opiniones y sugerencias, las que omitiré en beneficio del tiempo, pero que, en general, concuerdan con el contenido del proyecto remitido por el Ejecutivo.

El proyecto fue aprobado en general por doce votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención. Votaron a favor la diputada señora Pacheco, doña Clemira (en reemplazo de la diputada señora Pascal, doña Denise), y los diputados señores Andrade, Barros, Boric, Campos, Carmona, Jiménez, Melero, Monckeberg, don Nicolás; Saffirio, Trisotti (en reemplazo del señor De Mussy) y Vallespín.

El proyecto contempla seis artículos permanentes y cuatro disposiciones transitorias que contienen las siguientes materias específicas:

1. Modificaciones al Código del Trabajo en materia de trabajo portuario. En términos generales, estas adecuaciones, contenidas en el artículo 1°, tienen por objeto generar mejores condiciones de trabajo para los trabajadores del sector portuario, así como un mejor control del cumplimiento de las mismas. Dentro de ellas destacan:

a) Control de acceso y permanencia de los trabajadores portuarios. Se modifica el artículo 133 con miras a reforzar que las faenas portuarias, en todos los puertos del país, solo pueden ser realizadas por trabajadores portuarios, con permiso vigente, quedando bajo el control de la autoridad marítima el acceso y la permanencia de estos a los recintos portuarios, sin perjuicio de la naturaleza permanente o eventual de la relación laboral que sirvan, sumando a la Dirección del Trabajo a estas labores de control. 

b) Coordinación por parte de la autoridad marítima y de la Dirección del Trabajo de un sistema de control del cumplimiento de la normativa laboral portuaria. Para ejercer el control de la normativa laboral portuaria, la autoridad marítima y la Dirección del Trabajo implementarán un sistema de control del cumplimiento de la normativa laboral portuaria, con los fines y características que se indican.

c) Reconocimiento del derecho a descanso irrenunciable dentro de la jornada. La iniciativa propone modificar la letra b) del artículo 137, que regula la jornada aplicable a los trabajadores portuarios eventuales, reconociendo el derecho a un descanso mínimo de treinta minutos, irrenunciable, en cada jornada o turno de trabajo que exceda de cuatro horas.

También se establece la responsabilidad de las empresas que se indican de mantener instalaciones adecuadas para que los trabajadores portuarios puedan hacer uso efectivo del derecho a descanso dentro de la jornada.

d) Aumento de la garantía de turnos en los convenios de provisión de puestos de trabajo. En el contexto de mejorar las condiciones mínimas de trabajo del sector, se propone aumentar la garantía de oferta de trabajo en los convenios de provisión de puestos de trabajo que se exige en la letra a) del artículo 142 del Código del Trabajo, a los turnos suficientes para asegurar, al menos, el equivalente a un ingreso mínimo mensual en cada mes calendario para cada uno de los trabajadores portuarios que formen parte del convenio. 

2. Modificaciones a la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales. Mediante el artículo 2° se deroga la restricción contenida en el inciso final del artículo 66 de la ley N° 16.744, en relación con los comités paritarios de higiene y seguridad, que afecta el sector portuario, y se incorpora un nuevo artículo 66 ter, en el que se establecen las regulaciones relativas a la constitución y funcionamiento de los comités paritarios de higiene y seguridad en faenas portuarias.

3. Creación de un fondo para la modernización portuaria. Hace presente el mensaje que la necesidad de avanzar en la modernización portuaria, a fin de velar por sus niveles de eficiencia y competitividad, hace aconsejable crear, en tanto no se materialicen las transformaciones que deberán acometerse para el mediano plazo, por un período de cuatro años, un fondo destinado a financiar actividades vinculadas con el necesario proceso de modernización del sector.

4. Aporte de carácter fiscal. Con el fin de contribuir al precitado fondo y al financiamiento de las acciones que mediante él puedan efectuarse, se establece un aporte en función de las toneladas de carga transferidas por las empresas portuarias operadoras, concesionarias o administradoras de frentes de atraque portuarios en el territorio nacional.

5. Pago de los beneficios. Se establece que el pago de los beneficios que se financien con cargo al fondo será efectuado por la Tesorería General de la República.

6. Declaración del 22 de septiembre como Día del trabajador portuario. El proyecto propone declarar el día 22 de septiembre como Día del trabajador portuario, como una manera de honrar la actividad y su importancia en el desarrollo del país, pero también con la finalidad de conmemorar la muerte de cinco dirigentes portuarios -Héctor Rojo Alfaro, Samuel Núñez González, Armando Jiménez Machuca, Guillermo Álvarez Cañas y Luis Alberto Lizardi Lizardi- caídos en el período de la dictadura, quienes fueron sacados desde el centro de detención Tejas Verdes y, según lo establecido en el Informe Rettig, “ejecutados al margen de todo proceso, por agentes del Estado que violaron sus derechos humanos”.

7. Beneficio económico para los trabajadores portuarios que reúnen ciertos requisitos. Adicionalmente, la iniciativa incluye en su artículo primero transitorio, la entrega de un beneficio económico excepcional, sujeto a las reglas que se indican, y que corresponde a un compromiso adquirido por la anterior administración mediante un acuerdo suscrito el 25 de enero de 2014 con los trabajadores del sector, en el contexto de un conflicto desatado en los puertos chilenos relacionado con el derecho a un descanso de media hora para colación.

Lo anterior es habida cuenta del principio de continuidad del Estado y la necesidad de cumplir los compromisos adquiridos. Sin perjuicio de ello, destacamos el carácter excepcional y único de este, habida cuenta de que, a causa de la incerteza jurídica generada con ocasión del derecho a descanso dentro de la jornada, las partes de la relación laboral fueron incapaces de resolver al interior de la misma este aspecto. El Estado y cada parte de la relación laboral debe asumir la responsabilidad que le corresponde, tanto en el control efectivo del cumplimiento de la normativa, que se refuerza, así como en el aporte que se efectúa por parte de las empresas portuarias operadoras, concesionarias o administradoras de frentes de atraque portuarios en el financiamiento de la misma.

8. Vigencia de los pactos compensatorios del no otorgamiento del descanso de media hora. En el entendido de que muchas organizaciones mantienen acuerdos compensatorios por el no otorgamiento efectivo de la media hora de colación, el proyecto de ley incorpora una disposición por la cual se establece que tales pactos no podrán ser modificados sino por acuerdo de ambas partes, una vez transcurrido el plazo de 180 días corridos siguientes a la dictación de la ley en tramitación, y a falta de acuerdo, pasarán a formar parte de la remuneración asignada al turno respectivo.

9. Modificación de garantía de turnos de los convenios de provisión de puestos de trabajo, que rige para acuerdos futuros. La presente iniciativa dispone que la modificación de la garantía de turnos que debe comprometerse en un convenio de provisión de puestos de trabajo, no afectará a aquellos convenios ya depositados en la Inspección del Trabajo con anterioridad a su entrada en vigencia.

10. Vigencia. Se establece que el artículo primero transitorio entrará en vigencia una vez que lo hagan los artículos 1° a 5° permanentes de la ley. Sin perjuicio de lo anterior, las empresas portuarias y de muellaje dispondrán de 180 días, contados desde la entrada en vigencia de la ley, para adecuarse a las nuevas exigencias que impone la ley en materia de descansos, instalaciones para su cumplimiento, sistema de control portuario y constitución de comités paritarios de higiene y seguridad.

Durante la discusión particular de este proyecto, a sugerencia de los dirigentes de los trabajadores portuarios, la comisión aprobó, por la unanimidad de los diputados presentes, una modificación al inciso decimoquinto del artículo primero transitorio con el objeto de permitir que los trabajadores pudieran percibir el beneficio determinado por la comisión, que la disposición establece, y, al mismo tiempo, recurrir a una comisión revisora para solicitar la parte del beneficio no otorgado y que el trabajador crea tener derecho a percibir.

En beneficio del tiempo, omitiré dar cuenta del detalle de las votaciones de sus artículos, ya que ellas se contienen en el certificado e informe emitido por el secretario de la comisión, que mis colegas tienen en su pupitre electrónico.

Por último, me permito señalar que, a juicio de la comisión, el articulado del proyecto no reviste el carácter de norma orgánica constitucional, ni sus normas requieren ser aprobadas con quorum calificado, con excepción de su artículo 2° permanente, por regular dicha norma el ejercicio del derecho a la seguridad social, según lo dispone el artículo 19, N° 18°, de la Constitución Política de la República.

Asimismo, la Comisión consideró que los artículos 3°, 4° y 5° permanentes, y primero transitorio deben ser objeto de estudio por la Comisión de Hacienda por incidir en materias presupuestarias o financieras del Estado.

Del mismo modo, la comisión acordó que este informe se emitiera en forma de certificado para los efectos de que pudiera conocerlo la Comisión de Hacienda, sin perjuicio de emitir posteriormente su informe para la Sala.

Por las consideraciones anteriores, la comisión recomienda a la Sala prestar su aprobación al proyecto de ley que se contiene en el certificado aludido.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Hacienda.

El señor MELERO (de pie).- Señor Presidente, en primer lugar, saludo a la señora ministra del Trabajo y Previsión Social, al subsecretario y a los dirigentes de los distintos gremios de los trabajadores portuarios, que se encuentran en las tribunas.

Me corresponde rendir el informe relativo al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que modifica el Código del Trabajo y la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, en materia de trabajo portuario, estableciendo las obligaciones y beneficios que indica.

Su idea matriz o fundamental es modificar el Código del Trabajo y la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, en materia de trabajo portuario, estableciendo determinadas obligaciones y beneficios.

Cuenta con seis artículos permanentes y cuatro transitorios, de los cuales a la Comisión de Hacienda le correspondió tomar conocimiento de los artículos 3°, 4° y 5° permanentes, y primero transitorio.

Mediante el artículo 3° se considera la creación de un fondo para la modernización portuaria. Es una idea nueva. La disposición señala que la necesidad de avanzar en la modernización portuaria, a fin de velar por sus niveles de eficiencia y competitividad, hace aconsejable crear, en tanto no se materialicen las transformaciones que deberán acometerse para el mediano plazo, por un período de cuatro años, un fondo destinado a financiar actividades vinculadas con el necesario proceso de modernización del sector. 

El fondo será administrado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, y recibirá transferencias desde el Tesoro Público, según lo disponga la Ley de Presupuestos de cada año. El fondo será implementado con un reglamento y finalizará el 2018. 

Esta disposición fue aprobada por la Comisión con una indicación del Ejecutivo que amplía la labor del fondo a aspectos tales como el perfeccionamiento de los sistemas de información y de estadísticas portuarias. Además, la indicación precisa que el fondo se extinguirá el 2018.

El artículo 4° establece, por cuatro años, un aporte de carácter fiscal correspondiente a 0,3 dólares de Estados Unidos de América por cada una de las toneladas de carga transferidas por las empresas concesionarias de puertos privados, concesionarias de frentes de atraque portuarios y, en el caso de los puertos no concesionados, la empresa pública estatal administradora, con cargo a estas. 

Se indica que, con cargo a lo recaudado, se podrán realizar aportes al fondo de modernización referido, por un monto máximo de 10 millones de dólares anuales. Este beneficio también contará con un reglamento que lo regulará. 

En la primera discusión de la Comisión de Hacienda se señalaron las dificultades que podría traer el monto de 0,3 dólares, y ayer, en la Comisión de Hacienda, el Gobierno presentó una indicación que rebaja los 0,3 dólares planteados originalmente a 0,2 dólares por cada una de las toneladas de carga general y a 0,1 dólares por cada tonelada de carga a granel.

Esta disposición y sus indicaciones no fueron aprobadas por la comisión, habida consideración de parte de sus integrantes, en el sentido de que el aporte no se defina por tonelada de carga, sino usando un mecanismo ad valorem respecto de la carga.

En la discusión se estableció que, al ponerse este aporte en toneladas, no es lo mismo pagar por una tonelada de sal que por una tonelada de oro.

Por consiguiente, en el análisis nos pareció necesario -y así lo entendió también el Gobierno, razón por la cual hoy le retiró la urgencia al proyecto para que vuelva a la Comisión- poder abrirse a un cobro, más que por toneladas exportadas o importadas, por toneladas ad valorem, es decir, que se pague por el precio del producto más que por los volúmenes que se están cargando o descargando.

La Comisión de Hacienda rechazó este artículo.

El artículo 5° del proyecto dispone: “Artículo 5°.- Solo una vez en vigencia el reglamento señalado en el artículo anterior, autorízase a la Tesorería General de la República a pagar el beneficio a que se refiere el artículo primero transitorio de la presente ley. Con todo, dichos pagos se sujetarán a las reglas y plazos contenidos en dicha disposición.”.

Esta disposición fue aprobada por la Comisión con una indicación referencial del Ejecutivo.

Por su parte, el artículo primero transitorio dispone: “Artículo primero transitorio.- Excepcionalmente, a contar de la entrada en vigencia de los artículos 1°, 2°, 3°, 4° y 5° de la presente ley, los trabajadores portuarios que acrediten el cumplimiento de los requisitos que a continuación se indican, accederán, por única vez, al pago de un beneficio en dinero que se determinará conforme a las reglas del presente artículo.

Para impetrar el beneficio a que se refiere este artículo se deberá acreditar el haber prestado para una empresa de muellaje dentro de un recinto portuario servicios efectivos como trabajador portuario en los términos del inciso primero del artículo 133 del Código del Trabajo, a lo menos, durante un turno el año 2013, siempre que se haya ingresado a prestar los precitados servicios, con anterioridad al 1° de enero de 2013 y que los precitados servicios se hayan prestado en turnos ininterrumpidos sin derecho a descanso. Adicionalmente, deberá acreditarse la realización de, a lo menos, 36 turnos anuales promedio entre los años 2005 y 2012. Tratándose de los trabajadores portuarios de Talcahuano el precitado promedio de turnos anuales se computará entre los años 2005 y 2009.”.

Asimismo, se establecen las fórmulas de cálculo, como también las exclusiones respecto de los trabajadores que cumplan sus funciones en horario administrativo y los que tengan en sus contratos de trabajo derecho al descanso de colación.

Más adelante, la citada disposición establece:

“Para determinar el monto del beneficio a que se refiere este artículo, se aplicarán las reglas siguientes:

1) Por cada turno efectivamente realizado en el período comprendido entre el 1° de enero de 2005 y el 31 de diciembre de 2012 se pagará a cada trabajador que acredite los requisitos para impetrar el beneficio la suma de $1.953.- (mil novecientos cincuenta y tres pesos).

2) Tratándose de trabajadores portuarios que no trabajen por sistema de nombrada, contratados por renta fija, recibirán el pago en base a 24 turnos por mes, respecto del período de vigencia del respectivo contrato de trabajo.

3) Tratándose de trabajadores que desempeñen como amarradores, traspaletistas y encarpadores, el beneficio se pagará en base a 12 turnos por mes, respecto del período de vigencia del respectivo contrato de trabajo.”.

Este artículo fue aprobado en forma unánime, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión técnica respectiva.

La Comisión de Hacienda, luego de analizar el proyecto de ley en informe, acordó aprobar sus artículos 3° y 5° permanentes, rechazar su artículo 4° permanente y aprobar el artículo primero transitorio.

He dicho.
El señor CORNEJO (Presidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra la ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco.

La señora BLANCO, doña Javiera (ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, por su intermedio, junto con saludar a las señoras y los señores diputados, quiero agregar a la presentación de los diputados señores Campos y Melero, informantes de las comisiones de Trabajo y de Hacienda, respectivamente, que el proyecto de ley en comento tuvo su origen en el período anterior a la actual administración. Es más, su presentación fue anunciada en una fecha bastante anterior a esta discusión. 

Este proyecto de ley lo recibimos en ese contexto, y luego de tres meses de trabajo con los trabajadores portuarios nos comprometimos a realizar todas las gestiones para lograr su aprobación. De paso, aprovecho de felicitarlos por el compromiso contraído. 

El proyecto representa también una señal política que queremos dar, que tiene que ver con las responsabilidades de parte del sector privado y con la posibilidad cierta de que el Estado siempre esté solucionando problemas y conflictos privados. Los invitamos en esta ocasión a formar parte de esta respuesta. 

Queremos, además, que las empresas portuarias puedan hacerse parte del proyecto a través del aporte de privados a beneficio fiscal que estamos creando.

Esta responsabilidad es clara y nítida. Lo planteo porque algunos han hecho aparecer como si lo que ha generado este proyecto, es decir, el cumplimiento de la media hora de colación, fuera algo que estuviera en un marco de incerteza jurídica. Quiero ser muy clara al señalar que hoy no existe normativa laboral alguna que excluya de la obligación del respeto a los derechos irrenunciables, como es el derecho a descanso, sea o no que se trate de faenas de tipo continuo. Tampoco existe dictamen alguno de la Dirección del Trabajo en tal sentido. 

Por lo tanto, existía un abierto incumplimiento por parte de los privados. Esa es la razón por la cual los hemos invitado a formar parte de la respuesta.

Respecto del proyecto, señor Presidente, quiero destacar tres partes importantes. La primera tiene que ver con el cumplimiento de las normativas laborales. 

En estos tres meses de trabajo ya van tres trabajadores portuarios fallecidos, lo que justifica con mayor razón lo que estamos haciendo en términos de avanzar en la instalación de los comités paritarios, integrados por los distintos sectores en cada una de las faenas portuarias.

También estamos incorporando un derecho irrenunciable, que es el derecho a descanso, que se va a imputar dentro de la jornada y no va a implicar mermas económicas, por todas las razones expuestas por los diputados señores Campos y Melero.

En materia laboral, hay un rol muy importante que queremos que comience a desarrollar la Dirección del Trabajo, para lo cual le hemos dado atribuciones en materia de control de ingresos, de manera de llevar un registro estadístico más fidedigno que el actual. En estos momentos se hace bastante difícil generar un registro en relación con la cantidad de trabajadores permanentes y eventuales que pueden existir, más allá de los registros que tiene la Directemar.

El segundo acápite del proyecto se refiere al aporte privado a beneficio fiscal y a la creación de un fondo de modernización. Es la manera como creemos que hoy los particulares pueden participar en la respuesta que le estamos dando a un sector que ha sido postergado durante muchos años. 

Por último, también es relevante el pago de beneficios, como es la compensación por la media hora de colación que les estamos dando a los trabajadores portuarios. 

Creo que el proyecto al que hemos arribado está completo con estas tres áreas. No solo se ha reducido al pago de una compensación, sino al reconocimiento explícito de normativas laborales que hoy se hace necesario recuperar, sobre todo en materia de seguridad y salud en el trabajo, que lamentablemente fueron prohibidas hace varios años en el caso de la constitución de comités paritarios. En definitiva, este es un gran proyecto y esperamos que sea aprobado con prontitud. 

Finalmente, quiero realzar el compromiso de los trabajadores portuarios, que ha acompañado toda la tramitación del proyecto.

Muchas gracias.

He dicho. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ignacio Urrutia.

El señor URRUTIA (don Ignacio).- Señor Presidente, deseo saludar a la ministra y al subsecretario presentes.

En la vida uno debe aprender a reconocer cuando las cosas se hacen bien y cuando se hacen mal. En este caso, debemos reconocer que el gobierno pasado lo hizo mal en esta materia y que lo que está tratando de hacer este gobierno es recomponer lo mal que lo hizo la administración pasada, independientemente de que haya sido partidario del gobierno del Presidente Piñera. Este conflicto se originó porque en algún momento alguien quiso negarles un derecho irrenunciable que tienen los trabajadores, como es la media hora de colación. Los trabajadores, en demanda de ese tiempo, en dos ocasiones generaron un paro portuario gigantesco que afectó sobremanera todo el quehacer nacional, especialmente a los productos de primera necesidad que eran exportados hacia otros países. 

Este problema se debería haber solucionado en forma inmediata por quienes concesionaron los puertos, ya que es entre concesionarios y trabajadores. Sin embargo, los concesionarios no tuvieron la capacidad para remediar el problema y pidieron la intervención del gobierno de ese entonces, el cual se comprometió, en una y otra ocasión, a pagar la media hora de colación. Asimismo, se comprometió a enviar un proyecto antes del término de su gestión, lo que lamentablemente no se hizo. Por eso, nos sentimos molestos con nuestro propio gobierno, porque no cumplió el acuerdo con los trabajadores, ni con los exportadores e importadores, en el sentido de que esto quedaría solucionado con el proyecto que enviaría antes del término de su administración.

Ahora bien, hay algo que me llama la atención en el proyecto que el Gobierno envió a la Cámara de Diputados y que hoy estamos discutiendo. No se cumplió el acuerdo del gobierno anterior, que establecía que quienes pagaban la media hora de colación eran la empresa concesionaria y el Estado, y hoy existe un acuerdo distinto. Me parece bien que se haya celebrado, porque, reitero, el anterior no se cumplió. El actual acuerdo intenta sacarle la pelota a los concesionarios, es decir, saca del tema al empleador y pone a la gente que importa y exporta productos a nuestro país -cosa curiosa- y les aplica un impuesto. Aquí no se habla de un impuesto, sino de un aporte por ley absolutamente obligatorio. Entonces, a toda la gente que tiene algún tránsito por los puertos de nuestro país se le obliga a pagar un porcentaje por ello, en circunstancias de que esto, como manifesté, es un problema que deben resolver el empleador con su empleado. De lo contrario, esto se convertirá en algo nefasto. Así, el día de mañana una organización de cualquier naturaleza podría parar sus labores, respecto de lo cual el gobierno de turno podría terminar diciendo que es necesario aplicar un impuesto de tal magnitud para pagar a los respectivos trabajadores. No me parece que eso sea lo adecuado. Si la concesionaria no paga en forma retroactiva la media hora de colación a los trabajadores -corresponde que paguen-, entonces debe hacerlo el Estado de Chile. No tienen por qué hacerlo los particulares y tampoco me parece lógico que así sea.

Tengo entendido que hoy votaremos en general este proyecto y que volverá a Comisión. A su vez, el Gobierno le ha quitado la urgencia, porque quiere presentar indicaciones. Espero que vayan por el camino correcto y que se haga cargo en ellas a quienes corresponde de pagar la media hora de colación, no a todos los exportadores e importadores del país. No me parece que ese sea el camino adecuado. No estamos hablando de una gran cantidad de recursos, sino de 10 millones de dólares, con lo cual se pagaría en forma retroactiva la deuda que se mantiene con los trabajadores portuarios. No es una cantidad de dinero tan grande como para que el Estado no la pueda pagar para solucionar el problema y hacer borrón y cuenta nueva, y que de aquí en adelante los empleadores sigan pagando lo que corresponde a sus trabajadores. Eso es lo que deberían hacer y no cargárselo a terceras personas. No corresponde aplicar ese impuesto, porque, como señalé, puede ser nefasto. Como dije, por esa vía el día de mañana una organización de cualquier naturaleza puede exigir exactamente lo mismo.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Vallespín.

El señor VALLESPÍN.- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco a la diputada Yasna Provoste, quien me ha cedido su tiempo para intervenir. 

Como señaló el diputado que me antecedió en el uso de la palabra -es bueno reconocer cuando las cosas se han hecho mal-, con este proyecto el gobierno actual no hace otra cosa que cumplir la palabra empeñada con los trabajadores, lo que el gobierno anterior no fue capaz de cumplir o no quiso cumplir. Obviamente, ese es un tema fundamental. Qué duda cabe de que respecto de un sector tan estratégico como el portuario, el Estado no puede quedar mirando que se sigan produciendo permanentemente las movilizaciones justificadas de los trabajadores por incumplimiento de sus derechos. Entonces, el Estado debe actuar. Es, quizá, uno de los casos excepcionales en que el Estado no puede quedar mirando impávido cómo se afecta al desarrollo del país. Por eso es razonable que actúe en este caso. 

Obviamente, quienes incumplieron deben reponer parte de la inversión o el gasto que hace el Estado para cumplir con los trabajadores portuarios. Eso es razonable que se haga, no como se hizo en tiempos pasados, durante la dictadura, cuando la banca fue salvada por el Estado y todos los chilenos pagaron ese efecto. Sin embargo, en este caso se le carga a quien corresponde.

Por lo tanto, lo que se está haciendo es cumplir con los trabajadores portuarios. Asimismo, se reconoce un derecho que se había puesto en duda, el cual no se cumplió por parte de muchas empresas. Este proyecto de ley corto ofrece oportunidades para cambiar ciertos aspectos deficitarios de la regulación laboral en el sector portuario y, sobre todo, puede generar un germen de un nuevo enfoque de relación entre empresas, trabajadores y el rol del Estado. 

No hay duda de que con esto se garantizan finalmente los treinta minutos mínimos irrenunciables que tiene todo trabajador, que en este caso tendrán los trabajadores portuarios eventuales y permanentes. También se obliga a las empresas a tener instalaciones adecuadas para que ellos puedan tener ese espacio. 

Como indicó la ministra, la Dirección del Trabajo se suma a las labores de control a cargo de la autoridad marítima, con lo cual tendremos más y mejores derechos para los trabajadores portuarios. 

Quiero resaltar otro tema fundamental. 

Cuando se establece un aporte privado a beneficio fiscal de cargo de las empresas concesionarias de puertos privados, de frentes de atraque portuarios, y las empresas portuarias públicas estatales administradoras, en el caso de puertos no concesionados, no hay duda de que estamos haciendo lo correcto, cual es facilitar que el Estado recupere parte de la inversión que hace para cumplir con los trabajadores. Pero esto se debe hacer con cuidado y rigor.

Por eso, agradezco la disposición de la ministra del Trabajo, Javiera Blanco, y del Ministerio de Hacienda, a fin de identificar que en los puertos del sur austral de Chile -yo represento a Puerto Montt y creo que todos los puertos de la zona austral entienden la misma lógica- no se daba este problema, que se cumplía con los trabajadores y que todo es cabotaje, vale decir, transporte de carga entre los puertos más alejados del territorio nacional. En otras palabras, cabotaje de conectividad y acceso a zonas aisladas que no cuentan con opciones terrestres para su abastecimiento. Por tanto, si no se excluía, como ha decidido hacerlo el Ejecutivo -lo que agradezco como representante de la zona-, se estaba gravando la vida de las personas que viven en zonas aisladas del sur austral, porque iban a tener que cargar con el costo de cada tonelada que se transportara. Está claro que las empresas no lo iban a asumir, sino que iban transferir este costo a los chilenos y chilenas que viven en las zonas apartadas. 

Lamento que en la Comisión se haya rechazado, por el tenor que se tuvo a la discusión. Podrá ser ad valorem, por unidad de peso o volumen, pero el cabotaje nacional debe quedar excluido, especialmente en la zona sur austral, por los efectos nefastos que tendría para la vida de los habitantes. 

Por tanto, nosotros vamos a aprobar en general el proyecto, el que deberá volver a comisión para ser perfeccionado. Con todo, vamos a cumplir con los trabajadores y no vamos a perjudicar a los chilenos y a las chilenas que viven en zonas apartadas.

He dicho. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Clemira Pacheco.

La señora PACHECO (doña Clemira).- Señor Presidente, quiero saludar a los trabajadores y dirigentes que nos acompañan en las tribunas.

El proyecto en debate contiene mejoras laborales y de regulación del derecho al descanso, asegurando que solo sean trabajadores portuarios los que desarrollen la labor en los recintos portuarios. Determina, además, que los encargados de fiscalizar el cumplimiento de la normativa laboral portuaria serán la Inspección del Trabajo y la autoridad marítima. Asimismo, obliga a las empresas a registrar los descansos, y a los concesionarios y empresas de muellaje a mantener instalaciones adecuadas para que los trabajadores portuarios puedan tener un descanso adecuado. 

Por último, establece que las empresas deberán constituir un comité paritario de higiene y seguridad en cada puerto, terminal o frente de atraque, con trabajadores permanentes y eventuales, algo que antiguamente existía en los puertos, pero que en la época de la dictadura quedó solo para los trabajadores contratados.

El proyecto contempla, además, la creación de un fondo de modernización portuaria y el pago de un beneficio en favor de los trabajadores portuarios que cumplan una serie de requisitos, por un monto de 1.953 pesos por cada turno trabajado.

Antes de continuar, quiero preguntarle a la ministra, por su intermedio, señor Presidente, por qué se va a demorar una semana más la tramitación de este proyecto en la Cámara. Me parece inaceptable que en pleno año 2014 tengamos que discutir la necesidad de respetar un derecho básico e irrenunciable para cualquier trabajador. 

Creíamos superada la época de “la cuestión social”, lucha que dieron a principios del siglo XX grandes representantes, como Luis Emilio Recabarren, y que concluyó con la ley de la silla, la del descanso dominical y la del seguro obrero. Hoy la realidad nos muestra algo diferente.

La OIT plantea en su informe de 2012 que “una alimentación saludable no es solo un tema de responsabilidad social empresarial, sino un aspecto central para la productividad ya que reduce el ausentismo y minimiza la incidencia de enfermedades como diabetes e hipertensión, asociadas a la alimentación”.

Incluso, desde la perspectiva del empleador, dice: “El empresario que promueva hábitos alimenticios más saludables, tendrá menos ausentismo laboral y una moral más alta de los trabajadores, reducción de costos de seguros, mayor productividad y mayor satisfacción en el trabajo, lo que contribuye a mejorar la imagen de la empresa y su reputación”. 

Como país, necesitamos que los empresarios portuarios cambien su mentalidad y entiendan que un trabajador descansado y bien alimentado es su meta mínima. 

Además, deben tener claro que no todo puede calcularse en cifras. Los derechos no se miden en 3.600 pesos o en 1.500 pesos, según la negociación de turno. Los derechos de los trabajadores no tienen precio. Los derechos laborales son irrenunciables y se deben ejercer. Sin embargo, su ejercicio ha sido negado sistemáticamente por los empleadores. 

Si bien para los trabajadores y sus familias es importante el monto de la compensación que el proyecto contempla, lo que les resulta fundamental es iniciar una nueva etapa en su lucha histórica de cambios, que vengan nuevas y efectivas mejoras que debieran verse reflejadas en una mayor estabilidad para el sector, para trabajadores, empleadores y el Estado -a este último lo llamamos a asumir su rol fiscalizador y protector-, pues todos ellos contribuyen al desarrollo del sector portuario, pilar fundamental de nuestra economía como principal vía de exportaciones e importaciones de mercancías.

Por otro lado, quiero destacar el trabajo mancomunado entre el gobierno y los trabajadores portuarios. 

Estamos ante un proyecto de ley que no se estructuró desde arriba, porque en su redacción intervinieron nuestros dirigentes portuarios, quienes durante meses destinaron sus esfuerzos para lograr un articulado de consenso. Este acuerdo no se logró por la buena voluntad del gobierno anterior, sino que es fruto de la lucha que dieron los trabajadores. 

Por eso, quiero hacer especial mención de la Unión Portuaria de Chile, cuyos trabajadores nos han dado un ejemplo en la defensa de la dignidad de su trabajo. En forma solidaria y unida, ellos han representado de manera ejemplar los derechos de todos sus compañeros, la clase trabajadora. El camino no les ha sido fácil. Debieron lidiar con muchos obstáculos, incluyendo el largo tiempo que ha pasado desde que las movilizaciones cesaron en virtud de un acuerdo suscrito con el gobierno anterior.

No podemos permitirnos volver a cometer el mismo error. Acá hay responsabilidades compartidas: los empleadores que desconocieron y burlaron los derechos de los trabajadores, y un Estado débil que no tuvo la capacidad de sancionar y corregir estas irregularidades repudiables.

Igualmente, con la creación del fondo de modernización portuaria los empleadores tendrán la posibilidad de enmendar el rumbo torcido y contribuir a apoyar la ejecución de acciones para el mejoramiento institucional en el sector portuario, con miras a mejorar sus niveles de eficiencia y efectividad. Por eso creo que este fondo debiera ser permanente y no durar solo cuatro años. Llamo entonces al Gobierno a tomar esta idea y ponerla en la discusión.

Además, quiero destacar otro punto. A lo mejor aquí está la justificación para aplazar en una semana el despacho de este proyecto. Se está planteando un sistema de relevos para la media hora de colación, lo cual me parece insólito y lamentable. Por lo tanto, no apoyaré una indicación en tal sentido. 

Lamento que el Ejecutivo solo aprendiera parcialmente las lecciones del pasado, aunque reconozco que a quienes integramos la Nueva Mayoría nos queda mucho por aprender.

No estamos por apoyar una indicación que precarice el rol del trabajador portuario; por eso, no aceptaremos la introducción de un sistema de relevos. Bajo la excusa de contratar más gente, nos olvidamos de la calidad que debe tener el trabajo, el que debe ser decente, como ha dicho la Presidenta Bachelet.

Por tanto, cabe preguntar: si trescientos trabajadores portuarios deben usar de su derecho de descanso de media hora, ¿se van a contratar a otros trescientos de relevo durante esa media hora? Pido que alguien me lo explique; no logro entenderlo.

Queremos evolucionar hacia el respeto de los derechos de los trabajadores portuarios, lo que repercutirá en seguridad y en estabilidad para el sector, para la economía nacional y, por ende, para el país.

Como dijo el Presidente Allende -lo quiero recordar porque formamos parte del Gobierno de la Nueva Mayoría y porque hoy estamos convocados para defender a los trabajadores y no para dar manga ancha a los empresarios, quienes invariablemente la han tenido-: “Siempre he pensado que el día más feliz será aquel en que el trabajador pueda estudiar, producir y progresar tranquilo y seguro del futuro de él y de los suyos, de sus hijos, del futuro del pueblo, del futuro nuestro, del futuro de Chile.”.

Ese también -insisto- fue el llamado de la Presidenta Michelle Bachelet, que figura en su programa: los trabajos deben ser de calidad, decentes y dignos para nuestra gente y para nuestro pueblo. Por eso digo que somos un gobierno de la Nueva Mayoría; pero, además, un gobierno dirigido por socialistas, lo que no podemos olvidar. Por eso debemos apoyar a los trabajadores. Nuestro eje central debe ser la persona y su dignidad; para ello hemos sido convocados hoy.

Espero que no solo este proyecto de agenda corta, sino también el de agenda larga, sobre labores de alto riesgo, cuya implementación se requiere prontamente, sean trabajados con los dirigentes portuarios, de modo que en esas condiciones el Congreso Nacional pueda discutirlos.

Anuncio que votaremos a favor el proyecto en general, y lamento que no se vote hoy en particular

Vuelvo a recalcar que no estoy disponible para votar a favor la indicación sobre relevo de los trabajadores durante la media hora de colación, porque, por un lado, estamos defendiendo un derecho irrenunciable, y, por otro, estaremos precarizando y nuevamente vulnerando los derechos y la dignidad de los trabajadores.

He dicho.

-Aplausos.
El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Daniel Núñez.

El señor NÚÑEZ (don Daniel).- Señor Presidente, quiero comenzar saludando a los trabajadores y dirigentes portuarios presentes en las tribunas, especialmente a los de la Unión Portuaria de Chile. Es importante reconocer que el proyecto de ley es consecuencia de su lucha y de su organización. En efecto, un hito importante en el proceso para llegar a esta iniciativa fue el paro que ellos realizaron a principios de año.

Me parece importante destacar -me pidió que lo señalara la diputada Camila Vallejo, quien tuvo que salir de la Sala- que los trabajadores de la Unión Portuaria de Chile no solo han luchado por sus justas reivindicaciones, a las que hoy estamos dando solución mediante el proyecto en discusión, sino que también solidarizaron con la lucha de otros sectores sociales, ya que realizaron un paro en apoyo a las demandas de los estudiantes, de los profesores y de los apoderados por cambios en la educación, ejemplo digno de imitar por todos los trabajadores de Chile.

También deseo resaltar que la forma en que están actuando los trabajadores y el Gobierno es un ejemplo de cómo enfrentar la solución de los problemas laborales.

Señor Presidente, cabe preguntar por qué debemos discutir este proyecto. Porque, como han dicho algunos diputados, existía un compromiso del Presidente Sebastián Piñera, que no cumplió, de enviar una iniciativa que abordara esta materia. Me gustaría que los diputados que en ese tiempo eran de gobierno nos explicaran por qué no se cumplió un acuerdo suscrito al término de un paro muy fuerte y significativo -tuvo efectos económicos graves para el país-, en orden a pagar en forma retroactiva el derecho de esos trabajadores a tener media hora de colación. 

Al respecto, tengo una hipótesis: tal vez el Presidente Piñera pensó en invertir en los puertos de Chile después de que dejara el cargo de Presidente, motivo por el cual no estaba dispuesto a enviar al Congreso Nacional un proyecto que bajara la rentabilidad de su futuro negocio. No me parece una hipótesis tan alocada.

Quiero destacar algunos aspectos de la presente iniciativa.

En primer lugar, reconoce el derecho a descanso como un beneficio irrenunciable, lo que considero fundamental, ya que un vacío o una interpretación impidieron que este se resguardara debidamente. Por cierto que las autoridades del Trabajo también tienen responsabilidad en ello, ya que deben estar muy atentas para hacer cumplir rigurosamente la ley laboral.

En segundo lugar, asegura al menos un sueldo mínimo para quienes forman parte de un convenio de provisión de puestos de trabajo, lo que elimina la precarización del sistema eventual de trabajo que existe en los puertos de Chile, que afecta a esos trabajadores.

En tercer lugar, como dijo la ministra, obliga a las empresas de muellaje que tienen más de 25 trabajadores a constituir un comité paritario de higiene y seguridad laboral. Me parece un aspecto fundamental, dado que las enfermedades laborales y los riesgos del trabajo en este sector son extremadamente graves. Lo mismo ocurre en el mundo de la minería; en muchos casos los accidentes del trabajo pueden tener consecuencias fatales.

Por lo tanto, apoyaré el proyecto, al igual que la bancada del Partido Comunista.

El aspecto fundamental de la iniciativa es que reconoce un derecho: el pago de la media hora de colación -que no se pagó oportunamente-, el cual se efectuará con fondos que aportarán las propias empresas portuarias.

¿Por qué el diputado Ignacio Urrutia cuestiona que el pago deban hacerlo las empresas privadas? Debemos tener claro que las empresas privadas portuarias son un excelente negocio, por lo cual es absolutamente justo y válido que financien dicho pago. Seguramente, me dirán que las empresas que pagarán el beneficio serán las pymes portuarias. Les daré a conocer qué pymes portuarias financiarán ese derecho: el grupo Von Appen, cuyo patrimonio es de mil millones de dólares y es dueño de dos empresas navieras, de puertos en el norte del país y de cinco agencias de servicios portuarios; el grupo Luksic, dueño de siete puertos, incluyendo el puerto STI de San Antonio; los grupos Angelini y Matte, dueños de los puertos de Coronel, Lirquén y con presencia en San Antonio.

Por lo tanto, no me digan que con esta futura ley pondremos en riesgo el negocio portuario, afectaremos la inversión del país o crearemos más cesantía. El negocio portuario es altamente rentable, genera ganancias millonarias, por lo que los empresarios deben estar dispuestos a pagar los costos que implica contratar trabajadores. La Nueva Mayoría no va a flaquear en defender aquello, y apoyará con toda decisión el proyecto.

También ha surgido un debate respecto del monto del aporte. El proyecto de ley establece un aporte a beneficio fiscal de 0,3 dólares por tonelada de carga transferida. Se señala que esta cifra implicaría un monto mayor y que, por tanto, se produciría un excedente. Es cierto; en ambos casos, tanto en la cifra contenida en la indicación que se discute como en el monto actual propuesto, se genera un excedente que irá a las arcas fiscales. Considero que ese aporte es muy necesario y justo, ya que el Estado ha subvencionado la actividad privada portuaria, lo que ha implicado un montón de costos sociales que han debido financiarse con recursos fiscales. Por lo demás, cuando se privatizaron los puertos, se establecieron compromisos de entrega de pensiones que aún no se materializan.

Por lo tanto, es absolutamente justo que ese aporte implique recursos extras, que el fisco podrá ocupar en distintas actividades. Incluso, por esa vía se podrá pagar parte del costo que ha significado mantener una situación de superexplotación y de incumplimiento de las normas laborales en los puertos de nuestro país.

Considero que si bien la iniciativa es un avance formidable, deja pendientes algunas materias relacionadas con el trabajo en los puertos. Todos sabemos que las labores en ellos son de alto riesgo, lo que puede traer consigo daños a la salud. Por tanto, esta materia debe ser abordada de otra manera. Tenemos que enfrentar el problema del trabajo de alto riesgo en los puertos y en las minas de Chile, ya que, al no estar resuelto de buena forma, se pone en riesgo la vida y la seguridad de los trabajadores.

Por último, es muy importante que hagamos un esfuerzo por cumplir los plazos. Para ello debemos aprobar el proyecto hoy en general, la Comisión de Trabajo y Seguridad Social deberá votarlo el martes y la Sala deberá aprobarlo por unanimidad el miércoles.

Finalmente, me sumo a lo señalado por la diputada Clemira Pacheco respecto de los relevos, pues dice relación con un aspecto fundamental de los derechos de los trabajadores.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gabriel Boric.

El señor BORIC.- Señor Presidente, saludo a todos los trabajadores que hoy están presentes en las tribunas y a todos los que lucharon durante tanto tiempo en los puertos para que hoy podamos discutir esta iniciativa.

El proyecto que tratamos tiene muchísimas implicancias y lecciones que creo que vale la pena hacer presentes en este debate.

Como parte de la negociación colectiva, los trabajadores pusieron el dedo en la herida que la actual institucionalidad mantiene abierta en la clase trabajadora: demandaron el derecho a que trabajadores contratados y eventuales negociaran unidos. La empresa, en su momento Ultraport, rechazó tal demanda para mantenerlos divididos y así debilitarlos, empujándolos a una huelga de más de treinta días.

Pocos días después, a la huelga en Mejillones se sumó el paro en San Antonio. El 4 de enero de 2014 los trabajadores iniciaron la paralización con sus propias demandas, que son las que hoy conocemos: el pago retroactivo por la media hora de colación.

El método del paro en solidaridad, inaugurado con fuerza en el paro de marzo-abril de 2013, volvió a repetirse. Poco después, comenzó a extenderse por todos los puertos. 

El 6 de enero se sumó la Unión Portuaria del Norte: Antofagasta e Iquique, Tocopilla, Chañaral y Huasco, en apoyo a Puerto Angamos, en Mejillones.

Le siguieron, el 8 de enero, los puertos de la Unión Portuaria del Biobío -a raíz de la fuerte represión que estaban sufriendo los trabajadores portuarios de Mejillones-, y los puertos de Lirquén, Penco, Coronel, San Vicente, Calbuco, Corral, Puerto Montt y Chacabuco. 

El 10 de enero, un paro de brazos caídos que duró dos horas en Arica también se sumó a la solidaridad de los trabajadores. 

El paro de marzo-abril de 2013, en Mejillones, partió de una demanda básica para luego avanzar en un paro político expresado en el método del paro en solidaridad, prohibido por el Código del Trabajo. Fue, sin lugar a dudas, una de las grandes conquistas de la lucha de los obreros en 2013.

El último paro, de diciembre de 2013-enero de 2014, comenzó desde un punto conquistado a raíz una demanda directamente política: el derecho de los trabajadores a organizarse como consideren conveniente para la defensa de sus derechos, lo que en este caso se expresó en la unidad de trabajadores contratados y eventuales. 

La extensión del paro fue poco a poco encendiendo todas las alarmas tanto de los empresarios como del Gobierno. La primera y principal respuesta de los trabajadores fue la unidad. Los empresarios y el Gobierno trataron de dividir esa unidad mediante la represión, el chantaje y la criminalización del movimiento. 

Desgraciadamente, la unidad contra los trabajadores no se hizo esperar. 

La Dirección del Trabajo de Antofagasta -considero importante hacer ver esos precedentes en la Cámara- había admitido la negociación conjunta de contratados y eventuales; pero, a los pocos días, ante la exigencia de la empresa Ultraport al gobierno -los poderes fácticos nuevamente en actuación-, se desdijo y declaró que no era legal, lo que favoreció a los empresarios. 

La criminalización corría. De hecho, muchos puertos se llenaron de efectivos de Fuerzas Especiales de Carabineros, a los trabajadores portuarios se les trató de criminales y se pidió incluso la aplicación de la Ley de Seguridad del Estado. 

Pese a toda la presión del gobierno, de los empresarios, de los agricultores, lo que no es menor, pues presionaban con una clara conciencia de clase; de los medios de comunicación, que siempre han velado por los intereses de quienes más tienen -El Mercurio, La Tercera, el Diario Financiero, entre otros-; pese a las listas negras que hasta el día de hoy corren de puerto en puerto -los trabajadores bien lo saben-, los trabajadores se mantuvieron unidos. Gracias a su coraje y a su movilización, “ilegal” según nuestra actual institucionalidad 
-retardataria en materia laboral-, pero profundamente legítima tanto en sus causas como en los medios utilizados, hoy discutimos esta materia en el Congreso Nacional; tardíamente, pero lo estamos haciendo. 

Quiero abordar un asunto particular que afecta a los trabajadores portuarios de la Región de Magallanes, que represento, quienes me pidieron expresamente hacerlo presente en este debate. 

Debido a que gran parte de esos trabajadores tienen calidad de eventuales y se hallan en condiciones de precariedad propias de otro siglo -son contratados y despedidos durante la misma jornada laboral-, se les ha impedido cobrar el seguro de cesantía, situación que, entiendo, no sucede en el resto de las regiones. 

Por lo tanto, solicito expresamente que se oficie a los organismos que corresponda, en particular al presidente de la Administradora de Fondos de Cesantía para que explique por qué en Magallanes los trabajadores no pueden ejercer tal derecho.

Considero relevante que en este debate se aclare de manera muy diáfana quién pagará la deuda. El diputado Ignacio Urrutia señaló que se impondrá un impuesto a los exportadores. Algunos dicen que la deuda la terminarán pagando las empresas concesionarias. Otros tienen miedo de que la pague el Estado. Es importante que en esta discusión quede claramente establecido quién pagará la deuda, que en algunos casos llega incluso a los 9.000.000 de pesos por trabajador. Se trata de un derecho -ni siquiera ganado- robado por los empresarios durante muchos años. 

Por último, nuevamente quiero reivindicar la lucha de los trabajadores. Los portuarios y la Unión Portuaria en particular nos han dado un tremendo ejemplo de cómo llevar adelante la unión de quienes hoy son explotados. Asimismo, manifiesto a esos trabajadores mi apoyo para que, de aquí en adelante, sigamos construyendo mayor organización -algunos desde la institucionalidad; otros desde la calle y los sindicatos-, porque solo la organización de los trabajadores nos hará avanzar en la construcción de un país más justo.

He dicho. 

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Marcela Hernando.

La señora HERNANDO (doña Marcela).- Señor Presidente, por su intermedio, saludo a los trabajadores portuarios de Mejillones y Tocopilla que se encuentran presentes en las tribunas. 

Quiero reconocer en ellos a los dirigentes sindicales que, organizados, hacen presentes sus visiones y argumentos y su capacidad negociadora. Manifiesto mi respeto y admiración por el interés que muestran en cumplir su rol cada día en mejor forma.

Así, sobre todo quiero destacar que, tras la realización de un diplomado coordinado por la CUT, fueron los sindicatos de trabajadores de los puertos de Angamos y de Mejillones los que, en 2010, propusieron que se elaboraran disposiciones sobre los comités paritarios de higiene y seguridad en faena portuaria, lo cual se refleja en el artículo 2° de esta iniciativa legal. Esos sindicatos ya tenían ganadas una serie de reivindicaciones que, con el proyecto en comento, lograrán todos los trabajadores portuarios. Ello, en mérito de sus negociaciones laborales. 

A propósito de lo anterior, quiero referirme a los relevos, y tal vez sensibilizar a mis colegas respecto de las particularidades y diferencias entre los puertos de la zona norte y de la zona central. Esas diferencias radican, obviamente, en las características de la carga, lo que hace que los sindicatos del norte hayan pedido ser escuchados en forma especial tanto por la Comisión de Trabajo de esta Corporación como por la ministra del ramo. 

Atendidos el tipo de carga y la legislación relativa a las exportaciones de concentrados y de minerales que se hacen en los puertos de la zona norte, yo debo pensar que nadie más que ellos va a defender mejor sus propios intereses. En efecto, los trabajadores ya tenían pactados, a través de sus propias negociaciones laborales, su media hora de descanso y diversos pagos. 

Por lo tanto, pido a la comisión, que tratará de nuevo el proyecto, que escuche también a los sindicatos, a fin de saber qué piensan de los relevos y por qué están haciendo estas presentaciones. 

He dicho.

-Aplausos. 

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Cristián Campos.
El señor CAMPOS.- Señor Presidente, por su intermedio, quiero saludar a todos los trabajadores portuarios del país, en particular a los de la Región del Biobío. 

En esta materia, primero que todo hay un aspecto que es la esencia de lo que votaremos: un acuerdo no cumplido, que llevó a una huelga que paralizó el país durante 22 días, que puso en el centro de la discusión la importancia de la actividad portuaria para el desarrollo del país y que colocó como eje central al trabajador portuario.

Felicito el proyecto que debatimos hoy, pues constituye un avance. La ministra del Trabajo y el Gobierno de la Presidenta Bachelet están avanzando no solo en la entrega de una retribución económica a esos trabajadores -tal vez era un poco más sencillo ponerse de acuerdo en ello-, sino también en otros aspectos fundamentales para entregar dignidad al trabajador portuario desde aquí en adelante.

El que discutimos es un proyecto de ley corta; pero queda claramente establecido que el despacho de la iniciativa abrirá paso a la creación de una mesa de trabajo en la que estarán representados todos los actores -el Gobierno, los trabajadores y los empresarios-, la que tendrá por objeto debatir y alcanzar acuerdos, porque lo que se busca en estos cuatro años es que los trabajadores sepan que el Gobierno de la Presidenta Bachelet cumple con sus compromisos y con su palabra. En ese sentido, la diputada señora María José Hoffmann y el diputado señor Ignacio Urrutia señalaron que el gobierno anterior no cumplió con su compromiso y con su palabra. 

En el proyecto se plantea un asunto que, a pesar de ser muy antiguo y de haberse abordado de manera tan precaria, es muy necesario en el mundo laboral, como es la legitimación y el control del derecho a descanso de media hora. Para ello se utilizarán de nuevo los libros respectivos y el reloj control, procedimientos que deberían estar normados, pero que se hace necesario incorporar en el proyecto.

También se propone la reposición en el sector portuario de los comités paritarios de higiene y seguridad, así como la entrega de un beneficio económico para los trabajadores que reúnen determinados requisitos. En tal sentido, para no utilizar una frase un poco coloquial, me parece un poco irresponsable que algunos diputados planteen que el Estado, al hacerse cargo del pago de la retribución económica, no busque un mecanismo alternativo para la recuperación de los fondos respectivos, en especial cuando los recursos se administran de manera responsable, que es lo que este Gobierno trata de hacer. De hecho, la iniciativa propone la creación de un fondo de modernización portuaria, porque en la esencia del Gobierno no solo está la entrega de una retribución económica para los trabajadores portuarios, sino el fomento de la modernización de los puertos, los que son muy necesarios para la actividad económica y el desarrollo de las regiones.

Espero que, dada la justificada desconfianza que existe entre los trabajadores portuarios, pues el gobierno anterior no cumplió con lo que les prometió, esta Corporación despache a la mayor brevedad posible el proyecto en discusión, con la finalidad de que la semana próxima pueda ser tratado y aprobado por el Senado.

A pesar de que la iniciativa deberá volver a la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, tenemos que tramitarla con prontitud, porque necesitamos sentarnos con los trabajadores portuarios para la elaboración de una agenda larga, con el objeto de legislar para dar mayor dignidad a una actividad que tanto lo necesita.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, junto con reconocer la labor efectuada por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social en relación con el proyecto en discusión, hay que hacer lo propio con la ministra del Trabajo y Previsión Social, por la prontitud con la que el Ejecutivo envió a tramitación legislativa la iniciativa. En ese sentido, si bien la administración anterior no alcanzó a hacerlo, aquí se han hecho algunos comentarios que no comparto y que no se ajustan a la realidad.

Hay que entender y reconocer que los vacíos que hay en materia de legislación portuaria son de larga data: desde el tiempo del gobierno militar. Posteriormente, durante veinte años se pudo hacer algo al respecto, pero tampoco se hizo nada. Por ello, el conflicto de los trabajadores portuarios comenzó, con toda la razón del mundo, debido a que la poca claridad en materia de legislación permitió que una empresa en particular no cumpliera con la obligación básica de otorgar a sus trabajadores un derecho tan elemental como el de descanso para la colación. La legislación existente no tuvo el imperio para hacer cumplir algo tan sencillo, situación que no es de tres años ni de cuatro años atrás.

En 1997 entró en vigencia una ley para modernizar el sector portuario estatal, a partir de la cual se comenzaron a llevar a cabo las concesiones respectivas. Por lo tanto, debemos asumir la responsabilidad como sociedad, y no pedir que lo haga solo un sector político. Esa es una mala idea; lo que pretendemos es mejorar la legislación portuaria entre todos, razón por la que la bancada de la UDI apoyará el proyecto en general.

Algunos diputados que me antecedieron en el uso de la palabra plantearon su inquietud en cuanto a quién debe financiar el fondo. Existen discrepancias al respecto, las que, básicamente, dicen relación con el precedente que se sienta cuando a causa de una dificultad en un sector determinado se establece el pago de un aporte o de una especie de impuesto, situación a la que la comisión técnica respectiva deberá buscar y acordar una alternativa de solución.

Si bien el proyecto sometido a nuestra consideración tiene aspectos que se deben precisar, muchos de nosotros lo apoyaremos con entusiasmo, con el objeto de que el descanso mínimo para colación sea irrenunciable, que los turnos no puedan ser modificados como consecuencia de ese descanso, que este sea registrado y que existan instalaciones adecuadas para hacerlo efectivo dentro de la jornada laboral, además de la entrega del beneficio económico para los trabajadores portuarios que reúnen determinados requisitos, lo cual no es propiedad de sector político alguno, sino que constituye el derecho de cada trabajador.

Debemos cautelar ese derecho, razón por la que votaré a favor la idea de legislar. Sin perjuicio de ello, solicito que la Comisión de Trabajo y Seguridad Social revise algunos aspectos de la iniciativa, con el propósito de que el precedente que se establezca sea razonable para todos los sectores, porque aquí todos hemos reconocido que existe una responsabilidad del Estado en la larga espera que han debido soportar los trabajadores portuarios. Esa situación llevó a que cuando no se llegó a ninguna solución, estos tomaran medidas para que los gobiernos miraran hacia el sector portuario, el cual se encontraba muy desatendido.

El proyecto permitirá reponer lo que en justicia corresponde y comenzar a mirar hacia un sector que es más relevante que lo que todos piensan, puesto que más del 95 por ciento de los productos que entran y salen del país lo hacen por nuestros puertos. Por lo tanto, los puertos no solo son estratégicos para el desarrollo, sino que son lugares en los que labora una cantidad de chilenos que hace un aporte enorme a nuestro crecimiento.

Por último, sin perjuicio de que aprobaremos la iniciativa por las razones señaladas, aspiramos a que respecto del artículo que ha sido objeto de algunas discrepancias, en la comisión técnica se encuentre alguna salida que favorezca al país más que a un sector político determinado.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Yasna Provoste.

La señora PROVOSTE (doña Yasna).- Señor Presidente, me alegra participar en la discusión de este proyecto, por cuanto se encamina a hacer realidad las esperanzas de mejores condiciones remuneracionales para aquellos trabajadores agrupados en la Unión Portuaria de Chile, a quienes, en su oportunidad, escuchamos y dimos respaldo.

A la luz de las intervenciones de hoy, me animo a acometer la tarea de unir los fragmentos, de darles el significado correcto y de estructurar el cuadro global, en el que los puertos se alzan como uno de los sectores estratégicos para el desarrollo de Chile. Si son estratégicos para el desarrollo productivo de nuestro país, ¿no será tiempo de pensar en que vuelvan a manos del Estado y dejen de estar en poder de privados?

(Aplausos)

Es una discusión pendiente. Pero, en tanto se produce, no podemos dejar en espera el mejoramiento de las condiciones laborales de los trabajadores de ese sector.

El proyecto reconoce el derecho al descanso de colación para todos los trabajadores portuarios, eventuales y permanentes, y propone cambios legales que son urgentes y que darán mayor sustentabilidad laboral y social a la actividad.

El proyecto de ley corta es la oportunidad para cambiar ciertos aspectos que hoy son deficitarios en la regulación laboral de esta área. Pero las normas que hoy aprobaremos deben ser el inicio de un nuevo enfoque en la relación entre el Estado y los trabajadores portuarios. En tal sentido, no podemos permitir que la discusión quede referida solo a la cuestión del descanso. También debemos ser capaces de poner la mirada en el derecho a la salud, el cual fue conculcado a nuestros trabajadores portuarios y que debemos reponer.

De acuerdo con la iniciativa, los turnos actualmente existentes no podrán ser modificados como consecuencia de entregar el derecho a descanso.

Asimismo, las empresas deberán mantener instalaciones adecuadas para que los trabajadores puedan hacer uso efectivo del derecho a descanso dentro de la jornada.

Tal como señaló la ministra, valoramos la incorporación de la Dirección del Trabajo a las labores de control a cargo de la autoridad marítima. Pero, con la misma fuerza, debo decir que estaremos vigilantes en orden a que se implemente un sistema de control que realmente permita dar cumplimiento a la normativa laboral portuaria. Dicho sistema, estructurado a partir de un programa computacional, deberá permitir que se controle el cumplimiento efectivo del descanso como un derecho para todos los trabajadores y las trabajadoras del puerto, y que se registre la entrada y la salida de todas las personas a los recintos portuarios públicos y privados del territorio nacional.

Me sumo al planteamiento del diputado Boric: es importante que les quede claro no solo a los parlamentarios y a los trabajadores, sino al país completo quién finalmente pagará y hará la contribución. Se ha preguntado si la harán las empresas concesionarias, o quienes realizan los carguíos o el Estado. No puede ocurrir, como práctica permanente, que frente a un conflicto sea el Estado el que siga pagando los costos. En su momento, el Parlamento discutió una situación similar respecto de los trabajadores del aseo. Me imagino que en algún momento lo discutiremos respecto de los trabajadores del Transantiago.

Por consiguiente, todos estos asuntos: basura, transporte y puertos, nos deben llevar a la discusión de fondo, cual es cómo el Estado recupera la administración de los sectores estratégicos para el desarrollo del país.

Finalmente, quiero rendir un merecido homenaje a todos los estibadores en la figura de Robinson Ávalos, gran dirigente del puerto de Huasco. Tal como reza un enorme lienzo que anima el trabajo sindical en su sede vecinal: “No hay grandes conquistas sin grandes luchas.”. Y, ciertamente, ellos han dado una lucha enorme por esta noble causa.

Por lo tanto, anuncio mi voto favorable al proyecto de ley.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra la señora ministra.

La señora BLANCO, doña Javiera (ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, me han preguntado varias veces respecto del sistema de pago de la compensación contemplada en el proyecto de ley. Quiero ser bastante clara en esto.

Si bien hemos dicho que queremos que los privados participen, a través de la creación del fondo de modernización portuaria, el pago de la compensación a los trabajadores no está dilatada ni puesta en entredicho. El pago de la referida compensación se hará, en cuanto se apruebe y promulgue la ley, con cargo fiscal. El Estado se hará cargo de esos pagos.

Ahora, otra cosa es que el fondo se cree con fines de modernización, con el monto indicado en la iniciativa, esto es, dos millones de dólares de aporte anual. De este aporte privado, a beneficio fiscal, el remanente entrará directamente a las arcas fiscales.

Por consiguiente, no debe pensarse que, a propósito del fondo, se va a dilatar el pago de los beneficios a los trabajadores. Reitero, este se hará con los recursos que se dispongan de manera inmediata por el fisco.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Luis Rocafull.

El señor ROCAFULL.- Señor Presidente, hoy nuevamente queda en evidencia la precariedad laboral de muchos trabajadores de Chile, y para qué hablar de la responsabilidad social, que, una vez más, debe asumir el Estado.

Quiero hacer un poco de historia respecto de la situación de los puertos.

Hace diez años, aproximadamente, terminó el proceso de concesión de puertos, medida que apuntaba a hacer más eficiente la logística en el trabajo portuario. Lamentablemente, no se cumplió con los trabajadores, porque en ese entonces se produjo la desvinculación de muchos de ellos. Frente a esa situación, algunos organismos de gobierno les ofrecieron la entrega de recursos para la creación de microempresas. También se les ofreció la entrega de pensiones por el Ministerio del Interior. En cuanto a las pensiones, no se ha cumplido con el reajuste que de ellas debió hacerse pasados los cinco años. En cuanto a la entrega de recursos para la formación de microempresas, se trata de un compromiso que, en la Región de Arica y Parinacota, a la que pertenece el distrito que represento, no se ha cumplido en su totalidad. Remití al ministro del Interior los antecedentes sobre esta situación, a fin de que este Gobierno retome el compromiso.

En lo personal, esperaba que los trabajadores que continuaron en las faenas portuarias mejoraran su estabilidad y condiciones laborales; pero, en verdad, aún no he apreciado que así sea.

Lamento que hoy solo votemos en general la iniciativa. Hubiera querido que también se votara en particular.

Aun así, quiero hacer hincapié en temas que no fueron considerados en esta iniciativa del Gobierno, que dicen relación con compromisos contraídos anteriormente. Me refiero a la condición de precariedad en que se encuentran los trabajadores eventuales, lo que no se condice con la responsabilidad que sobre el particular deberían tener el Estado y las empresas privadas.

Quiero hacer presente las condiciones en que desempeñan sus labores los trabajadores portuarios de la Región de Arica y Parinacota. En el puerto existe un colapso provocado por la cantidad de mercadería almacenada en él por parte de empresas bolivianas, a lo que se agrega la contaminación producida por la estiba de graneles.

Sin perjuicio de lo anterior, anuncio que la bancada socialista aprobará en general el proyecto, aunque nos hubiera gustado que también se votara en particular.

He dicho. 

El señor CORNEJO (Presidente).- De conformidad con lo acordado por los Comités parlamentarios, se da por cerrado el debate en general de este proyecto.

Tiene la palabra el diputado Víctor Torres.

El señor TORRES.- Señor Presidente, como se ha cerrado el debate en general y aún quedamos parlamentarios inscritos para intervenir, solicito que se respete el orden de prelación en la discusión particular.

Gracias, señor Presidente.

El señor CORNEJO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado por el diputado Víctor Torres?
Acordado.

Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, pido que recabe la unanimidad de la Sala para autorizar el ingreso del director de Concesiones durante la discusión particular del proyecto, porque hay problemas con los contratos de concesiones portuarias que deben ser revisados.

Gracias, señor Presidente.

El señor CORNEJO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado por la diputada señora Alejandra Sepúlveda?

Acordado.

Tiene la palabra el diputado Víctor Torres.

El señor TORRES.- Señor Presidente, respecto de este punto, si vamos a invitar al director de Concesiones, considero que también debiera estar presente el director nacional del Trabajo, toda vez que vamos a discutir materias de su competencia. 

Gracias, señor Presidente.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Tucapel Jiménez.

El señor JIMÉNEZ.- Señor Presidente, solo para consultarle cuántos diputados inscritos no alcanzaron a intervenir en este proyecto. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Dieciséis diputados. 

El señor JIMÉNEZ.- ¿Van a intervenir en la próxima sesión?

El señor CORNEJO (Presidente).- Así es, señor diputado.

-o-

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, cuando estábamos en la Comisión de Hacienda terminando la discusión del proyecto que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, su señoría citó a reunión de Comités.

Pues bien, el último punto de los acuerdos adoptados por los Comités en la reunión de ayer se refiere a que ese proyecto sería incorporado en el segundo lugar de la Tabla de la sesión de hoy, lo que se ha cumplido fielmente como suele hacerlo la Mesa. 

Pero, ¿qué sucede? Que la vigencia del salario mínimo terminó el 30 de junio, es decir, hace dos días. 

La Comisión de Hacienda del Senado, que es la comisión técnica a la cual le corresponde estudiar el proyecto en esa rama del Congreso Nacional, está citada para hoy, a las 15 horas, y el referido proyecto sería incluido en la Tabla de la sesión del Senado de esta tarde, para que esos más de 600.000 trabajadores afectos al ingreso mínimo reciban la feliz noticia de que el proyecto cumplió sus dos primeros trámites constitucionales.

Por eso, si es posible, quiero solicitarle que cite nuevamente a reunión de Comités, con el objeto de que acuerden suprimir los tiempos de proyectos de acuerdo y de resolución y de Incidentes, fijando las 13 horas para votar el proyecto que acabamos de discutir y, posteriormente, destinar una hora para el debate del proyecto que reajusta el monto del ingreso mínimo. Para tal efecto, podríamos acordar que intervenga un diputado por bancada, porque lo que interesa es avanzar en su tramitación. 

Lo digo con mucha seriedad y responsabilidad, después de haber escuchado a los dirigentes de la Central Unitaria de Trabajadores.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Como usted ha dicho, los Comités acordaron por unanimidad citar a sesión especial para hoy a las 16 horas.

Respecto de su solicitud, no hay acuerdo.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde votar en general el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo y la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales en materia de trabajo portuario, estableciendo obligaciones y beneficios que indica, con excepción de su artículo 2°, por tratar materias propias de ley de quorum calificado.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 93 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Flores García Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Ward Edwards Felipe.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación general el artículo 2°, que es de quorum calificado.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 97 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Ward Edwards Felipe.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado en general el proyecto.

Vuelve a comisión para su segundo informe.

REAJUSTE DEL MONTO DEL INGRESO MÍNIMO MENSUAL
(Primer trámite constitucional. Boletín N° 9423-05)

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, de la asignación familiar y maternal y del subsidio familiar, para los períodos que indica.

Diputado informante de la Comisión de Hacienda es el señor Sergio Aguiló.

Antecedentes:

-Mensaje, sesión 38 de de la presente legislatura, en 1 de julio de 2014.  Documentos de la Cuenta N° 1.

-Informe de la Comisión  de  Hacienda.  Documentos de la Cuenta N° 6  de este boletín de sesiones

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante. 
El señor AGUILÓ (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Hacienda, paso a informar sobre el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, de la asignación familiar y maternal y del subsidio familiar, para los períodos que indica.

Debido a que la Comisión de Hacienda sesionó esta mañana entre las 9.15 y las 11.00 horas, hace solo tres minutos que recibí el informe, y como la letra del mismo es tan pequeña, para poder leerlo no requeriría anteojos, sino una lupa. De manera que, junto con pedir las disculpas del caso, les informo que voy a rendir el informe basado en las notas que tomé en la comisión.

Asistieron a la Comisión el ministro de Hacienda, la ministra del Trabajo y Previsión Social y los dirigentes nacionales de la Central Unitaria de Trabajadores, señores Norberto Díaz, vicepresidente; José Manuel Díaz, subsecretario general, y Guillermo Salinas, Juan Moreno y José Hermosilla, miembros del Consejo Nacional de la CUT.

El ministro de Hacienda, la ministra del Trabajo y Previsión Social, que nos acompaña en estos momentos, y los dirigentes nacionales de la CUT explicaron que el proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual es parte del protocolo de acuerdo suscrito por los dirigentes y el Gobierno que incluye cuatro materias que voy a resumir en pocas palabras, que, aunque breves, explican el contexto en el cual el proyecto en comento fue enviado al Congreso Nacional.

En primer lugar, el acuerdo establece que en octubre de este año se enviará al Congreso Nacional un conjunto de reformas laborales que apuntan a fortalecer el movimiento sindical y a ampliar la negociación colectiva, las que incluirán, entre otras materias, el término del reemplazo de trabajadores durante una huelga legal. Según los dirigentes sindicales, aunque no está incorporada en el articulado del proyecto, esta aspiración tan largamente esperada por los trabajadores chilenos forma parte del contexto en el cual se presentó el proyecto. 

En segundo lugar, en los próximos días se constituirá una comisión, integrada por representantes del Gobierno y de la CUT, destinada a concordar futuros reajustes del ingreso mínimo legal que tengan como norte que el trabajador y la familia que lo reciban puedan superar el umbral de la pobreza. 

Como se sabe, si una familia chilena tipo tuviera un solo integrante con una remuneración equivalente al ingreso mínimo legal, para alcanzar ese nivel este tendría que ser de 324.000 pesos. 

En tercer lugar, en el protocolo de acuerdo suscrito por la CUT y el Gobierno se propone un programa de fiscalización del pago del ingreso mínimo, porque se sabe que en muchos lugares del país, aunque el salario mínimo esté fijado por ley, su pago no se cumple porque algunos sectores inescrupulosos del empresariado recurren a distintos subterfugios para eludirlo.

Por último, el acuerdo incluye el proyecto de ley que paso a detallar muy sintéticamente.

El proyecto consta de cuatro artículos. El artículo 1° reajusta en tres fechas, en un período plurianual, el ingreso mínimo legal. Así, dispone que a partir del 1 de julio de este año el salario mínimo legal vigente se reajuste en 7,1 por ciento; a partir del 1 de julio de 2015, en 7,1 por ciento, y en el semestre que queda hasta el 1 de enero de 2016, en 3,7 por ciento.

Esto significa que el ingreso mínimo legal que propone la Comisión, de los 210.000 pesos vigentes, quedaría en 225.000 pesos con el reajuste inmediato; en 241.000 pesos al 1 de julio del próximo año y en 250.000 pesos al 1 de enero de 2016. Es decir, desde ahora hasta enero de 2016, el salario mínimo se reajustaría en 40.000 pesos: desde los 210.000 pesos vigentes hasta 250.000 a contar del 1 de enero de 2016. 

El artículo 2° establece un aumento a la asignación familiar.

El artículo 3° determina aumentos en iguales períodos al subsidio familiar.

Finalmente, el artículo 4° dispone que el mayor gasto que represente la aplicación de este proyecto en el 2014 se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público. 

Los artículos 2° y 3°, que reajustan la asignación familiar y maternal, por un lado, y el subsidio familiar, por otro, establecen exactamente los mismos porcentajes: 7,1 para este año, 7,1 por ciento para el año siguiente y 3,7 por ciento a contar del 1 de enero de 2016. 

Los montos y los antecedentes que complementan el informe financiero están en poder de las señoras diputadas y de los señores diputados.

Por último, puesto en votación el proyecto de ley, teniendo presente la información previa de contexto en el marco del acuerdo entre la CUT y el Gobierno, los 12 diputados presentes en la Comisión de Hacienda votamos a favor en general la iniciativa, y a favor cada uno de sus artículos. 

De manera que la Comisión, que me honro en representar, solicita a la honorable Cámara aprobar el proyecto de ley en los términos que brevemente he informado y, al mismo tiempo, respaldar el acuerdo histórico alcanzado entre la CUT y el Gobierno.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- En discusión el proyecto. 

¿Habría acuerdo para que los discursos sean de hasta seis minutos por diputado?

No hay acuerdo.

Tiene la palabra el diputado Claudio Arriagada.

El señor ARRIAGADA.- Señor Presidente, cuando niño me enseñaron una letanía que decía: “Dios te salve, Reina y Madre de misericordia,… A ti llamamos, los desterrados hijos de Eva;… vuelve a nosotros esos tus ojos misericordiosos, y después de este destierro…”.

Señor Presidente, nunca la Divina Señora volvió sus ojos a la población donde nací. 

Cuando joven, en la radio Nuevo Mundo escuchaba un canto que decía:

“Ayúdame, Valentina 

Ya que tú volaste lejos.

Dime de una vez por todas 

que arriba no hay tal mansión; 

mañana la ha de fundar 

el hombre con su razón,…”.

Hoy nos ponen en la disyuntiva: a mayor salario, freno al empleo y desajuste económico para el país. 

Tengo en mis manos los proyectos de ley de reajuste del monto del ingreso mínimo de 2012 y 2013; en realidad, de los cuatro años del Presidente Piñera. Los fundamentos del que se presentó en 2013 fueron que el crecimiento promedio durante los primeros años había sido de 6 por ciento, pero que pese a las buenas perspectivas de nuestra economía no éramos inmunes a los shocks internacionales. El argumento en 2012 se refirió a que la incertidumbre que planteaba el frágil contexto económico mundial nos había golpeado de manera importante.

Con esto, trato de decir que en la oración de niño y en el canto de Violeta Parra descubrí que en Chile existe una auténtica ideología de la pobreza, que nos señala que siempre será así, que siempre habrá pobres y ricos, como en todo el mundo, aunque no con tanta injusticia como en Chile. 

Ante la disyuntiva de que mejorar los salarios significa desacelerar la economía, esta ideología, por años, nos viene diciendo que, una vez más, sobre las espaldas de los 600.000 chilenos que viven del sueldo mínimo recae la responsabilidad de que la economía se mantenga bien. 

Para mí, que pertenezco a un partido y creo en un hombre que dijo que debíamos ser espada y escudo de los pobres y que veníamos a sustituir un orden injusto, y no a mantenerlo, esta dicotomía entre mayor salario mínimo y daño a la economía no me cuadra, porque no he encontrado ningún estudio en Chile que diga que hay una relación entre mejor salario y decrecimiento económico. De hecho, en la búsqueda de las causas del efecto, en los Trabajos de Investigación en Políticas Públicas, del Departamento de Economía de la Universidad de Chile, se expresa: “Finalmente, en el gráfico 2 se compara el salario mínimo en relación al PIB per cápita. Se observa que pese a sus avances, el salario mínimo actual es un cuarto del PIB per cápita de Chile en comparación con porcentajes mayores en la OCDE y varios países de América Latina. Ello sugiere que nuestro salario mínimo no está afectando negativamente nuestra competitividad, o al menos no en forma muy significativa.”.

Del acuerdo entre la CUT y el Gobierno se pueden desprender varias cosas, que tienen relación con esta ideología de la pobreza. En primer lugar, que tan solo el 9 por ciento de los trabajadores en Chile están sindicalizados. No cuestiono la representatividad del acuerdo, pero es digno de observar. 

En segundo lugar, la Iglesia, en la voz del obispo Goic, hace siete años señaló que el imperativo ético que tenía el país era que el salario mínimo fuera de 250.000 pesos.

No solo se trata de decir cómo se cubre la línea de pobreza. Tengo ocho ejemplos de mi distrito, que incluyen el pan diario, la parafina, el pasaje del Transantiago, la luz, el agua. ¡Y pobre de los diabéticos e hipertensos, que deben comprar remedios semanalmente, porque esos gastos no están cubiertos!

Entonces, la disyuntiva del Parlamento es ética. Nos presentan un proyecto como un mero trámite que debemos despachar rápidamente; pero ocurre que esos 600.000 chilenos condenados a vivir con 250.000 pesos mensuales de aquí a tres años están condenados a la miseria y a la pobreza, porque eses monto no les alcanza y porque no regulamos el cobro abusivo de los servicios básicos. Los diputados que representamos distritos populares vemos cómo esas personas incrementan sus ingresos en cuadras y cuadras de colas al final de las ferias libres, donde venden cualquier cosa para aumentar su salario y sobrevivir con dignidad. Entonces, ¿cuándo? 

Me duele que, en este proyecto, mi Gobierno use los mismos argumentos que entregaba el anterior. No estamos en el Parlamento para cumplir aceleradamente meros trámites formales, en circunstancias de que está de por medio la razón y la vida de 600.000 personas en Chile, que viven bajo la línea de pobreza.

El BancoEstado, que debe tener un servicio social, junto con ser competitivo, les niega a las personas que ganan menos de 300.000 pesos la posibilidad de acceder a un crédito. Ese mismo banco las entrega a la especulación del supermercado Líder, porque cuando las personas van a comprar un kilo de azúcar o un litro de aceite, piden un anticipo de 15.000 o 20.000 pesos y se endeudan, para pagar la cuenta de la luz, para que no les corten el agua potable o para alimentar a sus hijos los fines de semana, ya que estos se quedan sin almuerzo porque las escuelas están cerradas.

El crecimiento que muestra Chile, donde muchos compatriotas tienen oportunidades de surgir -de lo cual todos nos alegramos-, no permite ver la realidad de miles de chilenos que viven en condiciones miserables.

La causa principal del tráfico de drogas, de la delincuencia y de otros tantos problemas que afectan al país es la pobreza. Hoy, en esta ideología de la pobreza, que tiene tantas expresiones, vamos a cumplir un mero trámite.

He pedido al jefe de mi bancada su autorización para votar en contra este proyecto, pero me ha dicho que no es posible, porque pertenezco a un partido político y me rijo por normas. Pero también tengo principios y valores. 

Es importante mirar al otro Chile, que es tan distinto. Lo digo porque algunos se confunden y creen que todos triunfan y que a todos les va bien.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Melero.

El señor MELERO.- Señor Presidente, nada es más complejo para un gobierno que presentar al Parlamento un reajuste responsable del salario mínimo, y nada más difícil para los parlamentarios de gobierno, como lo acabamos de constatar con el diputado que me antecedió en el uso de la palabra, que defender la seriedad de una propuesta. Esa es la paradoja: cuando se está en el gobierno, se es responsable; cuando se está en la Oposición, se es demagogo.

Pero nosotros, que hoy estamos en la Oposición, no vamos a caer en el juego en que cayeron ustedes durante los cuatro años del gobierno del Presidente Piñera, en que siempre rechazaron los reajustes del monto del ingreso mínimo, al extremo de que el gobierno debió recurrir al veto presidencial.

Ese camino fue injusto, porque en los cuatro años del gobierno del Presidente Piñera, en términos reales, se entregó un reajuste promedio de 3,7 por ciento y se elevó, de acuerdo a las expectativas y a las posibilidades que tenía el país, muy por sobre lo que los gobiernos anteriores, especialmente el primero de Michelle Bachelet, había dado en materia de reajuste salarial.

Hoy todos van a votar a favor y defenderán este acuerdo, incluso la CUT, que hace un tiempo señaló que un reajuste del salario mínimo de 250.000 pesos era algo intransable. Inexplicablemente, su presidenta, que es militante de uno de los partidos políticos que integra el Gobierno, llegó a un acuerdo exprés con el mismo y por un monto del salario mínimo que llega a 225.000 pesos mensuales, 38.000 pesos menos en términos reales si tomamos en cuenta los 250.000 pesos reajustados que exigía la CUT el año pasado. 

Peor aún, la CUT firmó un acuerdo por un aumento del salario mínimo, en términos reales -escúchenlo bien-, de 3.660 pesos, si consideramos la inflación acumulada de 4,7 por ciento. Por lo tanto, el reajuste propuesto es de solo 2,4 por ciento real.

La Nueva Mayoría se puso responsable y la CUT se puso obsecuente con el Gobierno, y no hay diferencias entre los discursos de Bárbara Figueroa y de Javiera Blanco. En este caso, son lo mismo el Gobierno y los representantes de los trabajadores.

¡Qué duda cabe de que si este proyecto se hubiera planteado en los mismos términos en el gobierno del Presidente Piñera la CUT lo habría rechazado, habría llamado a movilizaciones en las calles, y los diputados de la Nueva Mayoría lo habrían rechazado, como lo hicieron durante los cuatro años del gobierno del Presidente Piñera, en que rechazaron los más altos reajustes, en términos reales, que se han dado en la historia reciente del país! ¡Esa es la política pura!

En cambio, en mi sector político, y en la UDI en particular, no vamos a caer en la demagogia, pues vamos a apoyar este proyecto de ley, porque consideramos que está en el límite de lo máximo razonable que se puede entregar en virtud de las circunstancias que hoy sufre el país en materia de empleo.

En los últimos cuatro meses se han perdido 59.000 empleos directos y más de 120.000 empleos en términos generales. La tasa de desempleo está subiendo, entre otras razones, por la enorme incertidumbre que generan las reformas que el Gobierno está llevando adelante, que hacen que los inversionistas no tomen decisiones de inversiones importantes.

La reforma tributaria está generando incertidumbre y está afectando el crecimiento, el ahorro y el empleo, además de las circunstancias internacionales que -no lo discuto- también pueden estar ayudando a ese fenómeno.

Por lo tanto, más que discutir si el salario de 225.000 pesos mensuales es poco o es mucho, lo que de verdad me preocupa es que, debido al desempleo que está generando este gobierno, quienes reciben el salario mínimo pasen a recibir cero peso. Esa debiera ser nuestra preocupación. No hay mejor política de trabajo que dar trabajo. No hay mejor reajuste del salario mínimo que el hecho de que conserven su empleo quienes hoy lo tienen y están en riesgo de perderlo. 

Por eso sostengo que este reajuste está en el límite máximo de lo razonable, aunque por debajo de los que entregó el Presidente Piñera. La centroderecha chilena es la que elevó más el salario mínimo a quienes los colegas de Gobierno dicen tanto representar, pero a los que hoy les darán un reajuste por debajo de esas cifras. Es importante tener presente este hecho, para la historia de los salarios mínimos.

Mi segunda preocupación es que aquí se está resolviendo un reajuste escalonado que compromete los próximos 18 meses. Pero miremos la experiencia anterior. En 1997, durante el gobierno democratacristiano de Eduardo Frei Ruiz-Tagle y de su ministro de Hacienda Eduardo Aninat, se entregó un reajuste plurianual, lo que significó, a la vuelta de un tiempo, que nos encontráramos con una tasa de cesantía sobre dos dígitos. No se puede comprometer un salario mínimo por una cifra si ello no va de acuerdo con un análisis de la evolución del empleo, de la inflación y del crecimiento económico.

El Gobierno nos ha puesto en un pie forzado, puesto que puso en su programa de gobierno que el reajuste del salario mínimo ascendería a 250.000 pesos, a todo evento, a la mitad del mandato de la Presidenta Bachelet. Hoy, lo único que están haciendo es un ejercicio para acercarse a esa cifra. Por eso se le comunica al país que, a todo evento, el salario mínimo llegará a 250.000 pesos mensuales en un cierto tiempo. Ojalá la economía de Chile así lo permita.

Sin embargo, las cifras y el propio ministro de Hacienda, aquí presente, han indicado que la economía del país se está desacelerando. Además, el Banco Central anunció que nuestro crecimiento será de menos de 3 por ciento, que el ahorro y la inversión privada están cayendo. Si el próximo año tenemos un desempleo que bordee los 7 puntos y medio, ¿qué hacemos si la inflación se acerca a 5 por ciento -ya estamos en 4,7-? ¿Qué hacemos si el empleo y el crecimiento caen? ¿Seguiremos con la misma política de reajuste del salario mínimo o vamos a poner los factores en orden y cuidar lo que más debemos cuidar, que es el empleo? 

Sé que este análisis más racional es el que ha hecho el Gobierno. Han comprometido un acuerdo con la CUT, porque dicen que vienen reformas laborales. Al respecto, escuché a los dirigentes de la CUT decir que solamente van a apoyar este proyecto porque el Gobierno se ha comprometido, para octubre, con una reforma laboral contundente, que el país no ha hecho durante 25 años. De esa manera, vinculan el salario mínimo con las reformas laborales. ¡Vamos a ver qué efecto tienen esas reformas laborales sobre el empleo!

En definitiva, los quiero llevar a la reflexión sobre las decisiones que estamos adoptando hoy y que proyectaremos para los próximos 18 meses. Vuelvo a señalar la inconsistencia inexplicable de la CUT, que se ha transformado en un apéndice más del Gobierno y ha abandonado la representación de los trabajadores. El discurso duro e intransigente de ayer, hoy es un discurso manso y reflexivo para apoyar al gobierno de Izquierda que tiene el país. Los trabajadores tendrán que revisar las posiciones de sus representantes. 

Los discursos mansos de los parlamentarios de la Concertación y de la Nueva Mayoría 
-uno ya no sabe cuál va ganando, porque un día se ponen reflexivos y son de la Concertación, y otro se ponen beligerantes y reaccionarios, y son de la Nueva Mayoría- indican que hoy la Concertación está ganando a la Nueva Mayoría. Vamos a ver si en la discusión y votación de los próximos proyectos de ley vence la Nueva Mayoría o la Concertación. Ese es el debate al que nos tienen sometidos los parlamentarios de las bancadas de enfrente.

Anuncio nuestro apoyo a este proyecto de ley, porque nos parece un reajuste razonable, técnicamente aceptable, pero que está en el límite. Veamos cómo se comportará el empleo, porque lo que más nos preocupa, porque es riesgoso para el mundo laboral, es que el día de mañana, aquí, tal como ocurrió en 1997, debamos explicar a cientos de miles de chilenos que empiezan a quedar desempleados por políticas mal aplicadas o por decisiones mal adoptadas. Eso es lo que siempre debemos custodiar.

Por las razones expuestas, reitero que aprobaremos la iniciativa en los términos señalados.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Schilling.

El señor SCHILLING.- Señor Presidente, como se ha planteado en múltiples ocasiones en la Cámara de Diputados y, con posterioridad, en el Senado, cuando se discute un proyecto de ley relativo al establecimiento del salario mínimo, lo que estamos haciendo es llevar adelante la única y gran negociación colectiva que se realiza en el país.

Todos conocemos perfectamente lo que ha sido el debilitamiento del sindicalismo, de la negociación colectiva sin titularidad, ejercida por terceros, y la inexistencia del derecho a huelga. Esa tríada es el verdadero piloto automático de la producción cotidiana de igualdad en la sociedad, donde se quiera que se mire.

Las reformas educacionales, tributarias y otras que, pretendidamente, van al corazón del asunto, no son ciertas; solo son paliativos. 

Como aquí renunciamos a la negociación colectiva, a la sindicalización automática y al derecho a huelga sin reemplazo de trabajadores, adquiere mucha importancia la única negociación colectiva nacional que viene a favorecer, aproximadamente, a un millón y medio de trabajadores, la mayor parte de ellos mujeres y jóvenes.

En innumerables ocasiones hemos escuchado la letanía que dice que este es un proceso eminentemente técnico, en el que hay que escuchar a especialistas y a supuestas comisiones de sabios, que tienen que medir la productividad del trabajo, establecer el factor de la inflación, que influye en la determinación del salario mínimo, y determinar el crecimiento y las expectativas de crecimiento del país, para de ahí derivar, como por arte de magia, a lo que es el salario mínimo razonable a obtener cada vez.

De ahí derivan afirmaciones como las que acabamos de escuchar del parlamentario que me antecedió en el uso de la palabra: que pensar en un horizonte más amplio y comprometer avances en un período superior a un año deja atada de manos a la economía, a las empresas, a los factores de la producción y a todo lo demás que se ha mencionado.

Pues bien, quiero informar a su señoría, al Gobierno y a la Oposición que los socialistas pensamos que, dado el estado de deterioro de la fortaleza del mundo del trabajo, el salario mínimo también es un factor de corrección de desigualdades y parte de los factores que dibujan el futuro del país que nos gustaría tener. En ese sentido, el salario mínimo no solo debiera hacerse cargo de los llamados “datos duros de la economía”, sino también de los sueños de los chilenos, aunque a algunos les parezca irresponsable meter los sueños en la economía.

Además, creemos que esto es necesario y posible, porque el aumento del salario mínimo, incluso más allá del límite -como se expresó aquí, que permite a otros, mezquinamente, manifestar su apoyo-, posibilita la disminución de las indignidades a que son sometidos los trabajadores y los sectores más pobres de la población, con la famosa “focalización del gasto público”, que discrimina entre ricos y pobres, y que casi le pone una señal a fuego a los trabajadores que ganan menos y a los sectores populares, que deben andar mendigando con una ficha de protección social para que les den recursos para sobrevivir, porque ya ni siquiera es para vivir dignamente. Nos ahorraríamos la indignidad y la ficha de protección social. Al respecto, auguro que prontamente habrá en Chile una marcha de los pobres contra la ficha de protección social, porque es casi como marcar ganado. Es una cuestión irritante, porque separa, al igual como segrega el sistema educacional, que estamos tratando de superar. Por eso, una política más activa y audaz en materia de fijación de salario mínimo nos ahorraría este tipo de cuestiones. 

Creo que el Gobierno debe empezar a meditar las cosas más allá del horizonte que le impuso a fuego el neoliberalismo, apoyado en la dictadura de las armas en las décadas del 70 y del 80.

Esta propuesta de salario mínimo del Gobierno tiene el mérito de establecer un programa de reajuste que, precisamente, se hace cargo de fijar las cosas en un horizonte, lo que es criticado por los diputados de las bancadas de enfrente, y no se queda detenido en el año congelado, en el que surgen argumentos sobre cuál inflación o crecimiento se debe considerar, si los pasados o por venir. Al final, estos terminan siendo mecanismos que se prestan para evadir el asumir justos reajustes para los trabajadores que dependen de la fijación por ley del salario mínimo para obtener algo relativamente decente.

Por otro lado, quiero recordar que los 250.000 pesos puestos como horizonte a enero de 2016 es una cifra que armoniza con los 250.000 pesos a que hizo referencia monseñor Alejandro Goic hace tres o cuatro años. Hasta se podría crear un poema con ellas, porque calzan exactamente. Pero para hablar de salario ético propiamente tal, al día de hoy la cifra de monseñor Goic asciende a más o menos 351.000 pesos.

Si alguien cree que se puede echar en el nido a partir de enero de 2016, porque logramos una inmensa meta, está equivocado. Este es un proceso de largo aliento, en el que tenemos que remar incansablemente.

Podríamos ahorrarnos toda esta discusión si restituyéramos los derechos a sindicalización automática, a la negociación colectiva efectiva y a huelga sin reemplazo de trabajadores, que es precisamente a lo que el Gobierno se ha comprometido para llegar a acuerdo con la Central Unitaria de Trabajadores, a fin de proponer a la Cámara de Diputados que respalde este proyecto de reajuste del salario mínimo.

Por último, aunque no tiene que ver directamente con esta discusión, me gustaría manifestar que desde las bancadas de enfrente se sostiene que hoy la Nueva Mayoría es responsable y que antes no lo fue; como volvió al gobierno, ahora es responsable. 

Al respecto, quiero decir que la Nueva Mayoría siempre fue responsable en el gobierno, incluso antes, como Concertación. No fuimos nosotros los que entregamos las cuentas fiscales desequilibradas ni el equilibrio macroeconómico destrozado, lo cual es, entre otras cosas, el fundamento necesario para efectuar la reforma tributaria que se está llevando adelante. Es cierto que dos tercios se destinarán a educación; otro poco, a la salud pública, y otro poco, a las pensiones. Pero también hay una “platita” que va a restablecer los equilibrios que estropeó el gobierno de Sebastián Piñera, que de responsable no tuvo nada, porque en esa época hubo reajustes millonarios para sus funcionarios de confianza en el aparato público, y fueron lo más mezquinos posible para el resto de los trabajadores.

Les recuerdo el drama de la aprobación del último reajuste del salario mínimo, en que, incluso sin escuchar la voz de sus partidarios de Renovación Nacional, el gobierno de Piñera se negaba a la cifra de 210.000 pesos que hoy rige para el salario mínimo. 

De manera que en las palabras y para comer pescado, hay que tener mucho cuidado; no hay que venir a mentir a la Cámara de Diputados. Me salió verso sin habérmelo propuesto.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alejandro Santana.

El señor SANTANA.- Señor Presidente, el 11 de marzo de 2013 hubo titulares de prensa que expresaban: “Portazo al anuncio de Piñera”, “La CUT dice que el sueldo mínimo no debiera ser menor a 250.000 pesos y es intransable”. Titulares del 3 de julio del 2013: “CUT rechaza salario mínimo y cierra debate con Gobierno”. 

El primer reajuste del gobierno del Presidente Piñera -no hay que elaborar grandes supuestos; solo hay que recurrir a la historia- fue de 2,7 por ciento real. El reajuste que se propone hoy es de 2,4 por ciento real. 

Entonces, el tema de fondo para los miles de trabajadores que tienen la legítima aspiración de mejorar su salario mínimo es conocer cuáles son las negociaciones y los acuerdos alcanzados, para saber en cuánto les favorece. Me imagino que este primer reajuste no cumple con sus expectativas, porque se ha generado una amplia sensación de que en el pasado nada fue suficiente y que en el presente todo va a ser lo suficientemente bueno. 

Es importante hacer un análisis de este reajuste. Al respecto, preguntamos al ministro de Hacienda y a la ministra del Trabajo y Previsión social si incorporaron todas las variables a la negociación o al acuerdo al que se ha llegado para este reajuste plurianual. 

Un señor diputado recordó lo que pasó en la época del Presidente Frei Ruiz-Tagle, cuando se alcanzó un acuerdo plurianual, al que se llegó cuando la economía estaba relativamente estable. Posteriormente, la crisis asiática hizo estragos, pero como ese acuerdo ya había sido suscrito, se generó una tasa importante de desempleo, falta de crecimiento y disminución de la productividad. 

Hoy tenemos datos claros: está en curso una reforma tributaria que, a todas luces, genera inestabilidad y un ambiente de preocupación en el mercado y en quienes crean empleos, los emprendedores, como se ha dicho insistentemente en este debate, que ya lleva varios meses. 

Entonces, podría pensarse que esto es solamente especulación y que la eliminación de los instrumentos tributarios que incentivan la inversión no va a afectar a los emprendedores, a los pequeños y medianos empresarios y que, por lo tanto, esta curva de desaceleración será administrada de manera que, a contar del próximo año, empezaremos a crecer incluso más de lo que se creció en el gobierno del Presidente Piñera, que fue de 5,3 por ciento anual, en promedio. Hoy sabemos que en los tres primeros meses hemos tenido un crecimiento por debajo del 3 por ciento. 

Entonces, es importante que nos preguntemos cómo van los índices de empleo a la fecha. Sabemos que en los últimos tres meses se han perdido 59.000 puestos de trabajo y 120.000 empleos asalariados. Ese es un dato real. O sea, hoy la gente está perdiendo su trabajo y la fuerza laboral está disminuyendo, por una razón obvia: la gente entiende que es mucho más complejo encontrar trabajo y es mucho más difícil la situación que está viviendo el país en relación con el pasado. 

¿El acuerdo plurianual, que legítimamente busca llegar a una cifra de 250.000 pesos, era el camino correcto? ¿O es el camino que propusimos los diputados de Oposición, a través de una indicación, declarada inadmisible, que buscaba generar los resguardos que garanticen que, ante una situación de inflación creciente, este acuerdo -es importante que los trabajadores entiendan que es un acuerdo de salario nominal, no de salario real- no influya negativamente, para que no se torne compleja la viabilidad del propio reajuste?

Siento que cada vez toma más fuerza la institucionalización del cálculo del salario mínimo. Sé que estamos en una Cámara política y esta tiene que tener debate y opinión. Pero, en este caso, hay que tener claro que estamos ante un acuerdo político entre actores que pertenecen a una misma coalición política, que son parte de la Nueva Mayoría, porque sabemos que la presidenta de la CUT es parte activa de esa coalición y, en consecuencia, es más fácil llegar a acuerdos. Pero, si comparamos el primer reajuste del Presidente Piñera con el primero que propone este Gobierno, constataremos que este último es menor al otro, que en su minuto se criticó fuertemente. 

Ahora se alcanzó un acuerdo, al que se llegó porque se adoptaron compromisos para fortalecer la fiscalización y hacer algunos cambios legales en materia de reforma laboral. Incluso, se puede decir que hoy se da la garantía de que, en un plazo conocido, se llegará a los 250.000 pesos. Pero esa expectativa que, supuestamente, tenía la CUT era irrenunciable hace doce o catorce meses. No era materia de negociación, porque era el salario al que necesariamente había que llegar; pero hoy vemos flexibilidad y la meta se chutea para adelante. 

En lo personal, voy a aprobar el proyecto, como lo hice en la Comisión de Hacienda, porque entendemos que 225.000 pesos es mejor que 210.000 pesos, y la gente necesita mejorar su salario. Pero creo que la negociación ha sido absolutamente subjetiva, en la que ha primado el factor de afinidad política y en la que desapareció esa apreciación, tan fuerte en el pasado, de la urgencia de llegar a un determinado monto de salario mínimo.

En razón de lo anterior, consulto a la ministra del Trabajo y Previsión Social -quien no respondió en la Comisión de Hacienda, pero espero que sí lo haga ahora, si piensa intervenir sobre el proyecto- cómo se hará la fiscalización. ¿Se hará a través de un aumento de la planta de fiscalizadores en el servicio vinculado con el tema laboral? ¿Cuál es el plan para implementar dicho proceso? Es importante que esto no solo quede especificado en un acuerdo.

Por otra parte, entiendo que el ministro atribuye la desaceleración al pasado, pero no incorpora la incertidumbre que ha generado la reforma tributaria ni lo que se acordó ahora, que ya pasó durante el gobierno del Presidente Frei Ruiz-Tagle, que terminó siendo nefasto para el empleo. Esos indicadores económicos van a la baja, lo que nos debe preocupar no solo a los diputados de Oposición, sino principalmente a quien tiene la responsabilidad de las políticas públicas.

Finalmente, solicito al ministro -por su intermedio, señor Presidente- que responda lo que consulto, pero no en términos de decir simplemente que esto ha sido heredado, sino que nos precise qué hará el Gobierno si la reforma tributaria y las condiciones económicas generan un alto impacto negativo para la economía local y cómo asumirá la responsabilidad respecto de este acuerdo político y subjetivo que ha celebrado con la CUT.

He dicho.
El señor CORNEJO (Presidente).- Ha terminado el tiempo del Orden del Día.

VI. HOMENAJE

HOMENAJE A LA INMIGRACIÓN CROATA CON MOTIVO DE LA CELEBRACIÓN DE UN NUEVO ANIVERSARIO DE LA DECLARACIÓN DE INDEPENDENCIA DE LA REPÚBLICA DE CROACIA

El señor CORNEJO (Presidente).- Conforme a los acuerdos de los Comités, corresponde rendir homenaje a la inmigración croata, con motivo de la celebración de un nuevo aniversario de la declaración de independencia de la República de Croacia.

Se encuentran presentes en la tribuna de honor la excelentísima embajadora de Croacia en Chile, señora Nives Malenica, junto a personalidades y descendientes croatas en nuestro país pertenecientes a diferentes organizaciones de dicha colectividad.

En primer lugar, tiene la palabra el diputado señor Sergio Espejo.
El señor ESPEJO (de pie).- Señor Presidente, durante las últimas semanas, Chile se ha fundido en un solo color, el rojo vestido por once deportistas unidos por la decisión de convertirse, como un todo, como un colectivo, en los mejores del mundo. Esa voluntad y ese color rojo son nuestros, tanto como lo son también los miles de voluntades y colores que han dado forma a nuestra identidad como país.

Lo que hoy celebramos y reconocemos, a propósito de un nuevo aniversario de la declaración de independencia de Croacia, es precisamente un puñado de esas voluntades y colores que, armados solo con determinación, sin más posesiones que su esfuerzo y empeño, alejados de los suyos y hablando una lengua extraña, hicieron de Chile su hogar.

Llegaron a nuestro país sin acuerdos migratorios ni la promesa de una tierra que cultivar. Se instalaron a vivir en el desierto, junto al mar, en Antofagasta e Iquique y en zonas de Atacama. Hicieron otro tanto en el frío de Magallanes, en Punta Arenas. Con la resiliencia de quien ha sufrido el trauma del quiebre con su mundo de origen y su historia, no dieron importancia a la adversidad y rigor del clima.

Los primeros acudieron, quizá, atraídos por el salitre y el oro, y se quedaron por amor a Chile, país en el cual construyeron sus familias. 

Algunos, como Pascual Baburizza en el norte, se transformaron en hombres de inmensa fortuna y éxito, además de filántropos y benefactores de múltiples obras sociales. En Magallanes, Brzovic, Mimica, Kusanovic, entre otros, dieron vida a la actividad ganadera. Sin embargo, otros vieron desaparecer sus huesos y los de sus mulas, sepultados por tempestades de arena mientras transportaban mercadería a lejanas oficinas salitreras en la pampa, o naufragaron en su cúter o murieron junto a su ganado en la otra pampa, el otro desierto en el que eligieron vivir: Magallanes. Siguieron así la suerte de incontables trabajadores chilenos que, como ellos, luchaban con la esperanza de un futuro mejor para los suyos.

Pero si hay algo que distingue a la inmigración croata en Chile es la forma notable en que esta se hizo parte de nuestra propia identidad nacional.

¿O no es cierto que la ardiente paciencia de Skármeta, la crítica social y política de Heredia en la obra de Díaz Eterovic, la obra literaria de Roque Scarpa, la escultura de Lily Garafulic, la historiografía de Iván Jaksic, la arquitectura de Kovacevic en este mismo edificio y la bondad del doctor Antonio Rendic, en Antofagasta, son parte de nuestra vida como país?

Nuestra vida política también es testimonio de estos descendientes de croatas que eligieron anclar su vida, su pasión y sus sueños en Chile. Algunos ya no están con nosotros. En esta Cámara de Diputados estuvo la figura memorable de Radomiro Tomic. En este Congreso Nacional están Carolina Goic y Baldo Prokurica. En esta Sala se reúnen la historia de Mirosevic, Boric y Yaksic.

Cuando esta tarde discutamos el acuerdo que el Gobierno y la Central Unitaria de Trabajadores han suscrito en torno al sueldo mínimo, será imposible no recordar las palabras de monseñor Alejandro Goic, obispo de mi región, la de O'Higgins, quien nos llamó a construir un sueldo ético que permitiera a chilenas y a chilenos salir de la pobreza mediante una retribución económica por su trabajo, con dignidad, que consagre el derecho de todas y de todos a ser parte de la misma mesa, que es nuestro país. Una tarea aún no cumplida.

Las riquezas más grandes de nuestro país se encuentran -bien lo sabemos- en el alma, el talento y los sueños de nuestra gente. Son estas riquezas las que dan vida a nuestra identidad colectiva. Es a esa identidad a la que los inmigrantes croatas han contribuido con tanta fuerza. En mi caso, esa presencia ha sido fundamental en mi vida. Ha querido Dios que hoy represente en la Cámara de Diputados a las provincias de Colchagua y Cardenal Caro, cuyos montes y viñas en Apalta, en Isla de Yáquil y en Palmilla; cuyos paisajes del secano en Lolol, en Marchigüe, Litueche y La Estrella, cuyo mar siempre vivo en Navidad, Pichilemu y Paredones, son el reflejo maravilloso de los paisajes de Brac que nuestros antepasados dejaron atrás. 

Señor Presidente y estimados colegas, permítaseme una licencia. Ahí estará siempre la figura de mi abue1o Migue1 Yaksic Mosic, dirigiendo a los socialcristianos de Antofagasta, organizando a tantos para construir una iglesia que diera testimonio de su fe, visitando enfermos en los hospitales y repitiendo una y otra vez “puede, el que cree que puede”.

Y ahí está también la presencia de mi madre, Magdalena Yaksic Triantafilo, enseñándome la lección del inmigrante: “La vida es hacia adelante, sin importar la magnitud de las dificultades”, y enseñándome el valor insuperable del amor, la dedicación y el compromiso.

Como Presidente del Grupo Interparlamentario Chileno-Croata, rindo hoy homenaje a cada uno de esos hombres y mujeres que han hecho de Chile no solo su hogar, sino también un país mejor, y envío, a través de la señora embajadora de Croacia en Chile, presente en la tribuna de honor, un saludo especial al Parlamento de Croacia, país que conquistó su independencia poco tiempo después de que nosotros reconquistáramos nuestra democracia.

He dicho. 

-Aplausos.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En nombre de la Cámara de Diputados, saludo en forma muy especial a la señora Magdalena Yaksic Triantafilo, madre de nuestro distinguido colega Sergio Espejo.

Para continuar con el homenaje, tiene la palabra el diputado señor Gabriel Boric. 

El señor BORIC (de pie).- Señor Presidente, me gustaría comenzar este homenaje con dos breves anécdotas de diferente carácter: una específica sobre Croacia y otra sobre el imaginario que como sociedad hemos construido respecto de la inmigración.

Cuando era niño, a los cinco años, en 1991, de la noche a la mañana me cambiaron, sin entenderlo a esa edad, parte de mi infancia. De almorzar en el Club Yugoslavo, de jugar en el Sokol yugoslavo, de estudiar en el Colegio Yugoslavo, de caminar por la calle Yugoslavia y de convivir con lo que eso representaba, repentinamente todo cambió. En uno de los almuerzos familiares, le dije inocentemente a mi nona, Magdalena Martinic: “Yo no soy croata, soy yugoslavo”. Me levantó la mano y me dijo que nunca más me atreviera a decir algo así. En ese momento no lo entendí; pero después, cuando empecé a interesarme en la historia de mis ascendientes, comprendí el sentido profundo y el dolor de esas palabras.

Muchos años después, en un ramo de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, en una clase nos pidieron que, de manera espontánea, habláramos de la inmigración. La mayoría de mis compañeros abordó el tema desde la perspectiva de los problemas de la inmigración ilegal en Chile, de la pobreza, de la delincuencia y de la precariedad. Mientras los escuchaba, me daba cuenta de las diferentes versiones que teníamos del fenómeno de la inmigración. Cuando me correspondió hablar, aborde el tema con historias de esfuerzo, de coraje, de frío y de soledad, pero con profundo orgullo por la patria lejana.

Creo importante hacer una aclaración. El 25 de junio celebramos la última independencia de Croacia, pero no la primera. Los croatas son un pueblo que se ha tenido que independizar de los austríacos -a mi bisabuelo y, seguramente, a muchos les decían “austríaco”, para insultarlos-, de los italianos y de los yugoslavos. 

Damianovic, Franulic, Vilicic, Marusic, Valetta, Skarpa, Crnosija, Yaksic, Bradasic, Goic, Ljubetic, Mimica, Eterovic, Lausic, Kovacic, Kovacevic, Violic, Sesnic, Tomic, Mihovilovic y tantos otros son apellidos que se repiten en mi historia y en la de tantos otros. Son los apellidos de algunos de quienes hace tantos años llegaron a estas costas desde tierras lejanas para forjar una nueva vida, y que hoy homenajeamos.
Muchos padres, abuelos, bisabuelos y descendientes de inmigrantes que llegaron a nuestro país, específicamente al extremo austral de Chile, hace ya más de 120 años, pero también a la Región de Antofagasta, como bien recordó el diputado Espejo Yaksic, trajeron consigo una gran voluntad de trabajo, honradez, solidaridad con el paisano, esfuerzo en todo lo que se propusieron y disciplina para poder surgir y traer a sus familias.

Recuerdo a Nicoleta Scarpa, cuando leía en croata la carta que su madre le había enviado a su vez a su madre, mi tatarabuela, a las costas de Dalmacia, en la que le explicaba que no entendía cómo había llegado a este terreno desolado, la Punta Arenas de 1895, y que lo único que pensaba era en volver. Sin embargo, se quedó.

No se trató de una inmigración masiva ni en cadena. Los inmigrantes croatas llegaron, en parte, por el llamado de la fiebre aurífera, para buscar oro allá en las islas Lenox, Picton y Nueva, y por los trabajos de la explotación ganadera, todo para probar suerte. No venían a pedir empleo, sino que generaron su propio trabajo, según los oficios aprendidos en la vieja patria, incorporándose rápidamente a las redes sociales como simples obreros, mineros, artesanos, etcétera, para alcanzar, con el tiempo, un avance en el campo laboral y social a través de su laboriosidad.

Seguramente en Antofagasta pasa lo mismo que en Punta Arenas. Están quienes nos reconocemos en las piedras de sus calles, que pusieron quienes nos antecedieron, porque su recuerdo todavía vive en aquellas ciudades en donde los croatas llegaron después de un viaje tan largo. 

Así formaron núcleos muy cercanos entre ellos, abiertos a formar lazos con chilenos y chilenas. Esto quedó demostrado tras cuantiosos matrimonios de hombres y mujeres croatas con mujeres y hombres chilenos, que trajo consigo la integración y vinculación plena con la nueva patria.

Los más viejos contaban que de la tierra que se abandona y se emigra nunca se sale sin tristeza y nostalgia, pero luego, producto de los logros personales y las vivencias con sus nuevos lazos en la sociedad receptora, todo comenzaba otra vez. Esos inmigrantes vieron en su partida del suelo natal una real posibilidad de crecer y desarrollarse individual y familiarmente.

La inmigración croata forjó fuertes lazos con la sociedad local, contribuyendo al progreso económico, comercial, demográfico y cultural de las regiones de Magallanes y de Antofagasta y de muchos otros lugares del país, lo que se traduce, en la práctica, en la organización de distintas sociedades obreras, de socorros mutuos, clubes sociales y deportivos -cómo no recordar los grandes logros del Sokol croata-, compañías de bomberos, sociedades de damas croatas, prensa y revistas, talleres literarios, etcétera, que se mantienen hasta el día de hoy. Se agrupaban en estas organizaciones para mantener y cultivar sus valores nacionales, que al mismo tiempo ansiaban mostrar para cooperar con la sociedad que los acogió.

A los croatas no les gusta que se les identifique como colonia, sino como colectividad, porque si hay algo característico de esta inmigración es el espíritu de esfuerzo colectivo que infundieron y desplegaron en todos los lugares a los que llegaron.

Quiero destacar en particular a Pedro Zambelic, el primer croata en establecerse en nuestro país -el colega Sergio Espejo me podrá corregir si me equivoco-; en todo caso, sí estoy seguro de que fue el primero en radicase en la Región de Magallanes, por allá por 1880, cuando nuestra región recién comenzaba a desarrollarse.

Para terminar, recordaré el verso que todas las noches nos cantaban nuestros abuelos a quienes no alcanzamos a conocer el suelo de Croacia, pero que lo tuvimos presente durante toda nuestra infancia, adolescencia y ahora como adultos:

“Tamo Daleko, daleko kraj mora,

Tamo je selo moje, tamo je ljubav moja…”.

“Lejos, muy lejos, allá a la orilla del mar,

está mi novia querida, está mi amada ciudad…”.

He dicho.

-Aplausos.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la diputada señorita Paulina Núñez.

La señorita NÚÑEZ, doña Paulina (de pie).- Señor Presidente, es para mí un honor poder dirigir hoy algunas palabras con motivo de la celebración de un nuevo aniversario de la declaración de independencia de la República de Croacia, para homenajear a tantas personas que han sido un aporte al desarrollo económico, social y cultural de nuestro país, quienes provenían de una tierra lejana y distinta a la nuestra, que nos han legado, a otra a través del tiempo, el mejor y más valioso regalo que una nación le puede hacer a otra: su gente.

Por eso, en nombre de mi partido, Renovación Nacional, y en mi calidad de diputada por el 4o distrito, compuesto por las comunas de Sierra Gorda, Mejillones, Taltal y Antofagasta 
-esta última es uno de los lugares con mayor presencia de la colectividad croata en el país-, quiero expresar mi orgullo y felicidad por este nuevo aniversario de la República de Croacia.

Antes de continuar, quiero saludar afectuosamente a quienes nos acompañan desde las tribunas, pero con especial cariño a los representantes de la comunidad croata en Chile: la excelentísima embajadora de la República de Croacia, señora Nives Malenica; el presidente del Círculo de Profesionales de Ascendencia Croata, Danilo Kalafatovic; el presidente del Club Deportivo Estadio Croata, Carlos Lonza; el director del Conjunto Estadio Croata, Franco Ferrera Cvitanovic; los representantes de la Corporación Cultural Chileno Croata “Domovina”; la coordinadora de la Pastoral Croata, Kathia Sapunar, y la directora del Conjunto Folclórico “Jadranski Biser”. 

También saludo a quienes, de una u otra manera, forman parte de esta corporación: a doña Magdalena Yaksic Triantafilo, madre del diputado Sergio Espejo, quien, junto con nuestros colegas Gabriel Boric, Vlado Mirosevic y la senadora Carolina Goic y el senador Baldo Prokurica, forman parte de la comunidad croata en el Congreso Nacional. 

Por último, y no por ello menos importante, vaya mi saludo a quien habitualmente nos ayuda en la labor legislativa y en los quehaceres directivos de la honorable Cámara de Diputados, nuestro Secretario General don Miguel Landeros Perkic. Para todos ellos pido un fuerte aplauso.

(Aplausos en la Sala y en tribunas)

Hace ya más de dos décadas, Croacia, por entonces parte de la Federación Yugoslava, comenzaba su proceso de independencia, que se enmarcó dentro del macroproceso de disolución de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas. Atravesada por conflictos étnicos muy profundos durante la última década del siglo recién pasado, y sin haber podido resolverlos adecuadamente, el pueblo croata, en uso del legítimo derecho de autodeterminación de los pueblos y comprendiendo que su permanencia en la Federación Yugoslava era insostenible, decidió, a través de la consulta por un referéndum sobre autodeterminación, declarar su independencia y desmembrarse definitivamente de la Federación Yugoslava.

Desgraciadamente, tal decisión acarreó una dura respuesta militar del ejército de la federación. La tensión escaló hasta la violencia y, finalmente, hasta un conflicto bélico con un fuerte rasgo étnico. No debemos olvidar que, iniciado el conflicto, muchos eslovenos, bosnios, croatas y albaneses desertaron del ejército federal hasta quedar un solo grupo étnico con el control de facto sobre este. El conflicto fue en extremo crudo y duradero. Ya desde su gestación se habían sucedido eventos para los cuales el repudio y el rechazo fueron derechamente insuficientes. No en vano se han realizado sendos procesos penales contra los responsables de las atrocidades cometidas y las flagrantes violaciones a los derechos humanos.

Con todo, Croacia logró salir airosa y convertirse en una próspera república democrática. Mucha razón tienen los croatas al referirse a ella como Lijepa naša domovino, “nuestra hermosa patria”.

No puedo dejar de mencionar, a propósito de la historia del nacimiento de la República de Croacia, un hecho que ocurrió en este hemiciclo durante 1991.

Habiéndose celebrado el referéndum de la independencia el 25 junio de ese año, acaecidos los trágicos sucesos a los que ya me he referido y teniendo a la vista que tales hechos no parecían amainar, el entonces diputado y actual senador Baldo Prokurica, quien formó, junto con otros diputados, parte del primer Grupo de Amistad Parlamentaria Chileno-Croata del mundo, presentó en la Corporación un proyecto de acuerdo por el cual solicitó al entonces Presidente de la República don Patricio Aylwin que tuviese a bien estudiar el reconocimiento de la independencia de las repúblicas de Croacia y Eslovenia, que había sido adoptada libre y democráticamente; que, además, el gobierno de Chile tuviera a bien repudiar y condenar el uso de la fuerza, y finalmente, que se solicitara al gobierno de Yugoslavia el respeto de los principios del derecho internacional de la libre determinación de los pueblos y de los derechos humanos respecto de la decisión tomada por las repúblicas de Croacia y Eslovenia, en el sentido de lograr su independencia nacional y sus deseos de decidir libre y soberanamente su destino.

El entonces diputado Prokurica, al defender el proyecto de acuerdo, expuso con gran entusiasmo y convicción: “En esta década, en que han caído los muros, en que los pueblos de Europa Oriental están buscando sus identidades propias, sin la mano de hierro de las potencias que en el pasado, por ideologías, los mantuvieron casi cuarenta años en una suerte de curaduría obligada, Croacia y Eslovenia quieren hoy decidir sus destinos y asumir sus propias decisiones. Como partidarios del respeto de los principios rectores del derecho internacional, como son la libre determinación de los pueblos y el respeto a los derechos humanos, hemos solicitado a su excelencia el Presidente de la República estudie la posibilidad de reconocer la independencia de las repúblicas de Croacia y Eslovenia, adoptadas -como dije-democráticamente; de repudiar el uso de la fuerza y de formular un llamado al Gobierno de Yugoslavia de respetar los derechos humanos.”.

La iniciativa fue aprobada por una amplia mayoría y permitió que el gobierno de Chile de esa época fuera el cuarto país del mundo y el primero en América en reconocer la independencia de Croacia.

Como sabemos, el aporte de los inmigrantes croatas se ha dado en varios ámbitos y actividades de nuestro país. En la vida empresarial, podemos nombrar a Jorge Matetic; a los hermanos Simón y Juan Boric Baresic, quienes llegaron a la zona de Magallanes cerca de 1885 desde el entonces Imperio Austro-Húngaro y llegaron a ser prósperos comerciantes; a Gina Zuanic, quien fue durante décadas una importante figura de nuestra televisión, al igual como lo son ahora Carolina Arregui Vuskovic y Tonka Tomicic; en la política, a Radomiro Tomic Romero, quien además destacó como escritor y académico.

Vaya un especial reconocimiento a los descendientes de croatas que han convertido a Antofagasta, a la que tengo el honor de representar en la Cámara, en una verdadera cuna de prodigios para el país, como Antonio Skármeta Vranicic, profesor universitario y escritor; Edmundo Pérez Zujovic, destacadísimo político y empresario; Eric Goles Chace, Premio Nacional de Ciencias Exactas 1993; la escultora Lily Garafulic; la célebre periodista Lenka Franulic Zlatar; el querido y recordado doctor Antonio Rendic, y el destacado empresario Andrónico Luksic Abaroa, por mencionar a algunos.

Señor Presidente, honorable Cámara de Diputados de la República Chile, muy queridos amigos de la comunidad croata, público que se encuentra en las tribunas:

Nuestro país es como un crisol, pues a través de su historia ha ido tomando su fisonomía de la sucesiva mezcla de razas y pueblos, los cuales, fundidos en una tierra y en una misma historia y cultura, que se ha hecho común y por ello dinámica, han podido fraguar una convivencia armónica que debemos tener presente no solo como un dato histórico, sino como una lección para los desafíos que enfrentamos hoy. Porque si afirmamos en nuestra canción patria que nuestro país es la copia feliz del edén, ello solo puede ser posible cuando todas las razas y pueblos pueden convivir en paz en nuestro país, avanzar hacia la más perfecta unidad en la plena y legítima diferencia que existe entre todos nosotros. El ejemplo de las diversas comunidades de inmigrantes, especialmente la croata, es un fiel reflejo de que es posible superar las diferencias e integrarse en una sana, pacífica y armónica convivencia social entre distintas matrices culturales.

Por ello, quiero volver sobre las palabras con que inicié esta intervención: el regalo más valioso que una nación puede dar a otra es su gente. Tal máxima queda de manifiesto con el ejemplo de la comunidad croata, a la que, por su historia, su cultura, su trayectoria y su aporte a la construcción de nuestro país, me honro y enorgullezco representar en el Congreso Nacional, lo que, estoy segura, hacen del mismo modo mis demás colegas diputados con las comunidades residentes en sus respectivos distritos.

He dicho.

-Aplausos.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- De esta manera, la Cámara de Diputados ha rendido homenaje a la inmigración croata, con motivo de la celebración de un nuevo aniversario de la declaración de independencia de la República de Croacia.

-Aplausos.
SUSPENSIÓN DE TRATAMIENTO DE PROYECTOS DE ACUERDO
Y DE RESOLUCIÓN

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Señores diputados, como hoy en la tarde, de 16.00 a 18.00 horas, celebraremos una sesión especial de Sala, someto a la consideración de sus señorías la suspensión del tiempo de Proyectos de Acuerdo y de Resolución para continuar de inmediato con Incidentes. 

¿Habría acuerdo?

Acordado

VII. INCIDENTES

TRASPASO DE PORCENTAJE DE APUESTAS HÍPICAS DESTINADO
A BENEFICIO FISCAL A PREVISIÓN DE TRABAJADORES DE ESA ACTIVIDAD
(Oficios)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En Incidentes, el primer turno, por tres minutos y medio, corresponde al Comité del Partido Comunista. 

Tiene la palabra la diputada Karol Cariola. 

La señorita CARIOLA (doña Karol).- Señor Presidente, quiero referirme a una situación que están viviendo los trabajadores pertenecientes a los gremios hípicos, en particular los del Hipódromo de Chile, en la comuna de Independencia, que represento. 

Hoy, la industria hípica genera más de 30.000 puestos de trabajo, entre empleos directos e indirectos, los que, sin embargo, se encuentran en condiciones muy desmejoradas y desvalorizadas para las ganancias que producen.

En ese sentido, hay que señalar que la normativa que regula la distribución de las ganancias que generan las apuestas sobre las carreras destina el 70 por ciento del total a premios para ser distribuidos entre los apostadores; el 16,5 por ciento a la administración de los hipódromos; el 10,5 por ciento al fondo de premios a repartir entre los primeros lugares, y el 3 por ciento, como impuesto único, a beneficio fiscal, cuyo destino es la beneficencia, el deporte ecuestre y el fomento equino, que, además, queda en manos de los criadores, que son también los dueños y administradores de los hipódromos.

La antigua normativa, el decreto ley N° 2.437, contemplaba un monto equivalente al 3,88 por ciento de las apuestas para cubrir los beneficios previsionales de los trabajadores de la hípica, monto que fue arrebatado de la seguridad social de los gremios para entregárselo a los dueños de los criaderos de caballos, los verdaderos dueños de la hípica, mediante su inclusión en el fondo de premios.

Los gremios hípicos se han visto vulnerados en sus derechos laborales no solo por lo ya señalado, sino, además, porque a sus asociados no les son reconocidas enfermedades propias de la actividad, como las laborales o los accidentes del trabajo.

Los cuidadores ahora son contratados como ayudantes de los preparadores, quienes tienen la carga de cumplir con los salarios, y el hipódromo es únicamente un aval solidario. No obstante, si un preparador no puede cumplir con un pago, el hipódromo no responde como aval, sino que sanciona a aquel por medio de la Comisión de Patentes y Disciplina, entidad dependiente del Consejo Superior de la Hípica Nacional, quitando la patente al preparador y lanzando a la calle a ambos trabajadores.

Por otra parte, los dueños de criaderos son los mismos propietarios de los clubes y ocupan asientos en el Consejo Superior de la Hípica. Son quienes lucran con la transmisión de carreras en el extranjero sin pagar derechos de imagen a los jinetes. Además, han impulsado el cierre de hipódromos de regiones, como sucedió con el Club Hípico de Antofagasta, que funcionó durante 104 años, con el fin de despejar vías para la transmisión de carreras extranjeras, actividad que no tiene los mismos costos que mantener clubes e hipódromos, razón por la cual se han cerrado muchos puestos de trabajo. 

En la actualidad, los gremios ligados al rubro equino tienen el legítimo derecho a soñar con detener los abusos de los dueños de los criaderos para recuperar los beneficios y la participación que históricamente les han negado. Es tiempo de que se detengan los abusos de los grandes empresarios que se llenan los bolsillos a manos llenas. 

Por ello, estamos trabajando junto con los gremios, en particular con don Pedro Cerón, histórico jinete de la comuna de Independencia y dirigente gremial, en distintas iniciativas para mejorar la calidad de vida de los trabajadores y fortalecer sus derechos laborales. 

Una de las propuestas es que el 3 por ciento de la recaudación total, que hoy va a beneficio fiscal, pero que, en definitiva, no llega a su destino, pues nadie fiscaliza el cumplimiento de esta obligación, pase a suplir el déficit generado por el retiro del 3,88 por ciento que antes percibían los gremios por concepto de seguro social.

Por lo expuesto, solicito oficiar al presidente del Consejo Superior de la Hípica, al ministro de Hacienda, a la ministra del Deporte y al subsecretario de Previsión Social. 

He dicho. 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, adjuntando el texto de su intervención, con la adhesión de quienes así lo manifiestan a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE ENTREGA DE AYUDA A PEQUEÑOS AGRICULTORES Y GANADEROS DE COMUNAS DE DISTRITO N° 49, REGIÓN DE LA ARAUCANÍA, AFECTADOS POR ÚLTIMAS NEVAZONES (Oficios)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- El turno siguiente corresponde al Comité Renovación Nacional.

Tiene la palabra el diputado señor Diego Paulsen.

El señor PAULSEN.- Señor Presidente, durante las últimas semanas la Región de La Araucanía, en particular el distrito que represento, ha sufrido intensas nevazones, lo que ha afectado las siembras de los pequeños agricultores y el ganado de los pequeños ganaderos de las zonas de Melipeuco, Icalma, Galletué, Lonquimay, la parte cordillerana de Vilcún y Curacautín. Al respecto, el gobierno regional de La Araucanía ha hecho una pésima gestión en la entrega de ayuda a los pequeños agricultores y ganaderos perjudicados por las aludidas nevazones.

Por lo expuesto, formularé dos reclamaciones formales. 

La primera de ellas se relaciona con la tardía respuesta de las autoridades de turno de la Región de La Araucanía en cuanto a auxiliar a los pequeños agricultores y ganaderos de sectores rurales que se han visto afectados por las fuertes nevazones de las últimas semanas, las que han generado cortes en caminos y el consecuente aislamiento. A raíz de ello, en la comuna de Melipeuco una persona falleció porque la ambulancia no pudo acceder al sector rural donde ella habitaba.

La otra reclamación, que se traduce más bien en una inquietud, a la que adhieren varios diputados de la región, se relaciona con que las autoridades de turno, sobre todo en las gobernaciones, han hecho una verdadera campaña política con la entrega de recursos. Me refiero especialmente a personeros del Partido por la Democracia y del Partido Socialista, en particular al gobernador de la provincia de Cautín y a la gobernadora de la provincia de Malleco, quienes en ningún momento han informado si la ayuda se entregará por intermedio de la Onemi, del Prodesal, del PDTI, ni quiénes serán los beneficiados. Al no tener la información precisa, no existe forma de entregar una respuesta certera a las personas que se nos acercan a conversar sobre el particular. 

Espero que las gobernaciones de Cautín y de Malleco y el Indap regional nos señalen cómo se ayudará a los pequeños agricultores y ganaderos afectados por las nevazones y cuáles serán los requisitos básicos que deberán reunir los damnificados para que puedan cubrir sus necesidades básicas y obtener los diferentes insumos que tanto requieren para que sus actividades puedan seguir subsistiendo en los sectores rurales. 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de quienes así lo manifiestan a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE FICHA DE PROTECCIÓN SOCIAL DE ALCALDE
DE PURÉN Y DE EVENTUALES BENEFICIOS IMPETRADOS POR USO DE
DICHO INSTRUMENTO (Oficio)

El señor PAULSEN.- Señor Presidente, hoy en la mañana tomé conocimiento de que el alcalde de Purén, señor Jorge Rivera, militante del PPD y que fue elegido con el apoyo del senador señor Jaime Quintana, tendría una ficha de protección social de 6.871 puntos.

Por ello, pido que se oficie a la ministra de Desarrollo Social con el propósito de que nos señale si la información que hemos recibido en tal sentido es correcta y si el edil de esa comuna ha sido beneficiado con la entrega del bono marzo, ya que, según la última encuesta Casen, ese alcalde pertenecería al quintil más vulnerable, esto es al 6,8 por ciento más pobre de la población, en circunstancias de que no hay que tener dos dedos de frente para darse cuenta de que con un sueldo de casi 3 millones de pesos es imposible que pertenezca al quintil más vulnerable del país.

Repito, solicito que la mencionada autoridad disponga que se me envíe un informe detallado respecto de la última actualización de la ficha de protección social de la autoridad indi-


vidualizada y si esta ha cobrado o ha sido favorecida con algunos de los beneficios que el Estado entrega a la gente más vulnerable del país.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE SITUACIÓN DE PROGRAMA “ELIGE VIVIR SANO”
(Oficio)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Rathgeb.

El señor RATHGEB.- Señor Presidente, solicito que se oficie a la ministra de Salud, a fin de que me informe sobre la situación en que se encuentra el programa “Elige vivir sano”.

“Elige vivir sano” fue un programa que se implementó durante el gobierno del Presidente Piñera, programa muy exitoso y que fue alabado, incluso, por muchas autoridades de otros países, el cual tenía por objeto mejorar la calidad de vida de nuestra población.

Cuando se inició el presente Gobierno, la ministra de Salud asistió a la Comisión de Salud, instancia en la que fue consultada respecto de la forma en que continuaría ese programa. Su respuesta fue que seguiría sin ninguna modificación.

Sin embargo, pocos días después se indicó que no seguiría, que sería reemplazado por otro. Con prontitud, a raíz de las críticas que se originaron a partir de esa decisión, se echó pie a atrás y se indicó que el programa seguiría tal como había sido implementado durante el gobierno del Presidente Piñera. 

Hoy, nuevamente se ha anunciado cambios, pero sin dar a conocer con claridad cómo se pondrá en marcha el mencionado programa, de qué forma continuará y cuál será la postura que se establecerá para llevar adelante una política que logre que la población tenga una vida más sana.

Por lo tanto, pido oficiar a la ministra de Salud para que nos informe qué pasará con el programa “Elige vivir sano”, quién lo encabezará, si mantendrá el mismo nombre o si será modificado, y qué política se llevará adelante en materia de salud pública.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de quienes así lo manifiestan a la Mesa.

IMPLEMENTACIÓN DE PLAN DE SEGURIDAD PÚBLICA EN COMUNA DE LANCO (Oficio)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Bernardo Berger.

El señor BERGER.- Señor Presidente, desde hace algunos meses sigo con atención lo que sucede en materia de seguridad ciudadana en la comuna de Lanco, provincia de Valdivia, Región de Los Ríos.

La semana pasada fui invitado por el alcalde de esa comuna, señor Rolando Peña, a una reunión del consejo comunal de seguridad pública, ocasión en la que se expuso respecto del grave incremento de la delincuencia que han debido soportar sus habitantes en los últimos años.

Los esfuerzos llevados a cabo por las autoridades locales, las organizaciones sociales y las policías han sido intensos para tratar de revertir los altos índices de criminalidad alcanzados en los últimos tiempos, los cuales, a mi juicio, son excesivos si se considera que Lanco es una localidad pequeña y pacífica. No obstante, los esfuerzos no son suficientes. No quiero caer en el planteamiento cliché según el cual se necesita más empleo y educación para revertir el delito. La verdad es que ello es cierto, pero el discurso no ayuda a resolver el problema inmediato.

Por lo tanto, pido oficiar al ministro del Interior y Seguridad Pública, con la finalidad de que disponga el establecimiento de un plan de trabajo en materia de seguridad pública para la comuna de Lanco, a fin de que, por la vía del acompañamiento, la prevención y, sobre todo, la intervención de los espacios públicos, se logre reducir los niveles actuales de victimización, de criminalidad y la sensación de temor de las familias de la comuna.

No pido a ese secretario de Estado que descubra la pólvora, sino que instruya la adopción de las medidas necesarias para que se haga uso urgente de los instrumentos con que cuenta el Gobierno, desde hace años, para la implementación de un programa de intervención en Lanco, tal como se viene haciendo desde 2001 en diversas comunas del país, como ocurre en Valdivia, donde ha habido resultados positivos en el ámbito de la recuperación de espacios públicos peligrosos, el refuerzo de la iluminación de calles y la mejor coordinación entre las policías y los tribunales.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de quienes así lo manifiestan a la Mesa.

INTERVENCIÓN DE MINISTERIO DE SALUD POR DÉFICIT DE FÁRMACOS Y NO PAGO DE COTIZACIONES PREVISIONALES A TRABAJADORES DE LA SALUD DE COMUNA DE CERRO NAVIA (Oficio)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el turno del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra la diputada señora Cristina Girardi.

La señora GIRARDI (doña Cristina).- Señor Presidente, voy a referirme a lo que sucede en materia de salud en la comuna de Cerro Navia, situación sobre la que he usado de la palabra en varias ocasiones a fin de que intervenga el Ministerio de Salud.

De acuerdo con los datos entregados por el Sistema Nacional de Información Municipal (Sinim), la comuna de Cerro Navia, durante 2012, recibió en total 8.192 millones de pesos por concepto de atenciones per capita y de programas de salud. El mismo año, la dotación de salud irrogó gastos por 5.040 millones de pesos, por lo que existe una diferencia de aproximadamente 3.000 millones entre ingresos y gasto efectivo por concepto de planilla de personal, razón por la cual la corporación municipal mantiene una deuda previsional con sus trabajadores desde 2010. Como es sabido, la previsión es parte del salario de los trabajadores, de modo que cuando esta no se paga y el empleador se apropia de ella se está cometiendo un robo.

Esa situación ha sido denunciada en reiteradas ocasiones a los ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Salud, pero hasta la fecha no se ha puesto coto a la grave infracción que representa la apropiación indebida de los recursos de los trabajadores.

Sin embargo, esa situación no solo afecta a los trabajadores de la salud. En efecto, es necesario consignar, además, que existe un déficit en fármacos que supera el 50 por ciento, en particular en los consultorios Lo Amor, Steeger, Cerro Navia y Albertz.

Esta situación afecta especialmente a los enfermos crónicos, porque no existen medicamentos para controlar hipertensión, diabetes o patologías cardiacas, ni siquiera las Auge, cuyos recursos están considerados en el per capita para cubrir los medicamentos. Como consecuencia de ello, ha habido un aumento de los daños colaterales en enfermos crónicos. Es el caso de los pacientes con pie diabético, quienes han visto agravados sus cuadros clínicos. La falta permanente de medicamentos ha afectado gravemente el control de la patología y generado gravísimos problemas de salud entre quienes no pueden costear el tratamiento de una enfermedad cuyo control depende del consultorio.

Reitero mi solicitud a la ministra Helia Molina para que intervenga en la situación de salud de la comuna de Cerro Navia.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE DISTRIBUCIÓN E INVERSIÓN DE RECURSOS EN
PROVINCIAS DE LA REGIÓN DEL MAULE (Oficios)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Guillermo Ceroni.

El señor CERONI.- Señor Presidente, quiero hacer patente la injusta distribución de recursos del Estado por parte de diferentes gobiernos en la región del Maule, los que hasta hoy solo han favorecido a las provincias Curicó y Talca en desmedro de Linares y Cauquenes. Confío en que este Gobierno, que tiene como norte la equidad, solucione ese conflicto. Sin embargo, para tomar medidas pertinentes a fin de distribuir los recursos de manera justa y equitativa es necesario contar con datos objetivos.

Solicito oficiar al ministro de Obras Públicas, a la ministra de Salud, a la ministra de Vivienda y Urbanismo y al subsecretario de Desarrollo Regional, para que cada uno, desde su cartera, nos informe cómo se han distribuido, desde 1990 a la fecha, los recursos en la Región del Maule entre sus diversas provincias.

De igual forma, pido que se oficie al presidente del consejo regional de la Región del Maule, a fin de que nos informe cómo se han distribuido los recursos regionales entre las provincias de la región, a partir del funcionamiento de los consejos regionales en el país.

Asimismo, pido que se oficie a la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, y al ministro del Interior y Seguridad Pública, a fin de que tomen conocimiento del tenor de esta solicitud y adopten las medidas pertinentes.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

EXPLICACIÓN POR RETRASO EN CONSTRUCCIÓN DE TERCERA ETAPA DE HOSPITAL LAS HIGUERAS, DE TALCAHUANO (Oficio)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Cristián Campos.

El señor CAMPOS.- Señor Presidente, solicito oficiar a la ministra de Salud, a fin de que nos informe por qué, luego de haber transcurrido cuatro años, aún no se termina de construir la tercera etapa de normalización del hospital Las Higueras, de Talcahuano. 

Es un proyecto que concretó su primera y segunda etapa de normalización durante el primer gobierno de la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, pero debía ser terminado durante los últimos cuatro años. 

Es importante que se terminen las obras. Dicho hospital cumple un soporte importante en las políticas de salud, no solo respecto de las comunas Talcahuano y Hualpén, sino para toda la provincia Concepción, donde se convierte en un apoyo fundamental para el funcionamiento del hospital Guillermo Grant Benavente.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE ESTADO DE AVANCE DE OBRAS DE CONJUNTO
HABITACIONAL EN CALETA TUMBES, COMUNA DE TALCAHUANO (Oficio)

El señor CAMPOS.- En segundo lugar, solicito que se oficie a la ministra de Vivienda y Urbanismo, a fin de que nos informe en qué etapa se encuentran las obras de construcción del conjunto habitacional en caleta Tumbes. Las casas están construidas, pero, al parecer, no existe la urbanización necesaria para entregarlas a los damnificados del 27/F, que mantienen vivas sus esperanzas de una mejor calidad de vida.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

REITERACIÓN DE PETICIÓN DE INFORMACIÓN SOBRE BENEFICIARIOS DE CONJUNTO HABITACIONAL EL SOLAR, DE HUALPÉN (Oficio)

El señor CAMPOS.- Por último, quiero reiterar un oficio a la ministra de Vivienda y Urbanismo para que nos remita el listado completo de las personas beneficiarias, tanto de casas como de departamentos, del conjunto habitacional El Solar, de Hualpén.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se reenviará el oficio solicitado por su señoría.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.08 horas.

GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe subrogante de la Redacción de Sesiones.

VIII. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN
Y DE ANTECEDENTES

-Se abrió la sesión a las 13.44 horas.

El señor LETELIER (Presidente accidental).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

SOLUCIÓN A PROBLEMA DE AISLAMIENTO DE PARCELEROS DE PROYECTO BAQUEDANO, PROVINCIA DE OSORNO (Oficio)

El señor LETELIER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, un grupo de treinta parceleros se encuentran aislados y sin posibilidades de transitar por el camino que utilizaban porque fue interrumpido por uno o dos parceleros que lo cerraron, debido a lo cual quedaron prácticamente aislados.

La vía y las parcelas se encuentran ubicadas en el proyecto de parcelación Baquedano, comuna de Osorno, que cuenta con una superficie aproximada de 1.050 hectáreas, con aproximadamente treinta parcelas adquiridas en 1975 en virtud del proceso de reforma agraria. Fueron entregadas con sus respectivas escrituras y con un plano oficial, como lo exige la ley. 

Como señalé, el terreno se subdividió en treinta parcelas y en un bien especial para las primeras 12 parcelas. Todas quedaron con acceso al camino principal que en ese momento se utilizaba y era de libre tránsito para todos los residentes y público en general. Con el paso de los años se fue cerrando en algunos tramos, debido a que muchos vecinos vendieron sus parcelas y los nuevos propietarios desconocían el camino original. 

Hoy, pese al derecho que les asiste a todos los parceleros, el camino que les sirvió por años se encuentra formando parte de la propiedad de dos o tres nuevos parceleros, lo que ha ocasionado frustración y atraso en el desarrollo del sector.

Debido a esto, los parceleros no tienen agua potable, alcantarillado ni luz eléctrica; es decir, viven en condiciones precarias. El tránsito peatonal se hace difícil, sobre todo a los niños y niñas que van al colegio y a los trabajadores que deben desplazarse a la ciudad, con la incomodidad y el temor natural que les significa tener que pasar por caminos privados. No es posible que a cinco kilómetros de Osorno exista esa zona aislada. 

La comunidad se siente frustrada porque se les ha distorsionado su vida. En 1995 se creó un comité de agua potable, y desde 2000 la junta de vecinos Baquedano viene luchando para recuperar el camino original establecido por la Cora. He visto las escrituras correspondientes.

Por lo tanto, como una forma de dar solución al problema, pido oficiar al ministro de Obras Públicas, con el objeto de que tome conocimiento de ese problema que afecta a muchas personas, proponga una solución e instruya al director nacional de Vialidad para que articule los mecanismos de solución pertinentes. 

El artículo 26° del decreto con fuerza de ley N° 850 autoriza a la municipalidad o a la Dirección de Vialidad respetiva para que disponga la apertura o el ensanchamiento de los caminos interiores resultantes de las parcelaciones de predios sometidos al proceso de la reforma agraria llevados a cabo en virtud de las leyes N°s 15.020 y 16.640. El ministro debe solucionar el problema porque, en este caso, debe primar el bien común por sobre el bien particular.

Asimismo, solicito, por razones de utilidad pública, que el ministro estudie la posibilidad de expropiar los terrenos necesarios y que sean entregados al ministerio o a la municipalidad. La idea es solucionar este problema que está complicando la vida de todos los habitantes del sector. 

He dicho.

El señor LETELIER (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados que así lo hacen presente a la Mesa.

ANTICIPO DE RECURSOS PARA PALIAR DÉFICIT EN COLEGIOS MUNICIPALES DE COMUNA DE SAN IGNACIO, PROVINCIA DE ÑUBLE (Oficio)

El señor LETELIER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Carlos Abel Jarpa.

El señor JARPA.- Señor Presidente, como exdiputado por el distrito N° 42, provincia de Ñuble, usted conoce muy bien la situación que viven las comunas rurales.

Hoy, quiero referirme a la caótica situación que está afectando al municipio de San Ignacio, que, como es la característica de las comunas de la provincia de Ñuble, tiene una alta ruralidad y ha sufrido lo que he llamado ruralidad, vulnerabilidad y migración. 

San Ignacio se encuentra a 32 kilómetros hacia el suroriente de Chillán y ha presentado una disminución de su población. Para el censo de 2002 alcanzaba una población de 16.140 habitantes; sin embargo, en 2012 fueron censadas 15.540 personas. O sea, en diez años hubo una disminución de de 3,51 por ciento en cuanto a población.

El motivo principal de mi intervención es dar a conocer la situación que afecta a la educación municipalizada en muchos establecimientos de la zona. 

La comuna de San Ignacio está integrada por las localidades de Pueblo Seco, San Ignacio y Quiriquina, entre otras. Cuenta con catorce establecimientos educacionales -once de enseñanza básica y tres de enseñanza media-; el promedio de escolaridad es de siete años y, lo que es más importante, la cobertura de educación municipal alcanza a 72 por ciento.

En esta oportunidad quiero reiterar los datos dramáticos de la encuesta Casen de 2006. De ella se desprende que el 80 por ciento de la población sabe leer y escribir; que cerca del 60 por ciento cursó educación básica y que solo el 1 por ciento de la población exhibe estudios de educación superior. Las cifras hablan por sí solas y es uno de los problemas de la comuna para contar con profesionales universitarios. 

Debo agregar que el 84 por ciento de la población que asiste a los establecimientos municipales recibe alimentación estatal. Solo el 11 por ciento de la población paga colegiatura, por lo que el 89 por ciento de la población es atendida por el municipio.

Esto se vuelve más dramático aún, ya que desde 2008 la matrícula en los diversos establecimientos educacionales ha mermando a razón de cien alumnos por año, por lo que en 2014 llegó a su nivel más bajo: 1.951 alumnos. 

La vulnerabilidad en los establecimientos educacionales oscila entre el 75 por ciento y el 95 por ciento, encontrándose la mayoría de ellos entre el 85 por ciento y el 90 por ciento.

Como comprenderá, señor Presidente, debido a la baja matrícula y a lo que recibe el municipio por concepto de subvención escolar -esta se relaciona con la asistencia-, no ha sido posible pagar las cotizaciones previsional y de salud correspondientes a 2012 y 2013, todo lo cual suma 515 millones de pesos, más un interés de 10 por ciento. 

El costo mensual del municipio para mantener la planilla docente alcanza a 170 millones de pesos. A ello se suma el personal que se rige por el Código del Trabajo, que asciende a 57 millones de pesos, más los consumos básicos, que alcanzan a 9 millones de pesos, lo que suma 236 millones de pesos; sin embargo, los ingresos por subvención para establecimientos educacionales alcanzan a 156 millones de pesos, por lo que existe un déficit de 80 millones de pesos mensuales. 

Lo que he señalado está corroborado en oficio de 26 de junio, del jefe provincial de Educación de Ñuble, señor Hernán Álvarez, que corrobora que los datos que he señalado son exactos. 

Ahora, si el Estado no aporta los dineros suficientes a ese municipio, se verá en la triste obligación de cerrar escuelas y terminar los contratos con profesores y paradocentes. 

Por lo tanto, solicito oficiar al ministro de Educación para que tenga a bien otorgar un anticipo de subvención para el municipio de San Ignacio en relación con los dineros que, según he señalado, serán destinados a pagar las deudas municipales. 

He dicho.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión del diputado Felipe Letelier y de quien habla. 

ADOPCIÓN DE MEDIDAS PARA SALVAGUARDAR EL PATRIMONIO APÍCOLA (Oficio)

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Felipe Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, tengo una preocupación que no es solo de la Sexta Región, sino de todo el país: el exceso y mal uso de químicos, herbicidas, pesticidas y fungicidas, cuyo objetivo ha sido atacar las pestes y enfermedades de distintas plantas, ha terminado por dañar la flora y fauna.

En general, quienes somos diputados de zonas rurales agrícolas estamos preocupados, ya que en los últimos tres o cuatro años la cantidad de abejas polinizadoras ha disminuido de forma alarmante. Como se sabe, el rol que ellas juegan es irreemplazable.

Hace alrededor de doce años Chile fue el mayor exportador de miel del mundo. Su calidad también era la mejor. Sin embargo, en la actualidad hemos caído a niveles bajísimos, porque nuestras abejas están contaminadas con pesticidas, herbicidas y, también, con transgénicos. 

Por lo tanto, señor Presidente, pido oficiar al ministro de Agricultura, con el fin de que, coordinadamente con todos los servicios a su cargo relacionados con la agricultura y el mundo rural, se lleve a cabo un plan maestro, con el objeto de salvaguardar nuestro patrimonio apícola, de manera que volvamos a ser grandes productores de la mejor miel del mundo y que recuperemos para nuestra agricultura la flora y la fauna.

Es alarmante el hecho de que por este tipo de contaminación se estén muriendo nuestras abejas polinizadoras, aunque también la sequía ha provocado escasez de alimento. Por otra parte, las llamadas avispas chaqueta amarilla han ayudado a exterminarlas. 

Como dije, hay un patrimonio riquísimo que debemos recuperar.

He dicho

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados Carlos Abel Jarpa y Jorge Sabag.

AUTORIZACIÓN DE APERTURA DE CUENTAS CORRIENTES Y DE AHORRO EN BANCOESTADO A JUNTAS DE VECINOS Y ORGANIZACIONES SOCIALES
(Oficios)

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, a las juntas de vecinos y a las organizaciones sociales que postulan a un fondo social o a un proyecto con fondos públicos se les exige contar con una cuenta corriente o de ahorro en el BancoEstado. Sin embargo, cuando los dirigentes concurren a una de sus sucursales se encuentran con que dicho banco no abre cuentas corrientes a las juntas de vecinos y organizaciones sociales, lo cual es inaudito si consideramos que el BancoEstado debe cumplir un rol social.

La razón por la que dicho banco no abre cuentas corrientes o de ahorro a las organizaciones sin fines de lucro, como las juntas de vecinos, es que mantienen bajos saldos, lo cual no hace rentable para el banco mantenerlas.

Por lo tanto, solicito que se oficie al ministro de Economía y al presidente del BancoEstado para que tomen cartas en el asunto, de manera que se permita a las organizaciones sociales abrir cuentas de ahorro o cuentas corrientes en el BancoEstado, a fin de que puedan postular a fondos públicos concursables.

Los fondos adjudicados a través de un proyecto son depositados en una cuenta corriente o de ahorro, y el único banco que podría servir para tal propósito es el BancoEstado, que también cuenta con un instrumento llamado cuenta rut, que ha sido muy exitoso, pero que tiene cupos muy limitados.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de quien preside.

APERTURA DE OFICINAS DE SECRETARÍA REGIONAL MINISTERIAL DE TRANSPORTES EN CHILLÁN Y LOS ÁNGELES, REGIÓN DEL BIOBÍO (Oficio)

El señor SABAG.- Señor Presidente, la secretaría regional ministerial de Transportes del Biobío cuenta con una sola oficina en la capital regional, Concepción. 

En ese sentido, solicito que se oficie al ministro de Transportes y Telecomunicaciones para que tenga a bien proveer los recursos necesarios para abrir dos nuevas oficinas en la región, una en Chillán y otra en Los Ángeles, por cuanto los taxistas, transportistas y personas que se dedican al transporte público en la Octava Región deben viajar a Concepción cada vez que necesitan obtener o renovar su cartón de recorrido, lo que significa gasto en tiempo y recursos.

Si la secretaría regional ministerial de Transportes tuviera oficinas en Chillán y en Los Ángeles se podría lograr una mayor cercanía con la ciudadanía y una mejor atención a los usuarios, que es lo que todos esperamos.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de quien preside.

INFORMACIÓN SOBRE VERTIMIENTO DE RESIDUOS INDUSTRIALES
LÍQUIDOS EN RÍO ITATA (Oficio)

El señor SABAG.- Señor Presidente, el 14 de noviembre de 2013 el ducto que conduce los residuos industriales líquidos desde la planta de celulosa Nueva Aldea hacia la desembocadura del río Itata sufrió una rotura en el sector denominado Boca Itata, por lo que se inundaron cerca de dos hectáreas y media con residuos industriales líquidos.

Han transcurrido ocho meses de ese hecho, por lo que pido que se oficie al ministro de Medio Ambiente para que nos informe durante cuántos meses la planta de celulosa Nueva Aldea ha estado vertiendo directamente sus riles al río Itata y si ello ha sido autorizado, de acuerdo a nuestra legislación. Asimismo, pido que informe acerca de las medidas que se han tomado para la reparación del ducto, que, según entiendo, se encuentra en funcionamiento.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de quien preside.

CONTRATACIÓN DE MÉDICO PARA COMUNA DE SAN FABIÁN DE ALICO,
PROVINCIA DE ÑUBLE (Oficio)

El señor SABAG.- Por otra parte, solicito que se oficie a la ministra de Salud, a fin de que instruya la disposición de los recursos necesarios para la contratación de un médico adicional en la comuna precordillerana de San Fabián de Alico, conocida por todos, ya que ahí nació el gran antipoeta Nicanor Parra, quien está próximo a cumplir cien años de vida.

La comuna cuenta con una población cercana a las 4.500 personas, por lo que se requiere de otro médico, puesto que uno es claramente insuficiente.

Debo mencionar también que el exministro de Salud don Jaime Mañalich fue médico general de dicha zona durante la década del 80.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de quien preside.

COMPRA DE NUEVA AMBULANCIA PARA HOSPITAL DE COELEMU (Oficio)

El señor SABAG.- Finalmente, solicito que se oficie a la ministra de Salud para que instruya la disposición de los recursos necesarios para la compra de una nueva ambulancia para el hospital de Coelemu, ya que el vehículo con el que se cuenta tiene más de 200.000 kilómetros de recorrido y ya no cuenta con las condiciones técnicas para ser utilizado.

He dicho.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de quien preside.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.06 horas.

GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe subrogante de la Redacción de Sesiones.

IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Oficio de S.E. el Vicepresidente de la República. (Boletín N° 9287-06)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley del rubro, a fin de que sean consideradas durante su discusión en el seno de esa H. Corporación:

AL ARTÍCULO PRIMERO


1) Para modificar su artículo 3° en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en la letra g), la expresión “las convenciones”, por “los tratados”.


b) Reemplázase en la letra g), la expresión “aquellas” por “aquellos”.


c) Modifícase la letra o) en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la conjunción “y” por una coma (,).


ii) Reemplázase el punto seguido (.) por la siguiente frase “y a nivel local.”.

AL ARTÍCULO SEGUNDO


2) Para modificar el número 2, que remplaza el artículo 2°, de la ley N° 19.023, en el siguiente sentido:


a) Intercálase a continuación de la letra i), la siguiente letra j) nueva, pasando la actual letra j) a ser letra k):


“Realizar procesos de capacitación de los funcionarios públicos en materias relacionadas con las funciones encomendadas al Ministerio, los que también podrán otorgarse a particulares.”

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RODRIGO PEÑAILILLO BRICEÑO, Vicepresidente de la República ; ALEJANDRO MICCO AGUAYO, Ministro de Hacienda (S); XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia; FERNANDA VILLEGAS ACEVEDO, Ministra de Desarrollo Social”.
2. Oficio de S.E. el Vicepresidente de la República. (Boletín N° 9383-05)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley del rubro, a fin de que sean consideradas durante su discusión en el seno de esa H. Corporación:

AL ARTÍCULO 1°


1) Para modificar el artículo 1° en el siguiente sentido:


a) Elimínase el numeral i) de la letra b) del numeral 1.-, pasando el actual número ii) a ser número i) y así sucesivamente.


b) Reemplázase en el numeral 4), en el inciso segundo que agrega, la expresión “por la” por la frase “de conformidad con”.

AL ARTÍCULO 3°


2) Para modificar el artículo 3° en el siguiente sentido:


a) Intercálase en su inciso primero entre la palabra “nacional,” y la expresión “con miras”, la frase “en aspectos tales como el perfeccionamiento de los sistemas de información y de estadísticas portuarias,”.


b) Sustitúyase en su inciso segundo la expresión “Ley de Presupuesto” por “Ley de Presupuestos del Sector Público” y la frase “Éste fondo finalizará el año 2018,” por la expresión “Este fondo se extinguirá el año 2018 y”.

AL ARTÍCULO 4°


3) Para modificar el artículo 4° en el siguiente sentido:


a) Intercálase en su inciso primero, entre la expresión “cuatro años,” y “un aporte a beneficio fiscal”, la frase “contados desde la entrada en vigencia de la presente ley,”.


b) Sustitúyase la expresión “correspondiente a 0,3 dólares de Estados Unidos de América, por cada una de las toneladas de carga transferida” por la expresión “correspondiente a 0,2 dólares de Estados Unidos de América por cada una de las toneladas de carga general y de 0,1 dólares de Estados Unidos de América por cada una de las toneladas de carga a granel sólido o líquido, excluidas las toneladas de cabotaje, transferidas”.


c) Sustitúyase la expresión “Con los recursos recaudados anualmente,” por la expresión “En el mismo período”.


d) Reemplázase la frase “10 millones de dólares” por “2 millones de dólares de Estados Unidos de América”.

AL ARTÍCULO 5°


4) Para modificar el artículo 5° en el siguiente sentido:


Intercálase entre la expresión “reglamento” y “señalado en el artículo anterior,” la frase “que regula el aporte a beneficio fiscal”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RODRIGO PEÑAILILLO BRICEÑO, Vicepresidente de la República; ALBERTO ARENAS DE MESA, Ministro de Hacienda; JAVIERA BLANCO SUÁREZ, Ministra del Trabajo y Previsión Social; ANDRÉS GÓMEZ-LOBO ECHENIQUE, Ministro de Transportes y Telecomunicaciones”.

3. Oficio de S.E. el Vicepresidente de la República. (boletín N° 9383-05)
“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo y la Ley de Accidentales del Trabajo y Enfermedades Profesionales, en materia de trabajo portuario, estableciendo las obligaciones y beneficios que indica.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.). RODRIGO PEÑAILILLO BRICEÑO, Vicepresidente de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia”.

4. Oficio del Senado. (boletín N° 9163-10)

“Valparaíso, 1 de julio de 2014.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa Honorable Cámara, el proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio sobre Transporte Aéreo, entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de El Salvador”, suscrito en Santiago de Chile, el 27 de enero de 2013, correspondiente al Boletín Nº 9163-10.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 11.064, de 19 de diciembre de 2013.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): ISABEL ALLENDE BUSSI, Presidenta del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado”.

5. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que
modifica el Código del Trabajo y la Ley de Accidentes del Trabajo y
Enfermedades Profesionales, en materia de trabajo portuario, estableciendo las obligaciones y beneficios que indica. (boletín Nº 9383-05)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 220 del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1.- Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados en mensaje, con urgencia calificada de suma.


2.- Artículos que la Comisión Técnica dispuso que fueran conocidas por ésta.


Los artículos 3°, 4° y 5° permanentes y primero transitorio.


3.- Disposiciones o indicaciones rechazadas


Se rechazó el artículo 4° y, asimismo, se rechazaron las indicaciones recaídas en dicho artículo 4°, presentadas por el Ejecutivo.


4.- Modificaciones introducidas al texto aprobado por la Comisión Técnica y calificación de normas incorporadas


En el artículo 3°:


a) Se intercaló en su inciso primero entre la palabra “nacional,” y la expresión “con miras”, la frase “en aspectos tales como el perfeccionamiento de los sistemas de información y de estadísticas portuarias,”.


b) Se sustituyó en su inciso segundo la expresión “Ley de Presupuesto” por “Ley de Presupuestos del Sector Público” y la frase “Éste fondo finalizará el año 2018,” por la expresión “Este fondo se extinguirá el año 2018 y”.


En el artículo 5°:


Se intercaló entre la expresión “reglamento” y “señalado en el artículo anterior,” la frase “que regula el aporte a beneficio fiscal”.


Las normas incoporadas no tienen especial calificación.


5.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


Todas las disposiciones sometidas a conocimiento de la Comisión, salvo el artículo 4° rechazado, fueron aprobadas por mayoría de votos.


6.- Se designó Diputado Informante al señor Patricio Melero.


Asistieron a la Comisión, durante el estudio del proyecto, las siguientes personas.


1) Javiera Blanco, Ministra del Trabajo y Previsión Social.


2) Francisco Díaz, Subsecretario del Trabajo.


3) Ronald Bown, Presidente de la Asociación de exportadores de Frutas de Chile A.G.


4) Francisco del Río, asesor jurídico del Ministerio de Trabajo y Previsión Social.


5) José Agurto. Dirigente de la Unión Portuaria de la VIII Región.


6) Juan Soto. Dirigente de COTRAPORCHI.


7) Roberto Rojas. Presidente de COMACH.


8) Manuel Bagnara, Gerente General de ARMASUR.


9) Jorge Marshall Rivera, Presidente de la Cámara Marítima y Portuaria de Chile.


10) Arturo Wenzel, Director de CAP.


La Comisión de Trabajo y Seguridad Social, dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento de los artículos 3°, 4° y 5° permanentes y primero transitorio.


El propósito de la iniciativa consiste en modificar el Código del Trabajo y la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, en materia de trabajo portuario, estableciendo determinadas obligaciones y beneficios.


Mediante el artículo 3° del proyecto considera la creación de un Fondo para la Modernización Portuaria. La Disposición señala que la necesidad de avanzar en la modernización portuaria a fin de velar por sus niveles de eficiencia y competitividad hacen aconsejable crear, en tanto no se materialicen las transformaciones que deberán acometerse para el mediano plazo, y por un período de cuatro años un Fondo destinado a financiar actividades vinculadas con el necesario proceso de modernización del sector. El Fondo será administrado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y recibirá transferencias desde el Tesoro Público, según lo disponga la Ley de Presupuestos de cada año. El Fondo será implementado con un reglamento y finalizará el año 2018.


En el artículo 4° del proyecto se establece, por cuatro años, un aporte de carácter fiscal correspondiente a 0,3 dólares de estados Unidos de América, por cada una de las toneladas de carga transferida por las empresas concesionarias de puertos privados, concesionarias de frentes de atraque portuarios y, en el caso de los puertos no concesionados, la empresa publica estatal administradora, con cargo a éstas. Se indica que, con cargo a lo recaudado se podrán realizar aportes al más arriba referido Fondo, por un monto máximo de 10 millones de dólares anuales. Este beneficio también contará con un reglamento que lo regulará.


Mediante el artículo 5° del proyecto, dispone que una vez en vigencia el reglamento relativo al aporte a beneficio fiscal, se autoriza a la Tesorería General de la República a pagar el beneficio a que se refiere el artículo primero transitorio.


Por su parte el artículo primero transitorio dispone que, una vez entrados en vigencia los artículos 1° al 5° de la ley, los trabajadores portuarios que acrediten el cumplimiento de los requisitos que el mismo artículo establece, accederán, por una única vez, al pago de un beneficio en dinero que se determinará conforme la misma norma dispone. Para acceder a este beneficio debe acreditarse haber prestado servicios efectivos como trabajador portuario, a lo menos durante un turno el año 2013 y habiendo ingresado con anterioridad a dicha fecha, en turnos ininterrumpidos, sin derecho a descanso. Además, deberá acreditarse la realización de, a lo menos, 36 turnos anuales promedio entre los años 2005 y 2012 (2005 y 2009 en el caso de Talcahuano). Se establecen las fórmulas de cálculo, como también exclusiones respecto a los trabajadores que cumplan sus funciones en horario administrativo y los que tengan en sus contratos de trabajo derecho al descanso de colación.


A su vez, esta disposición establece que, por cada turno efectivamente trabajado entre el 1 de enero de 2005 y 31 de diciembre de 2012, se pagará a cada trabajador que cumpla los requisitos, la suma de $ 1.953. Los trabajadores que no trabajen por el sistema de nombrada, recibirán el pago en base a 24 turnos por mes y los que se desempeñen como amarradores, traspaletistas y encrapadores, se pagará en base a 12 turnos por mes, en estos últimos dos casos respecto al período de vigencia del respectivo contrato de trabajo.

Incidencia en materia presupuestaria y financiera


El informe financiero señala:


1. Antecedentes


El proyecto de ley de la referencia contempla diversas iniciativas para mejorar las condiciones del trabajo portuario en el país. Entre ellas, destacan modificaciones al Código del Trabajo y a la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, que -entre otras materias- reponen los Comités Paritarios de Higiene y Seguridad y, reconocen el derecho a descanso irrenunciable dentro de la jornada laboral.

Junto a lo anterior, el proyecto de ley contiene normas que tienen impacto fiscal, a saber:

a) Creación de un Fondo de Modernización Portuaria, con vigencia hasta el año 2018, administrado por el Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones (MTT) y que recibirá Transferencias de recursos desde el Tesoro Público, según lo determine la Ley de Presupuestos para el Sector Público de cada año.

b) Establecimiento de un aporte a beneficio fiscal de 0,3 dólares de Estados Unidos de América por cada tonelada transferida en los puertos nacionales (incluyendo puertos públicos de uso público, privados de uso público y privados de uso privado), con cargo a las empresas portuarias operadoras, concesionarias de frentes de atraque portuarios en el territorio nacional.

c) Pago de beneficios económicos a trabajadores portuarios que cumplan los requisitos enunciados en el artículo primero de las disposiciones transitorias del proyecto de ley en referencia.

2. Impacto Fiscal

El proyecto de ley tiene impacto fisca! tanto en ingresos como en gastos. Los primeros provienen de la creación e implementación del aporte de beneficio fiscal (b), y los segundos, de los gastos que se ejecutarán con cargo al Fondo de Modernización (a) y de los pagos de los beneficios contenidos en el articulado transitorio (c).

Respecto de los Ingresos, se anticipa que Tesorería General de la República, recaudará cada año -desde el 2015 hasta el 2018-, un monto aproximado de 29 millones de dólares, resultado que se logra de aplicar el valor indicado en el Artículo 4° a 97 millones de toneladas estimadas.

Es del caso señalar que esta Información de toneladas es referencial, pues tal como lo índica el citado artículo, debe ser recaudada por el MTT de todos los frentes de atraque en operación, lo que incluye a los puertos públicos de uso público, puertos privados de uso público y privados de uso privado.

Respecto de los gastos se ha considerado que, el MTT, producto de las actividades propias o ejecutadas por terceros que se financiarán con cargo al Fondo de Modernización Portuaria, desembolsará, entre el año 2015 y el 2018, un total de 40 millones de dólares, a razón de 10 millones de dólares anuales.

Adicionalmente, será de cargo fiscal el pago de beneficios a los trabajadores portuarios, dispuesto en el artículo primero de las disposiciones transitorias del proyecto, para lo que la Tesorería General de la República desembolsará un monto en moneda nacional de hasta un máximo de $ 29.300 millones de pesos, equivalente a 53,3 millones de dólares.

El soporte administrativo de la aplicación de lo dispuesto en el artículo primero transitorio lo proveerá la Subsecretaría del Trabajo y se financiará con los recursos que asigne la Ley de Presupuestos.

Informe financiero complementario

Las indicaciones presentadas por el Ejecutivo implicaron ajustes, por cuanto significan un impacto fiscal tanto en los ingresos fiscales como en los gastos. Los primeros provienen del ajuste al valor del aporte a beneficio fiscal establecido en el artículo 4°, mientras que los segundos derivan de la variación del aporte máximo al Fondo que crea el artículo 3°. Respecto de los ingresos, se anticipa que Tesorería General de la República recaudará, desde 2015 hasta 2018, un monto promedio aproximado de US$ 15,6 millones, resultado que se logra de aplicar el valor indicado en el artículo 4° a 120 millones de toneladas estimadas promedio para el período, de los cuales el 70% corresponde a granel (líquidos y sólidos).

Respecto de los gastos, se ha considerado que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, producto de las actividades propias o ejecutadas por terceros que se financiarán con cargo al Fondo, requerirá, entre el año 2015 y 2018, un total de US$ 8 millones, a razón de US$ 2 millones anuales.

DEBATE

-Señora Javiera Blanco Suárez, Ministra del Trabajo y Previsión Social.

Expresó que el Gobierno ingresó a tramitación legislativa el Proyecto de Ley Corta de Puertos, con el que se cumple compromiso asumido por Gobierno anterior de compensar el no otorgamiento del descanso de colación a los trabajadores portuarios y agregó que este no sólo se hace cargo de responder a la expectativa del beneficio comprometido, sino que, además de zanjar la discusión sobre la procedencia del derecho a descanso en el sector portuario, reconociendo expresamente el derecho a un descanso mínimo de 30 minutos, irrenunciable, para trabajadores eventuales y permanentes del sector, propone otros cambios legales que darán más sustentabilidad social y laboral a la actividad. 

En efecto, el Proyecto de Ley Corta presentó una oportunidad para cambiar ciertos aspectos deficitarios de la regulación laboral del sector portuario, los que expresó, deben ser el germen de un nuevo enfoque de la relación del Estado con la industria portuaria y los trabajadores portuarios. 

Luego, explicó los contenidos del Proyecto de Ley: 

a) Descanso mínimo de 30 minutos, irrenunciable, para todos los trabajadores portuarios (eventuales y permanentes). 

Las empresas deberán definir si les conviene parar la faena y otorgar el descanso a todos los trabajadores, de una vez, o entregarla por relevos, por ejemplo, por cuadrillas. La modalidad de relevos no requiere de autorización especial en la Ley ni por la autoridad laboral, en cuanto se ajuste a la normativa que la regula. En este contexto, la Dirección del Trabajo puede revisar los sistemas que las empresas definan implementar para esos fines, a fin de darle mayor seguridad jurídica a las partes. 

b) Los turnos actualmente existentes no podrán ser modificados (ampliados) como consecuencia de entregar el descanso. 

Considerando las particularidades del sector, la existencia de un sistema de turnos que ha operado desde hace muchos años y que permite el adecuado control por parte de las autoridades fiscalizadoras, se hace necesario dejar fijo estos horarios, con la finalidad de evitar conflictos entre empleadores y trabajadores sobre este punto. Es una medida que prevalecerá mientras el sector no modernice su organización laboral e implemente mecanismos apropiados de negociación que permitan fijar al nivel local sistemas de turnos diferentes. 

c) El otorgamiento del descanso deberá ser registrado en un sistema de control. 

Para los efectos de dar certidumbre a la entrega del descanso, se establece que deberá registrarse el otorgamiento del descanso mediante Libro de Registro, Reloj Control con Tarjetas de Registro u otro sistema de registro especial autorizado por la Dirección del Trabajo. 

d) Las empresas deberán mantener instalaciones adecuadas para que los trabajadores puedan hacer uso efectivo del derecho a descanso dentro de la jornada. 

Los Puertos son lugares que ofrecen riesgos a los trabajadores, por lo que deberán habilitarse y mantenerse instalaciones adecuadas para que los trabajadores hagan uso del descanso. Obligación que pasará sobre los administradores de los frentes de atraque, de las empresas de muellaje de los frentes multioperados, y en el caso de los puertos privados, de las empresas de muellaje que operan en ellos. 

e) Se deja a salvo el bono de $ 3.600.- que se paga a cambio del descanso. No podrá ser modificado, sino por acuerdo de las partes, a partir de los 180 días siguientes de la publicación de la Ley, y a falta de acuerdo, pasará a formar parte de la remuneración asignada al turno. 

Esta regulación permitirá a los trabajadores que han gozado de un pago por no acceder al descanso de colación, no perderlo como consecuencia de tener que hacer uso efectivo de él. Los empleadores entonces deberán planificar entregar el descanso, pero no podrán dejar de pagar el bono. Con todo, podrá modificarse el beneficio por acuerdo de las partes, por ejemplo, transformándolo en un bono de colación, no tributable ni imponible, pero a falta de acuerdo pasará a formar parte de la remuneración del turno respectivo. 

f) Se extiende control de acceso y permanencia que se realiza de los trabajadores eventuales a eventuales, a trabajadores permanentes. 

La circunstancia de que la autoridad marítima solo deba controlar al personal eventual que ingresa mediante nombrada, no otorga certidumbre respecto del cumplimiento general de las regulaciones laborales al interior de los puertos, respecto del personal que ingresa bajo otra modalidad de contratación.

g) Se suma a la Dirección del Trabajo a las labores de control de acceso y permanencia a los puertos, a cargo de la autoridad marítima. 

Es necesario dotar a la Dirección del Trabajo de las mismas atribuciones que el Código del Trabajo entrega a la autoridad marítima, para poder implementar el Sistema de Control del Cumplimiento de la Normativa Laboral Portuaria que se plantea también en el Proyecto. 

h) Para ejercer el control de la normativa laboral portuaria, la autoridad marítima y la Dirección del Trabajo implementarán un Sistema de Control del Cumplimiento de la Normativa Laboral Portuaria. 

El Sistema de Control de Cumplimiento de la Normativa Laboral Portuaria, se estructura a partir de un Programa Computacional con la que se debe registrar el ingreso y salida de todas las personas que ingresan a los recintos portuarios públicos y privados del territorio nacional. Este Sistema permitirá controlar se cumpla la normativa laboral y generar información estadística de la actividad portuaria. 

i) Las empresas concesionarias de los frentes de atraque que administren terminales portuarios y las empresas de muellaje que operen en puertos privados, deberán cumplir las obligaciones que les imponga el Sistema de Control de Cumplimiento de la Normativa Laboral Portuaria. 

Las empresas concesionarias que administren terminales portuarios deberán implementar el sistema de control de acceso y permanencia del Sistema de Control de la Normativa Laboral Portuaria que se implementará por la autoridad marítima y la Dirección del Trabajo. 

Por su parte, las empresas de muellaje deberán cumplir con las obligaciones que se le impongan para los efectos de registrar el ingreso de los trabajadores, eventuales y permanentes que ocupen en las faenas. 

j) Se aumenta la garantía de oferta de trabajo de los Convenios de Provisión de Puestos de Trabajo, CPPT, a los turnos suficientes para asegurar al menos 1 IMM en cada mes calendario, para cada trabajador parte del convenio. 

Actualmente la garantía es trimestral y no tiene mayor control. La idea es que las empresas ordenen su oferta de trabajo y concuerden los CPPT, asegurando una remuneración mensual mínima aceptable. Esta modificación regirá para los CPPT que se suscriban con posterioridad a la entrada en vigencia de la modificación. 

k) Se deroga la norma de la Ley 16.744 que exceptúa al sector portuario de la obligación de constituir comités paritarios de higiene y seguridad. 

Las empresas de muellaje deberán constituir y mantener Comités Paritarios, en cada puerto en que operen, si sumados los trabajadores permanentes y eventuales, ocupen más de 25. También deberá constituirse y mantenerse un Comité Paritario de Higiene y Seguridad, por Puerto, que integre a todas las empresas de muellaje que operen en él. 

Se deberá dictar un Reglamento para los efectos de definir la forma en que los trabajadores eventuales y permanentes deberán designar sus representantes en los Comités Paritarios, y cómo las empresas serán representadas en los Comité Paritarios de Higiene y Seguridad. 

Este trabajo requerirá de la constitución de un espacio de diálogo tripartito que estimados servirá al propósito de mejorar las relaciones laborales entre empleadores y trabajadores del sector portuario. 

l) Vigencia Diferida de las Modificaciones al Código del Trabajo y a la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales. 

Estas modificaciones tendrán vigencia diferida y entrarán en vigor al término de los 180 días corridos siguientes a la publicación de la ley en el Diario Oficial, pues requiere que las empresas y organizaciones, definan como cumplirán la ley, dictación de Reglamentos por parte de la autoridad y coordinación del Sistema de Control. 

m) Se autoriza la creación de Fondo de Modernización, para mejoramiento institucional del sector portuario, público y privado, en ámbito de eficiencia y competitividad. 

Este Fondo será administrado por el Ministerio del Trabajo y cesará en operaciones el año 2018. Un Decreto expedido por ese Ministerio y con la firma del Ministro de Hacienda determinará las actividades y los mecanismos de asignación de los recursos del Fondo. 

n) Aporte a Beneficio Fiscal de cargo de las empresas del sector. 

Se establece un aporte a beneficio fiscal, de 0,3 dólares americanos, por cada tonelada de carga transferida, de cargo de las empresas concesionarias de puertos privados, concesionarias de frentes de atraque portuarios, y de las empresas portuarias públicas estatales administradoras, en el caso de los puertos no concesionados. Con los recursos recaudados anualmente en virtud de este aporte, se podrá realizar aportes al Fondo de Modernización Portuaria, por un monto máximo de U$ 10 millones, anuales. 

o) Beneficio Económico comprometido en el Acuerdo de 25 de Enero de 2014 por el Gobierno anterior, en el contexto de un conflicto desatado en los puertos chilenos relacionado con el derecho a un descanso de media hora para colación. 

Se trata de un beneficio excepcional y único que responde a una expectativa creada entre los trabajadores portuarios afectados por la incertidumbre jurídica sobre el derecho a descanso. Los términos del beneficio se ajustan a lo concordado con las organizaciones de trabajadores del sector. Agregó que este beneficio consiste en el pago de un bono de $ 1.953 por cada turno efectuado por el trabajador, en el período comprendido entre el 1 de Enero de 2005 y el 31 de Diciembre de 2012. 

El monto total del beneficio se calculará en proporción a los turnos efectivos realizados por el trabajador portuario en que no haya hecho uso de descanso de colación y se otorgará a quienes cumplan con tener 36 turnos promedio anuales entre el 1 de Enero de 2005 y el 31 de Diciembre de 2012, regla que no aplicará a quienes se hayan desempeñado en frentes de atraque bajo sistema multioperador del sector estatal. 

Finalmente, destacó que los requisitos de acceso, determinación de los beneficiarios y montos de los beneficios fueron trabajados en conjunto con representantes de los trabajadores y detalló que éste se otorga a través de un procedimiento de determinación de oficio por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en un plazo de 90 días hábiles (4 meses y 2 semanas) contados desde la publicación de la Ley en Diario Oficial, o a través de un procedimiento de postulación directa (opcional) que en total demora entre 90 días hábiles (4 meses y 2 semanas) y 210 días hábiles (10 meses y dos semanas). 

-Señor Ronald Bown, Presidente de la Asociación de Exportadores de Frutas de Chile A.G. (Asoex)

Agradeció la invitación a la sesión de la Comisión de Hacienda, así como el trabajo realizado por la Ministra del Trabajo, Subsecretario correspondiente y equipo, en una materia tan relevante para el sector exportador nacional.

Expresó que considera de la mayor relevancia la participación de los usuarios de los puertos, especialmente los usuarios de perecibles los que han sido afectados mayormente por los movimientos laborales portuarios en los últimos 3 años. Agregó que la iniciativa en estudio es un proyecto complejo que requiere de un profundo análisis, ya que debe ser complementado por una nueva ley que considere modificaciones a la actual institucionalidad portuaria, siendo la actual propuesta una base para lograr adecuados cambios que permitan lograr la tan anhelada sustentabilidad del sector portuario nacional, en los aspectos laborales, administrativos y operacionales, lo que debería asegurar a su vez la competitividad de los puertos chilenos.

Señaló que tanto la legislación actual en discusión como la “ley larga” deben permitir que la continuidad portuaria y derechos laborales se conjuguen en función de la realidad de cada puerto y que éstos puedan competir, al interior del país, respetando sus propias condiciones (carga general v/s contenedores), así como la habitualidad o convenios existentes entre empleadores y trabajadores.

Agregó que existen dudas respecto de los efectos de algunas consideraciones y consecuencias futuras (descanso media hora por turnos que excedan las 4 horas, por ejemplo), en cuanto a la eventuales fórmulas de trabajo en relación a esta materia que pudieran obstaculizar cambios necesarios en lo que corresponde a la cantidad o modalidad de los turnos. 

Expresó que apoyan la actual propuesta del ejecutivo, con las consideraciones indicadas, salvo en lo que respecta a su monto, ya que entienden que la recaudación total que produciría es muy superior al objetivo central, el que se refiere específicamente al pago retroactivo de la media hora de colación. Expresó que cualquier cobro adicional debería ser materia de otra discusión y dependiendo de su objetivo, ser financiado por las instancias públicas o privadas que corresponda.

Finalmente, manifestó que su sector está disponible para abordar mayores costos a cambio de mayor estabilidad, dentro de una nueva institucionalidad portuaria, la cual esperamos comience a ser tratada a la mayor brevedad.

Intervenciones de los integrantes de la Comisión:

El señor Melero expresó que le correspondió ver el proyecto en la Comisión de Trabajo y que a la Comisión de Hacienda, sólo corresponde conocer las normas señaladas en el certificado como de competencia de ésta. Sobre el artículo 4º permanente expresó que utiliza una figura especial, en donde a un impuesto se le llama aporte. Expresó que presentó una indicación (en la Comisión Técnica) para que se llame derechamente “gravamen”. Agregó que derechamente se está creando un tributo y solicitó se aclare por la Ministra cómo se llegó al cálculo de 0,3 dólares y consultó al señor Bown por qué dicha cifra le parece abultada y cuál sería a su juicio una cifra adecuada. Señaló que tiene reparos sobre la constitucionalidad sobre el aporte que se establece en el proyecto. 

El señor Lorenzini presentó las siguientes indicaciones:

1.- Al Artículo 3°:

Para intercalar en su párrafo segundo antes de la palabra “año” (la segunda vez que aparece), que se suprime, la frase “1° de marzo de”.

2.- Al Artículo Primero Transitorio:

Para agregar, en su inciso primero, antes de la expresión “1°” la palabra “artículos”
Explicó respecto de la primera indicación que se trata de poner un límite al Gobierno saliente respecto de la utilización de los fondos; como asimismo, mayor claridad de éstos para el Gobierno entrante. Sobre la segunda indicación, señaló que es sólo para dejar mayor claridad en la redacción de la norma.

Adicionalmente, manifestó que no tiene claridad sobre el informe financiero, particularmente, respecto de los fondos que rigen desde el año 2015, por lo tanto su duda es respecto del financiamiento durante este año.

El señor Ortiz señaló que es un tema heredado: los trabajadores eventuales. Expresó que los puertos están licitados y los administran los privados. Hay una disposición de resolver un tema social y si bien hay una competencia limitada para esta Comisión, hay cuestiones de fondo que han sido planteados precisamente en el artículo primero transitorio. Expresó que analizando el Mensaje, hay una contradicción, hay una imagen que se está formando este aporte a los empresarios es un aporte fiscal haciendo los descuentos. Señaló que es partidario de aprobar este proyecto, pero teniendo en cuenta que la carga se debe repartir en forma pareja y los empresarios deben también aportar. Expresó que le llama positivamente la atención que fue aprobado por la unanimidad en la Comisión de Trabajo y planteó que van a esperar y ver cómo se mejora el proyecto tomando en cuenta todas las reivindicaciones de los trabajadores portuarios.

La señora Hoffmann expresó que agradeció la presentación de este proyecto de ley ya que ha visto la realidad y la angustia de los trabajadores portuarios. Destacó que la iniciativa ha sido presentada en un plazo razonable y considera que es un muy buen proyecto y felicitó a la Ministra y al Subsecretario. Agregó que también hay temas pendientes, porque hay trabajadores que se ven perjudicados por la falta de claridad en las normas. Le preocupa la falta de estrategia que se ha tenido como país en el tema de mejorar pensiones de los trabajadores portuarios, materia que había solicitado que se incluyera en la negociación y pide que se incorpore.

El señor Andrade destacó que el proyecto se hace cargo de un compromiso del Gobierno anterior y que constituye una atrocidad en materia jurídico-laboral: se está pagando o compensando en dinero un derecho que es irrenunciable y que además corresponde a deudas de privados con sus trabajadores que a través de la tesis de la falta de certeza y claridad de las resoluciones administrativas sobre la materia, se dejó de cumplir. De lo anterior, y sobre el concepto de aporte, aclaró que en nuestro ordenamiento existe el seguro de cesantía y que efectivamente se trata de un aporte y que va un fondo en particular, o sea es un fondo afectado a un fin específico que no fue y que no es objeto de reparos constitucionales, pero -enfatizó- cuando se trata de establecer que los privados devuelvan el dinero que el Estado ha desembolsado para pagar una deuda de ellos, resulta que es inconstitucional.

La señora Javiera Blanco, Ministra del Trabajo y Previsión Social, explicó el contenido de las indicaciones presentadas por Ejecutivo. En tal sentido, señaló que hay tres indicaciones que es relevante destacar, ya que el resto corresponde a formalidades. La primera de ellas, tiene que ver con la nueva regulación del aporte fiscal que se establece a través del proyecto, cambiándose a 0,2 dólares por cada tonelada de carga; se distinguen o excluyen las toneladas de cabotaje (artículo 4° del proyecto). Señaló que esto implica una recaudación menor de la que se había señalado (no de 10 millones sino 2 millones por año) cuestión que será plasmada en el informe financiero.

Por su parte el señor Julio Valladares, abogado asesor del Ministerio de Hacienda, complementó la explicación dada por la Ministra, señalando sobre el tema de aporte de privados, que efectivamente este se disminuye (al artículo 4º) cambiando así el informe financiero; de mismo modo se excluye al cabotaje y se aclara que el fondo de modernización solo puede recaudar dos millones por año, se financia lo que está en el artículo 3º, también de competencia de la comisión y se señala expresamente que ese fondo se extingue el 2018. En tal sentido, concluye se salvan los reparos efectuados en el sentido que el texto original recaudaba más de lo que se gastaba, salvándose a través de esta indicación.

El señor Valladares, consultado sobre los temas pendientes con los trabajadores portuarios, planteado por el señor Lorenzini (Presidente de la Comisión) señaló que el punto que estaba pendiente era lo referente a los relevos durante los tiempos de descanso, pero que esto se salva con la indicación propuesta. 

El señor Melero precisó que es la Comisión técnica (del Trabajo y Previsión Social) la que tiene que pronunciarse sobre la aplicación de los relevos ya que está fuera de las normas de competencia de la Comisión de Hacienda. Consultó si en las indicaciones que se están planteando hay una rebaja del aporte privado, pero si se mantiene el nombre de “aporte” y reiteró que a su juicio es un gravamen. Explicó que la propuesta del Gobierno anterior no contemplaba este aporte e hizo reserva de Constitucionalidad sobre esta norma y solicitó se especificara la diferencia entre aporte y gravamen y aporte y tributo y finalmente, preguntó si se resarce una deuda no cumplida o bien es un bono por término de conflicto. 

-El señor José Agurto Alegría, vocero de la Unión Portuaria del Biobío, señaló que este proyecto corresponde a un compromiso del Gobierno anterior y estima que se está avanzando en este punto y que es el inicio de una ley larga sobre el trabajo portuario que cubra los aspectos de su labor. Enfatizó el tema de salud, medio ambiente y seguridad social de los trabajadores y que les separen las faenas. Expresó que es importante que se les apoye y que se avance en un ente regulador país, con el cual manifestó estar dispuesto a conversar y a llegar a acuerdos.

-El señor Juan Soto, COTRAPORCHI, expresó que los puertos no son un negocio cualquiera y son especialmente distintos hoy. Explicó que por la vía de los relevos, permite que no se detenga la faena y que si bien será más caro, ese costo se asumirá por el empleador. Agregó que esto es con el fin de no perjudicar la carga y dar continuidad a la faena portuaria. 

-El señor Roberto Rojas Montoya, representante del Sindicato de Estibadores N°1 de Valparaíso, expresó que si bien comparten el diagnóstico del señor Agurto sobre el tratamiento como industria a la faena portuaria, el descanso el irrenunciable y nada les impide a los trabajadores tomar colación. En tal sentido, aclaró que el tema del fondo es el descanso y que su inquietud está más bien en la dirección de mayor claridad respecto de la aplicación de los relevos. 
-El señor Manuel Bagnara, representante de ARMASUR (Gremio de los Armadores del Sur Austral de Chile). Agradeció la presentación del proyecto y efectuó reparos respecto a aplicar el aporte al cabotaje, cuestión que al tenor de las indicaciones quedó excluida de la norma. 

-El señor Arturo Wenzel, CAPSA, hizo presente la inequidad de aplicar el valor del aporte al tonelaje ya que hay una diferencia respecto de los valores de los productos que se cargan. Enfatizó que ellos no son responsables del conflicto que originó la presentación del proyecto y por lo mismo, no les parece del todo equitativo la medida de cálculo para determinar el aporte.

El señor Jorge Marshall, economista y representante de la Cámara Marítima y Portuaria de Chile, señaló que concurren al concepto de incerteza jurídica que contempla el Mensaje y la forma como se ha resuelto ya que resuelve un conflicto político que, mientras antes se resuelva, es mejor para trabajar en la agenda a futuro del sector portuario. Sin perjuciio de lo anterior efectuó observaciones: respecto de las formas de recaudación, explicó que si este proyecto genera paz social en el sector, ellos están dispuestos a efectuar el aporte, pero de acuerdo a los montos comprometidos y que en el fondo es un impuesto que no será transferido a los grandes empresarios. Acotó que el principal reparo es que no será distribuido equitativamente. Como segunda observación, señaló que le preocupa que la aplicación de esta ley interfiera la operación normal de la labor portuaria, en tal sentido planteó sus inquietudes respecto de la forma práctica de realizar el relevo, de forma que no afecte la faena y abogó por la flexibilidad para su implementación.

El señor De Mussy expresó que está de acuerdo con la preocupación respecto a los trabajadores portuarios y sus derechos y que nadie se opone a esta idea, pero le preocupa la poca flexibilidad que se da para la implementación del sistema de relevos. También le preocupa la inconstitucionalidad del impuesto (aporte) que establece al proyecto. 

El señor Auth consultó al señor Marshall sobre la inequidad de una formula pareja para las toneladas, en consideración que habían puertos que no tenían este conflicto, particularmente la fórmula que él utilizaría para determinar el aporte de cada puerto.

El señor Melero, en la misma línea que el Diputado Auth, agregó que hay empresas que pagan para el fondo de modernización pero que no reciben aporte, por lo que a su juicio es excluyente.

El señor Ortiz expresó que hay que reconocer que existen empresarios que cumplen las normas y le preocupa la situación de los trabajadores, simplemente se está reconociendo el derecho de un descanso mínimo. Estima que se está en el camino correcto pero se debe analizar objetivamente el impuesto o aporte y a quienes beneficiará el fondo de modernización ya que a su parecer habría una discriminación respecto de los que sí cumplen la normativa laboral.

El señor Marshall explicó que establecer una tasa es complejo al valor de la carga (ad valorem y no al peso -tonelada- como lo propone el proyecto) ya que por una parte hay convenios internacionales que cumplir la materia; como asimismo, la existencia de puertos privados y otros concesionados. 

El señor Francisco García, abogado del Instituto Libertad y Desarrollo, efectuó sus observaciones en cuanto a la naturaleza jurídica del aporte que establece el proyecto: en tal sentido, destacó la relevancia de determinar su naturaleza jurídica y en consecuencia la normativa que le resulta aplicable. Destacó que de ser un impuesto, le sería aplicable, entre otras materias, la limitación constitucional de no afectación de los tributos (art.19 N°22 inciso segundo de la CPR).

La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, haciéndose cargo de las inquietudes planteadas tanto por los integrantes de la Comisión, como por los invitados, explicó que históricamente los turnos se han regulado en la forma que contempla el proyecto y se está simplemente poniendo el interés superior del trabajador; enfatizó que no se afectarán los procesos de trabajo y por eso se otorga a las partes la posibilidad de establecerlo de mutuo acuerdo. En cuanto a la naturaleza jurídica del aporte, señaló que son denominaciones que les da el legislador y citó como ejemplo el seguro de cesantía, que por ley es definido como aporte y respecto de éste nunca se ha efectuado un reparo de constitucionalidad. 

El señor Francisco Díaz, Subsecretario del Trabajo, expresó que si bien hay una diferencia de las organizaciones sobre la aplicación práctica del sistema de relevos, señaló que se presentará una indicación para asegurar que cualquiera sea la opción, contratar cuadrillas o bien se suspender la faena, se dará seguridad a los trabajadores y la faena, cuestión que le corresponderá a la Dirección del trabajo velar por su correcta aplicación. 

Finalmente, el señor Julio Valladares, abogado asesor del Ministerio de Hacienda y a instancia del señor Aguiló aclaró que se optó por la medida de cálculo por tonelaje en base a las conversaciones sostenidas con los actores del sector y que la medición ad valorem es difícil de efectuar ya que no se cuenta con información o estadísticas que permitan hacer estimaciones. 

VOTACIÓN

Conforme con lo dispuesto por la Comisión Técnica, la de Hacienda debe discutir y votar los artículos 3°,4°, 5° y el primero transitorio.

Indicación del Ejecutivo

ARTÍCULO 1°

1) Para modificar el artículo 1° en el siguiente sentido:

a) Elimínase el numeral i) de la letra b) del numeral 1.-, pasando el actual número ii) a ser número i) y así sucesivamente.

b) Reemplázase en el numeral 4), en el inciso segundo que agrega, la expresión “por la” por la frase “de conformidad con”.

El señor Lorenzini (Presidente de la Comisión) procedió a declarar inadmisible esta indicación, por cuanto recae en una disposición que no corresponde que sea de conocimiento de esta Comisión, conforme con el inciso segundo del artículo 220 del Reglamento.

ARTÍCULO 3°

El artículo tiene el siguiente tenor: 

“Artículo 3°.- Autorícese, a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, la creación y funcionamiento de un Fondo de Modernización Portuaria, cuyo objeto será apoyar la ejecución de acciones para el mejoramiento institucional en el sector portuario público y privado nacional, con miras a mejorar sus niveles de eficiencia y competitividad. 

Este Fondo será administrado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y recibirá transferencias desde el Tesoro Público según lo disponga la Ley de Presupuesto de cada año. Un reglamento expedido mediante Decreto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que llevará la firma del Ministro de Hacienda, determinará las actividades y los mecanismos de asignación de los recursos del Fondo, y podrá considerar la opinión de la Comisión Asesora en materias Marítimas y Portuarias creada por el Decreto Supremo N° 70, de 2008, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en los términos allí establecidos. Éste fondo finalizará el año 2018, los recursos existentes en él, a dicha fecha deberán ser transferidos al Tesoro Público de acuerdo a las instrucciones que sobre la materia imparta la Dirección de Presupuestos.”.

Indicación parlamentaria

Del señor Lorenzini:
Para intercalar en su párrafo segundo antes de la palabra “año” (la segunda vez que aparece), que se suprime, la frase “1° de marzo de”.

El señor Lorenzini (Presidente de la Comisión) procede a declarar inadmisible la indicación, por incidir en materias de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República.

Indicación del Ejecutivo

2) Para modificar el artículo 3° en el siguiente sentido:

a) Intercálase en su inciso primero entre la palabra “nacional,” y la expresión “con miras”, la frase “en aspectos tales como el perfeccionamiento de los sistemas de información y de estadísticas portuarias,”.

b) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “Ley de Presupuesto” por “Ley de Presupuestos del Sector Público” y la frase “Éste fondo finalizará el año 2018,” por la expresión “Este fondo se extinguirá el año 2018 y”.

Método de votación: la Comisión acuerda votar el artículo 3°, conjuntamente con las indicaciones del Ejecutivo.

Sometido a votación el artículo 3°, conjuntamente con la indicación N°2 del Ejecutivo, es aprobado por el voto favorable de los Diputados señores Aguiló, Auth, Lorenzini, Ortiz, Schilling y Torres, por Walker (6). Votaron en contra los señores De Mussy, Osvaldo Urrutia (por Macaya), Melero, Santana y Silva (5).

ARTÍCULO 4°

La disposición es del siguiente tenor:

“Artículo 4°.- Establécese por cuatro años, un aporte a beneficio fiscal, correspondiente a 0.3 dólares de Estados Unidos de América, por cada una de las toneladas de carga transferida por las empresas concesionarias de puertos privados, concesionarias de frentes de atraque portuarios y, en el caso de los puertos no concesionados, la empresa pública estatal administradora, en todos los casos, con cargo a éstas. Con los recursos recaudados anualmente, se podrán realizar aportes al Fondo señalado en el artículo anterior, por un monto máximo equivalente en moneda nacional a 10 millones de dólares anuales. Un reglamento expedido mediante Decreto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que llevará la firma del Ministro de Hacienda, señalará la forma de determinar los pagos de cada una de las empresas antes señaladas, en función de la carga transferida en el año inmediatamente anterior. El reglamento detallará la periodicidad e información que las mismas empresas deberán proporcionar al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para efectos verificar el cumplimento de lo dispuesto en el presente artículo. En cualquier caso, los pagos a realizar por concepto del aporte deberán ser enterados, a más tardar, el 30 de Abril de cada año en la Tesorería General de la República, entidad encargada del cobro y recaudación del mismo.”
Indicación del Ejecutivo:

3) Para modificar el artículo 4° en el siguiente sentido:

a) Intercálase en su inciso primero, entre la expresión “cuatro años,” y “un aporte a beneficio fiscal”, la frase “contados desde la entrada en vigencia de la presente ley,”.

b) Sustitúyese la expresión “correspondiente a 0,3 dólares de Estados Unidos de América, por cada una de las toneladas de carga transferida” por la expresión “correspondiente a 0,2 dólares de Estados Unidos de América por cada una de las toneladas de carga general y de 0,1 dólares de Estados Unidos de América por cada una de las toneladas de carga a granel sólido o líquido, excluidas las toneladas de cabotaje, transferidas”.

c) Sustitúyese la expresión “Con los recursos recaudados anualmente,” por la expresión “En el mismo período”.

d) Reemplázase la frase “10 millones de dólares” por “2 millones de dólares de Estados Unidos de América”.

Método de votación: La Comisión acordó votar la disposición conjuntamente con sus indicaciones.

Sometido a votación el artículo 4°, conjuntamente con la indicación N° 3 del Ejecutivo, es rechazado. Recibe los votos a favor de los señores Aguiló, Lorenzini, Ortiz, Schilling y Torres, por Walker (5). Votaron en contra los señores De Mussy, Osvaldo Urrutia (por Macaya), Melero, Santana y Silva (5). Se abstuvo el señor Auth (1).

Debate:

El señor Ortiz expresó que se debiera analizar en profundidad este punto porque considera que se está cometiendo una discriminación y no le parece que la se calcule el pago del aporte por toneladas y no ad valorem.

El señor Aguiló coincidió con el señor Ortiz y aclaró para efectos de resolver la injusticia, por qué no se cobra por el valor de la exportación, si es información que está disponible para hacer estimaciones. Expresó que se recaudará lo mismo, pero la carga dentro del empresariado será más justa.

Por su parte, el señor Auth compartió que no está de acuerdo con la inequidad que se produce con el proyecto en cuanto al pesaje para aplicar el aporte y abogó también por la utilización del parámetro según valor de la carga.

El señor Melero formula reserva de Constitucionalidad sobre el artículo 4° del proyecto, por infracción constitucional por tratarse como aporte algo que es un tributo.

El Diputado señor Ortiz vota a favor a la espera de una solución por Ejecutivo.

El señor Lorenzini (Presidente de la Comisión) comparte con Ejecutivo en la búsqueda de una formula mejor.

ARTÍCULO 5°

La disposición es del siguiente tenor:

“Artículo 5°.- Solo una vez en vigencia el reglamento señalado en el artículo anterior, autorízase a la Tesorería General de la República a pagar el beneficio a que se refiere el artículo primero transitorio de la presente ley. Con todo, dichos pagos se sujetarán a las reglas y plazos contenidos en dicha disposición.”.

Indicación del Ejecutivo:

4) Para modificar el artículo 5° en el siguiente sentido:

Intercálase entre la expresión “reglamento” y “señalado en el artículo anterior,” la frase “que regula el aporte a beneficio fiscal”.

Método de votación: la Comisión acuerda de votar el artículo conjuntamente con la indicación del Ejecutivo.

Sometido a votación el artículo 5° conjuntamente con la indicación N° 4 del Ejecutivo, es aprobado con los votos favorable de los Diputados señores Aguiló, Auth, Lorenzini, Ortiz, Schilling y Torres (por Walker) (6). Se abstuvieron los señores De Mussy, Osvaldo Urrutia (por Macaya), Melero, Santana y Silva (5).

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO

La disposición es del siguiente tenor:

“ARTÍCULO PRIMERO.- Excepcionalmente, a contar de la entrada en vigencia de los 1°, 2° 3° 4° y 5° de la presente ley, los trabajadores portuarios que acrediten el cumplimiento de los requisitos que a continuación se indican, accederán, por única vez, al pago de un beneficio en dinero que se determinará conforme a las reglas del presente artículo.

Para impetrar el beneficio a que se refiere este artículo se deberá acreditar el haber prestado para una empresa de muellaje dentro de un recinto portuario servicios efectivos como trabajador portuario en los términos del inciso primero del artículo 133 del Código del Trabajo, a lo menos, durante un turno el año 2013, siempre que se haya ingresado a prestar los precitados servicios, con anterioridad al 1° de enero de 2013 y que los precitados servicios se hayan prestado en turnos ininterrumpidos sin derecho a descanso. Adicionalmente, deberá acreditarse la realización de, a lo menos, 36 turnos anuales promedio entre los años 2005 y 2012. Tratándose de los trabajadores portuarios de Talcahuano el precitado promedio de turnos anuales se computará entre los años 2005 y 2009.

Para el cálculo precitado promedio, se dividirá el total de turnos del período por el número de años efectivamente trabajados durante el mismo.

Se excluirán del cálculo, los períodos en que los trabajadores postulantes se hayan encontrado con licencia médica, legalmente tramitada, o realizando estudios en instituciones de educación del Estado o reconocidas por éste, lo que se acreditará mediante certificados emitidos por las respectivas instituciones.

Excepcionalmente, tratándose de trabajadores portuarios que hayan egresado ya sea por la obtención de pensión o jubilación o como a consecuencia de un proceso de licitación con anterioridad al año 2013, no se exigirá el promedio de turnos descrito sino sólo que acrediten haberse desempeñado durante, a lo menos, tres años continuos en el período comprendido entre los años 2005 y 2012.

Con todo, el beneficio sólo podrá impetrarse por aquellos trabajadores que, cumpliendo las condiciones precedentes, se hayan encontrado con vida al 25 de enero de 2014.

En caso de fallecimiento de un trabajador portuario ocurrido con posterioridad al 25 de enero de 2014, pero antes de la fecha de postulación al beneficio a que se refiere este artículo, o durante la tramitación de su postulación, o una vez aceptado como beneficiario, cualquiera de los legitimarios podrá ejercer sus derechos en el procedimiento de postulación establecido en esta ley. Con todo, de proceder el beneficio por haberse cumplido los requisitos para acceder él, éste sólo se entregará a quién corresponda de acuerdo con la respectiva resolución de posesión efectiva.

No podrán acceder al beneficio a que se refiere este artículo los trabajadores que cumplan sus funciones en horario administrativo y los que tengan o hayan tenido pactado en sus contratos de trabajo derecho al descanso de colación.

Para determinar el monto del beneficio a que se refiere este artículo, se aplicarán las reglas siguientes:

1) Por cada turno efectivamente realizado en el período comprendido entre el 1° de enero de 2005 y el 31 de diciembre de 2012 se pagará a cada trabajador que acredite los requisitos para impetrar el beneficio la suma de $ 1.953.- (mil novecientos cincuenta y tres pesos).

2) Tratándose de trabajadores portuarios que no trabajen por sistema de nombrada, contratados por renta fija, recibirán el pago en base a 24 turnos por mes, respecto del período de vigencia del respectivo contrato de trabajo. 

3) Tratándose de trabajadores que desempeñen como amarradores, traspaletistas y encarpadores, el beneficio se pagará en base a 12 turnos por mes, respecto del período de vigencia del respectivo contrato de trabajo.

El cumplimiento de los requisitos establecidos para acceder al beneficio y su monto, serán verificados y calculado, respectivamente, de oficio, por una Comisión Revisora, en adelante la “Comisión”, que estará facultada para recopilar y recibir la información oficial disponible que sea útil para el cumplimiento de sus fines. Sin perjuicio de lo anterior, los trabajadores portuarios podrán postular y allegar los antecedentes que estimen convenientes de conformidad a las reglas que se señalan más adelante. 

La Comisión estará conformada por dos representantes de la Subsecretaría del Trabajo, uno de los cuales será designado presidente; dos representantes de la Subsecretaría de Previsión Social; dos representantes del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y un representante de la Dirección del Trabajo. Todos los miembros serán designados por los respectivos jefes de servicio, mediante resolución exenta.

La Comisión deberá contar con una Secretaría, encargada de la recepción de las postulaciones, atención de los postulantes y demás labores de apoyo que los integrantes de la Comisión le soliciten.

El procedimiento de funcionamiento interno y las demás normas para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones de la Comisión será determinado mediante resolución interna del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

La Comisión, dentro de los 60 días hábiles siguientes a la publicación en el Diario Oficial de la presente Ley, determinará, de oficio, los beneficiarios y el monto del beneficio, conforme los registros públicos de que disponga. Los trabajadores portuarios interesados podrán consultar su situación a través de la página WEB del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. La publicación de la información se realizará resguardando la privacidad de los datos personales del beneficiario.

Los interesados podrán aceptar el beneficio determinado de oficio por la Comisión, y/o presentarse al procedimiento de postulación, sea por el total del monto del beneficio que al postulante crea corresponderle o por la diferencia no otorgada de oficio por la Comisión, mediante el Formulario Único que se pondrá a disposición en la página WEB de la Subsecretaria del Trabajo.

En caso de aceptación del beneficio establecido de oficio por la Comisión, el beneficiario deberá presentar a la Secretaría de ésta una carta de aceptación, a través del modelo que se pondrá a disposición de los interesados en la página WEB del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. La no aceptación del beneficio dentro del plazo de 30 días hábiles contados desde la publicación de la nómina a que se refiere el inciso décimo cuarto, supone la renuncia irrevocable a éste. 

Sin perjuicio de la determinación de los beneficiarios y el monto del beneficio que haga de oficio la Comisión, los trabajadores podrán presentar en cualquier caso, su postulación directa al beneficio. 

Las postulaciones deberán ser presentadas dentro del plazo de 60 días hábiles contados desde que Dirección del Territorio Marítimo y Marina Mercante entregue a los interesados el certificado a que se refiere el inciso siguiente o dentro de los 90 días hábiles siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, en el caso de los trabajadores portuarios que decidan postular sin ese certificado.

Para efectos de acreditar el cumplimiento de los requisitos para acceder al beneficio y calcular el monto de éste, el trabajador portuario interesado, personalmente o por intermedio de una organización sindical que lo represente, dentro del plazo de 30 días hábiles contados desde la publicación de la presente ley, podrá solicitar a la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, un Certificado que indique la cantidad de turnos que registra en el sistema entre los años 2005 y 2012, detallando el número efectivamente realizados en cada uno de dichos años.

Si transcurrido el plazo a que se refiere el inciso anterior no se solicitara el certificado, se entenderá que el trabajador portuario renuncia a acreditar los turnos registrados ante la autoridad marítima, para acceder al beneficio.

La Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, deberá otorgar el certificado solicitado en el plazo máximo de 30 días hábiles contados desde la solicitud, dejando constancia de la fecha de entrega material de éste. Este certificado será gratuito para los efectos de esta ley.

Los trabajadores portuarios que decidan iniciar proceso de postulación al beneficio podrán acompañar, además del certificado a que se refieren los incisos anteriores, uno o más de los siguientes documentos:

a) Uno o más certificados emitidos por una empresa portuaria o de muellaje que desarrolle funciones dentro de un recinto portuario, en los que se acredite el período de tiempo en que el trabajador portuario postulante prestó servicios para ellas, en labores comprendidas en el inciso primero del artículo 133 del Código del Trabajo. En este caso el trabajador postulante deberá adjuntar, además, un certificado de cotizaciones previsionales que respalde la información entregada en cada uno de los certificados que adjunte. Sin este documento adicional no se dará valor al o los certificados otorgados por las empresas.

b) Uno o más contratos de trabajo con una empresa portuaria o de muellaje que desarrolle funciones dentro de un recinto portuario, en los que se acredite prestación de servicios como trabajador portuario permanente en labores comprendidas en el inciso primero del artículo 133 del Código del Trabajo, en jornada completa. En este caso el trabajador postulante deberá adjuntar además un certificado de cotizaciones previsionales que respalde la información entregada en cada uno de los certificados que adjunte. Sin este documento adicional no se dará valor al o los certificados otorgados por las empresas.

c) Actas de fiscalización de la Inspección del Trabajo o sentencia judicial ejecutoriada donde conste que el postulante prestó servicios dentro de un recinto portuario en labores comprendidas en el inciso primero del Artículo 133 del Código del Trabajo, para una empresa portuaria o de muellaje, como trabajador eventual o permanente.

d) Certificados emitidos por el Servicio de Impuestos Internos, el Servicio Nacional de Aduanas, el Instituto de Previsión Social, las Mutualidades de Empleadores, la Superintendencia de Pensiones, la Superintendencia de Seguridad Social o cualquier otro documento original que haya sido emitido por organismos oficiales públicos o privados, que permitan acreditar el número de turnos realizados y/o la cantidad de años como trabajador portuario, sin que dichos documentos sean excluyentes entre sí.

Los trabajadores postulantes al beneficio podrán acompañar una minuta explicativa que ilustre la forma en que dichos certificados o documentos acreditan el número de turnos realizados. La precitada minuta deberá ajustarse al formato que defina previamente la Comisión, el que será puesto a disposición de los postulantes a través la página Web de la Subsecretaría del Trabajo.

La Comisión dispondrá de un plazo de 60 días hábiles contados desde la recepción de las postulaciones, para verificar si el trabajador postulante cumple los requisitos para ser beneficiario y, en su caso, el monto del beneficio.

Si la Comisión no resuelve la postulación dentro del plazo señalado en el inciso anterior, se entenderá que ha sido acogida en base a los turnos indicados por el trabajador en el formulario de postulación.

Determinados por parte de la Comisión los trabajadores portuarios postulantes que cumplen los requisitos para acceder al beneficio y el monto de éste, deberá notificarlo por medio de carta certificada, a la dirección indicada en el formulario de postulación. Las organizaciones o personas que hayan sido autorizadas por el postulante para representarle en el procedimiento de postulación, podrán acceder al resultado de la postulación, notificándose de su resultado en la Secretaría de la Comisión. Igual notificación procederá en caso de rechazo del beneficio.

En caso de rechazo, el trabajador podrá deducir por escrito, reclamación dentro del plazo de 60 días hábiles, debiendo comparecer personalmente o a través de la organización que le represente, según su preferencia. La reclamación deberá presentarse, por escrito, ante la Secretaría de la Comisión.

La reclamación solo habilitará a subsanar errores vinculados a la evaluación de los antecedentes presentados, sin que puedan allegarse documentos adicionales a la postulación. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión podrá solicitar, de oficio, información adicional al postulante o a instituciones públicas o privadas. La Comisión deberá resolver las reclamaciones, dentro de los 90 días hábiles siguientes a su presentación, con los antecedentes con los que disponga. La resolución deberá notificarse de la misma forma prevista para la postulación.

En caso de solicitarse información adicional, se suspenderá el plazo previsto para la resolución de la postulación, mientras no se reciba la información solicitada, por el plazo de 30 días, prorrogables por una sola vez. 

Si la Comisión Revisora no resuelve la reclamación dentro del plazo señalado para ello en este artículo, se entenderá que ésta ha sido acogida. 

Los postulantes que decidan no ejercer la reclamación, podrán, por sí o la organización que los represente, renunciar al plazo que se encuentre pendiente para interponerla. Esta renuncia deberá ser suscrita por el postulante ante el Inspector de la Dirección del Trabajo u otro Ministro de Fe, en el Formulario de Renuncia que se pondrá a disposición de los interesados en la página WEB de la Subsecretaría del Trabajo y deberá presentarse directamente en la Secretaría de la Comisión, o a través de correo electrónico que se habilite para estos efectos.

Las postulaciones quedarán afinadas una vez que el postulante renuncie al plazo para deducir la reclamación, o transcurra dicho plazo sin que la hubiere interpuesto, o cuando ésta sea resuelta por la Comisión. 

Corresponderá a la Comisión informar a la Subsecretaría del Trabajo, los beneficios determinados de oficio y aceptados por los beneficiarios así como las postulaciones afinadas, dentro de los 10 días siguientes a que queden en ese estado. Dicha nómina deberá contener el nombre completo, cédula de identidad y monto del beneficio económico que le corresponde a cada beneficiario.

La Subsecretaría del Trabajo, dentro del plazo de 5 días hábiles de recibidos los antecedentes, deberá comunicar a la Tesorería General de la República, la orden de pago del beneficio.

Recibida la información señalada en el inciso anterior, la Tesorería General de la República dispondrá del plazo de 20 días hábiles para efectuar el pago del beneficio a los beneficiarios.

Para los efectos del procedimiento de entrega del beneficio económico de que trata este artículo, serán días hábiles todos los días de las semana, con exclusión del sábado, domingo y festivos declarados por ley.

El beneficio solo podrá ser pagado al beneficiario o sus herederos, cuando corresponda. En caso alguno podrá pagarse a un mandatario u organización que le represente.

Sin perjuicio de la responsabilidad penal que les corresponda, los trabajadores portuarios y/o empresas portuarias o de muellaje que presenten u otorguen documentación falsa en su postulación, no podrán acceder al beneficio de este artículo.

El beneficio a que se refiere este artículo no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.”.

Indicación retirada

Del señor Lorenzini
En el inciso primero, para agregar antes de la expresión “1°” la palabra “artículos”. Su autor la retiró y solicitó se deje constancia en el informe que se corrija por Secretaría dicho inciso, agregando la palabra “artículos” que evidentemente falta antes de “1°,2°,3°,4° y 5°”.

Sometido a votación el artículo primero transitorio, es aprobado en los mismos términos que la Comisión Técnica, con los votos favorables de los Diputados señores Aguiló, Auth, Lorenzini, Ortiz, Schilling y Torres, por Walker (6).Se abstuvieron los señores De Mussy, Osvaldo Urrutia (por Macaya), Melero, Santana y Silva (5).

Tratado y acordado en sesiones de fechas 18 de junio y 1 de julio de 2014, con la asistencia de los Diputados señores Pablo Lorenzini (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por Aguiló); Aguiló; Campos (por Auth); el señor Auth; De Mussy; Jaramillo; Macaya; Osvaldo 


Urrutia (por Macaya); María José Hoffmann (por Macaya); Melero; Monsalve; Ortiz; Santana; Schilling; Saldívar (por Schilling); Silva; Walker; Torres (por Walker). Asistieron además, los señores Andrade, Vallespin, Cornejo y la señora Clemira Pacheco.

Sala de la Comisión, a 1 de julio de 2014.

(Fdo.): PATRICIO VELÁSQUEZ WEISSE, Abogado Secretario de la Comisión”.
6. Certificado de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “Discusión inmediata”, que Reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, de la asignación familiar y maternal, y del subsidio familiar, para los períodos que indica. (boletín N° 9423-05)

“Valparaíso, 02 de julio de 2014.


El Secretario de Comisiones que suscribe, certifica:


Que el proyecto de ley originado en un mensaje de S.E. la Presidenta de la República que tiene por objeto el de reajustar el monto del ingreso mínimo mensual, de la asignación familiar y maternal y del subsidio familiar, para los periodos que indica, boletín N° 9423-05, con urgencia calificada de “de discusión inmediata”, fue tratado en esta Comisión, en la sesión del día miércoles 2 de julio de 2014, con la asistencia de los Diputados señores Lorenzini, don Pablo (Presidente); Aguiló, don Sergio; Auth, don Pepe; De Mussy, don Felipe; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Melero, don Patricio; Monsalve, don Manuel; Ortiz, don José Miguel; Santana, don Alejandro; Saldívar, don Raúl (por el señor Schilling); Trisotti, don Renzo (por el señor Silva), y Torres, don Víctor (por el señor Walker).

Constancias reglamentarias previas:

1.- Origen y urgencia

La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

2.- Disposiciones o indicaciones rechazadas

Ninguna.

3.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad

Todas las disposiciones del proyecto fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes.

4.- Se designó Diputado Informante al señor Sergio Aguiló.

5.- Que el articulado del proyecto no reviste el carácter de norma orgánica constitucional, ni sus normas requieren ser aprobadas con quórum calificado.

Asistieron a la Comisión durante el estudio de la iniciativa el señor Alberto Arenas, Ministro de Hacienda, los Asesores Legislativos de ese Ministerio, el señor Julio Valladares y la señora Macarena Lobos; la señora Javiera Blanco, Ministra del Trabajo y Previsión Social, el señor Francisco Díaz, Subsecretario del Trabajo y los asesores de esa Cartera, señor Cristián Luco, señora Claudia Donaire y el señor Francisco del Río. Asimismo, concurrieron los dirigentes de la Central Unitaria de Trabajadores, señores Nolberto Díaz Sánchez, Juan Antonio Moreno Gamboa, Guillermo Salinas Vargas, José Díaz Zavala, Jorge Hermosilla y José Hermosilla.

Votación en general

Puesto en votación general el proyecto, fue aprobada la idea de legislar por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Aguiló, don Sergio; Auth, don Pepe; De Mussy, don Felipe; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Melero, don Patricio; Monsalve, don Manuel; Ortiz, don José Miguel; Santana, don Alejandro; Saldívar, don Raúl (por el señor Schilling); Trisotti, don Renzo (por el señor Silva), y Torres, don Víctor (por el señor Walker).

Discusión y votación en particular.

Artículo 1°

Del siguiente tenor:
“Artículo 10.- Elévase, a contar del 1° de julio de 2014, de $ 210.000 a $ 225.000 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta de 65 años de edad. A partir del 1° de julio de 2015 dicho monto será de $ 241.000 y, a contar del 1° de enero de 2016, tendrá un valor de $ 250.000.

Elévase, a contar del 1° de julio de 2014, de $ 156.770 a $ 167.968 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad. Este ingreso mínimo ascenderá a $ 179.912, a contar de 1° de julio de 2015 y a $ 186.631, a contar del 1° de enero de 2016.

Elévase, a contar del 1° de julio de 2014, el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales, de $ 135.463 a $ 145.139. Este valor se elevará a 
$ 155.460 a contar del 1° de julio de 2015 y a $ 161.265, a contar del 1° de enero del 2016.

Se presentaron dos indicaciones del Diputado señor Lorenzini para modificar el inciso primero:

La primera de ellas, para reemplazar la cifra “$ 225.000” por “$ 226.000”.

La segunda, para agregar, la palabra “mínimo” antes de la frase “será de $ 241.000” y antes de la expresión “de $ 250.000”.

El Presidente de la Comisión declaró inadmisible ambas indicaciones, por corresponder a materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Del mismo modo, se presentó una indicación de los señores De Mussy, Melero, Trisotti y Santana, del siguiente tenor:

“Para agregar un nuevo inciso cuarto en el artículo 1° del siguiente tenor:

“los montos establecidos en los incisos anteriores, cuyas vigencias comiencen el año 2015, podrán ser reajustados, habida consideración de los siguientes criterios:

a) La variación del índice de precios del consumidor entre el mes anterior a la entrada en vigencia del reajuste anterior, hasta el mes anterior a la fecha del pronunciamiento; 

b) El nivel de productividad del país dentro del mismo periodo señalado en la letra anterior, y 

c) El contexto macroeconómico.

El Ministerio de Hacienda deberá informar al Congreso Nacional de estos criterios, un mes antes de que entren en vigencia los montos ya señalados.”.

El Presidente de la Comisión, la declaró inadmisible por incidir en materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Artículo 2°

Del siguiente tenor:
Artículo 2°.- Reemplázase, el inciso primero del artículo 1 de la ley N° 18.987, por el siguiente:

“Artículo 1°.- La asignación familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, regulada por el decreto con fuerza de ley N°150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrá para los años que se señalan los valores consignados en la tabla siguientes, según el ingreso mensual del beneficiario:

	A contar del 1° de Julio de 2014


	a) De $ 9.242 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $ 236.094.

b) De
$ 5.672
por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 236.094 y no exceda los $ 344.840.

c) De $ 1.793 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 344.840 y no exceda los $ 537.834.

d) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $ 537.834 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.

	A contar del 1° de Julio de 2015
	a) De
$ 9.899 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $ 252.882.

b) De $ 6.075 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 252.882 y no exceda los $ 369.362. 

c) De $ 1.920 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 369.362 y no exceda los $ 576.080.

d) Las
personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $ 576.080 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.



	A contar del 1° de enero de 2016
	a) De $ 10.269 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $ 262.326.

b) De $ 6.302 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 262.326 y no exceda los $ 383.156.

c) De $ 1.992 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 383.156 y no exceda los $ 597.593.

d) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $ 597.593 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores.

Dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.

Los beneficiarios contemplados en la letra f) del artículo 2° del citado decreto con fuerza de ley N° 150, y los que se encuentren en goce de subsidio de cesantía se entenderán comprendidos en el grupo de beneficiarios indicados en las letras a) del cuadro precedente.”.

Se presentó una indicación del Diputado señor Lorenzini para eliminar en el inciso primero la expresión “inciso primero del”.

Artículo 3°

Del siguiente tenor:
Artículo 3°.- Fijase el subsidio familiar establecido en el artículo 1° de la ley N°18.020 en los valores que a continuación se indican para los años que se señalan en la tabla siguiente:

	FECHA
	VALOR SUBSIDIO FAMILIAR

	A contar del 1° de julio de 2014

	$ 9.242

	A contar del 1° de julio de 2015
	$ 9.899

	A contar del 1° de enero de 2016
	$ 10.269


Artículo 4°

Del siguiente tenor:
Artículo 4°.- El mayor gasto que represente la aplicación de la presente ley en el año 2014 se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público y en los años 2015 y 2016, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.”.

Artículo Nuevo

Se presentó una indicación del Diputado señor Lorenzini para agregar un Artículo Primero Transitorio, del siguiente tenor:

“En el plazo de nueve meses se estudiará la posibilidad de tener un salario mínimo regionalizado.”.

El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, por corresponder a materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Votación en particular

La Comisión acordó votar en forma conjunta los cuatro artículos del proyecto, incorporando en su artículo segundo la indicación del señor Lorenzini que suprime la frase “inciso primero del”.

Sometido a votación particular el proyecto, con la referida indicación, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes señores Aguiló, Auth, De Mussy, Jaramillo; Lorenzini; Melero, Monsalve, Ortiz, Santana, Saldívar, Trisotti y Torres.

La Comisión acordó que el informe se emitiera en forma verbal, directamente en la Sala, para lo cual designó Diputado Informante al señor Sergio Aguiló Melo.

Al presente certificado se adjunta informe financiero N° 62 elaborado por la Dirección de Presupuestos, del 01 de julio de 2014.

En consecuencia, la Comisión de Hacienda ha aprobado el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 10.- Elévase, a contar del 1° de julio de 2014, de $ 210.000 a $ 225.000 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta de 65 años de edad. A partir del 1° de julio de 2015 dicho monto será de $ 241.000 y, a contar del 1° de enero de 2016, tendrá un valor de $ 250.000.

Elévase, a contar del 1° de julio de 2014, de $ 156.770 a $ 167.968 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad. Este ingreso mínimo ascenderá a $ 179.912, a contar de 1° de julio de 2015 y a $ 186.631, a contar del 1° de enero de 2016.

Elévase, a contar del 1° de julio de 2014, el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales, de $ 135.463 a $ 145.139. Este valor se elevará a 
$ 155.460 a contar del 1° de julio de 2015 y a $ 161.265, a contar del 1° de enero del 2016.

Artículo 2°.- Reemplázase el artículo 1° de la ley N° 18.987, por el siguiente:

“Artículo 1°.- La asignación familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, regulada por el decreto con fuerza de ley N°150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrá para los años que se señalan los valores consignados en la tabla siguientes, según el ingreso mensual del beneficiario:

	A contar del 1° de Julio de 2014
	a) De $ 9.242 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de 
$ 236.094.

b) De $ 5.672 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 236.094 y no exceda los $ 344.840.

c) De $ 1.793 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 344.840 y no exceda los $ 537.834.

d) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $ 537.834 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.

	A contar del 1° de Julio de 2015
	a) De
$ 9.899 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $ 252.882.

b) De $ 6.075 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 252.882 y no exceda los $ 369.362. 

c) De $ 1.920 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 369.362 y no exceda los $ 576.080.
d) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $ 576.080 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.

	A contar del 1° de enero de 2016
	a) De $ 10.269 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $ 262.326.

b) De $ 6.302 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 262.326 y no exceda los $ 383.156.

c) De $ 1.992 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 383.156 y no exceda los $ 597.593.

d) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $ 597.593 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores.

Dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.

Los beneficiarios contemplados en la letra f) del artículo 2° del citado decreto con fuerza de ley N° 150, y los que se encuentren en goce de subsidio de cesantía se entenderán comprendidos en el grupo de beneficiarios indicados en las letras a) del cuadro precedente.”.

Artículo 3°.- Fijase el subsidio familiar establecido en el artículo 1° de la ley N°18.020 en los valores que a continuación se indican para los años que se señalan en la tabla siguiente:

	FECHA
	VALOR SUBSIDIO FAMILIAR

	A contar del 1°de julio de 2014

	$ 9.242

	A contar del 1°de julio de 2015
	$ 9.899

	A contar del 1°de enero de 2016
	$ 10.269


Artículo 4°.- El mayor gasto que represente la aplicación de la presente ley en el año 2014 se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público y en los años 2015 y 2016, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.”.


(Fdo.): PATRICIO VELÁSQUEZ WEISSE, Abogado Secretario de la Comisión”.

7. Segundo Informe sobre las actividades desarrolladas por el Consejo de
Seguridad  de Naciones Unidas, durante el mes de junio de 2014.

“Honorable Cámara


Tengo a honra informar acerca de las actividades desarrolladas por el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, durante el mes de junio de 2014, de conformidad con lo solicitado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, en orden de mantener informada a la Corporación, sobre la labor que desarrolla dicho Consejo.


1.- ARMAS QUÍMICAS EN SIRIA.

Se realizan consultas sobre los avances en la implementación de la resolución 2118 
(Armas Químicas) en Siria. Informa la Coordinadora Especial de la Misión Conjunta de la Organización para la Prohibición de Armas Químicas (OPAQ) y las Naciones Unidas, Sra. Sigrid Kaag (Países Bajos). (4 de junio).

Antecedentes: Las consultas se celebran en observancia a la obligación establecida en la resolución 2118 (2013), consistente en el deber del Secretario General (SG) de informar mensualmente al Consejo de Seguridad (CS), los avances en la eliminación de armas químicas y sus sistemas vectores en Siria.

El pasado 8 de mayo, durante el séptimo informe mensual al CS, la  Coordinadora Especial de la Misión Conjunta de la OPAQ y las Naciones Unidas, Sra. Sigrid Kaag, hizo un llamado a no perder el sentido de urgencia en la eliminación del 8% restante de materiales químicos (equivalente a 100 ton. métricas) , de conformidad a la resolución 2118 que establece un “procedimiento especial para la rápida destrucción del programa de armas químicas en Siria”, subrayando la importancia de que la comunidad internacional continúe presionando al gobierno sirio, para cumplir con la meta del 30 de junio, en la remoción  del total de armas químicas y sus sistemas vectores. 

Se espera que el próximo debate se centre en el atentado a un convoy de la OPAQ que habría sido perpetrado por fuerzas rebeldes, ocurrido el 26 de mayo,  el cual transportaba a 6 inspectores y 5 conductores sirios, mientras se dirigía al pueblo de Taibet al-Imam, a fin de investigar los 6 presuntos ataques de gas cloro cometidos durante los dos últimos meses contra la población civil. 

En relación a la orientación y tareas que asumirá la Misión Conjunta de la OPAQ, con posterioridad al 30 de junio y, en principio, a la destrucción del material químico, se mantienen consultas en la sede de la OPAQ en La Haya. Se estima que ella debería continuar ejecutando actividades durante un periodo acotado, relacionadas con la destrucción y verificación de instalaciones de almacenamiento de armas químicas, así como la coordinación de posibles visitas de los equipos de expertos técnicos de la Secretaría a Damasco. 

El Consejo de Seguridad no toma acción.

2.- TRIBUNALES PENALES INTERNACIONALES PARA RUANDA Y LA EX YUGOSLAVIA Y EL MECANISMO RESIDUAL PARA LOS TRIBUNALES PENALES INTERNACIONALES. (5 de junio).

Presentaron sus informes semestrales el Presidente del Tribunal Penal Internacional para Ruanda, juez Vagn Joensen y el Fiscal del mismo Sr. Hassan Bubacar Jallow, así como el Presidente y Fiscal del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, juez Thedore Meron y Serge Brammertz, respectivamente. Asimismo, presentaron sus informes semestrales el Presidente del Mecanismo Residual para los Tribunales Penales Internacionales, juez Theodore Meron y el Fiscal de dicho Mecanismo, Sr. Hassan Bubacar Jallow. (5 de junio).

Antecedentes.

Tribunal Penal Internacional para Ruanda (TPIR)

Por medio de la resolución 955, del 8 de noviembre de 1994, el Consejo de Seguridad decidió establecer un tribunal internacional con el propósito exclusivo de enjuiciar a los responsables de genocidio y otras graves violaciones del derecho internacional humanitario cometidas en el territorio de Ruanda y a ciudadanos de Ruanda responsables de genocidio y otras violaciones de esa naturaleza cometidas en el territorio de Estados vecinos entre el 1 de enero de 1994 y el 31 de diciembre de 1994 y, con ese fin, se aprobó el Estatuto del Tribunal Penal Internacional para Ruanda que se contiene en el anexo de dicha resolución. Este tribunal se estableció a solicitud del gobierno de Ruanda (S/1994/1115). Funciona en Arusha, Tanzania. Ha procesado a 93 acusados, ya terminó su labor judicial de primera instancia, quedando solo 4 apelaciones pendientes, previéndose que la última sentencia de apelaciones se dicte en el mes de julio de 2015. Hasta la fecha 9 acusados permanecen fugitivos. 

Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia. (TPIY)

Por medio de la resolución 827, del 15 de mayo de 1993, el Consejo de Seguridad decidió establecer un tribunal internacional con la finalidad exclusiva de enjuiciar a los presuntos responsables de graves violaciones del derecho internacional humanitario cometidas en el territorio de la ex Yugoslavia entre el 1 de enero de 1991 y una fecha que el Consejo de Seguridad determinaría una vez restaurada la paz y, con ese fin, aprobó el Estatuto del Tribunal Internacional anexado al informe del Secretario General (S/25704 y Add. 1). Este tribunal funciona en La Haya, Países Bajos. Ha acusado a 161 personas, y hasta la fecha han concluido 141 procedimientos. Actualmente tiene 9 causas, de las cuales 4 están en juicio y 5 en etapa de Apelación. No hay prófugos ni fugitivos. Se prevé que la última sentencia que resuelva las apelaciones presentadas se dicte en el mes de junio de 2017. 

Mecanismo Residual para los Tribunales Penales Internacionales

Este Mecanismo fue establecido por el Consejo de Seguridad el 22 de diciembre de 2010, por medio de la resolución 1966, para desempeñar un número de funciones esenciales del TPIY y del TPIR, luego del término de sus respectivos mandatos. El establecimiento del mecanismo constituye un paso clave para las estrategias de término de dichos tribunales. Es un órgano nuevo, temporal y eficiente, cuyo fin es continuar la jurisdicción, derechos, obligaciones y funciones esenciales de los señalados tribunales y mantener el legado de los mismos. El Mecanismo contempla 2 subdivisiones, una de ellas cubrirá las funciones heredadas del TPIR y está ubicada en Arusha, Tanzania, la que comenzó sus funciones el 1 de julio de 2012. La otra subdivisión se sitúa en La Haya y tomó las funciones del TPIY a partir del 1 de julio de 2013.

El Consejo de Seguridad no toma acción.

3.- CONSULTAS ENTRE EL CONSEJO DE SEGURIDAD ONU Y EL CONSEJO DE PAZ Y SEGURIDAD DE LA UNIÓN AFRICANA (UA). (6 de junio).

Antecedentes: El viernes 6 se realizó la octava versión de esta reunión anual sobre cooperación entre ambos órganos con respecto a los principales temas y conflictos teniendo lugar en el continente africano, donde se analizaron las situaciones en la República Centroafricana,  Mali, Somalia y Sudán del Sur, entre otros. Por parte de la UA, participó el Presidente del Consejo de Paz y Seguridad (Embajador Mull Katende de Uganda), autoridades de la Comisión de la UA y varios embajadores de países africanos acreditados ante ese organismo.

Al concluir la reunión se adoptó un Comunicado Conjunto que se encuentra en proceso de negociación en Nueva York, documento que engloba los principales temas y crisis antes señalados. Incluye varias propuestas de la Delegación de Chile, entre ellas lenguaje sobre el principio de la inviolabilidad de facilidades ONU/UA, acceso de la asistencia humanitaria y el rol de la mujer en la resolución de conflicto y la construcción de la paz.

El Consejo de Seguridad adopta un Comunicado Conjunto al final de la sesión. 

IRAN

4.- ADOPCIÓN RESOLUCIÓN QUE RENUEVA EL MANDATO DEL PANEL DE EXPERTOS (POE) DEL COMITÉ 1737 (IRÁN). (9 de junio).

Antecedentes: El Comité 1737, conformado por todos los miembros del CS, fue establecido por  resolución 1737 (2006), para velar por el cumplimiento de las  sanciones impuestas por dicha resolución respecto de Irán.

Esas sanciones comprenden:

-Un embargo de las actividades relacionadas con el programa nuclear y el programa de misiles balísticos que sean estratégicos desde el punto de vista de la proliferación;

-La prohibición de la exportación y adquisición de armas y material conexo de Irán y la prohibición del suministro de las siete categorías indicadas de armas convencionales y material conexo al Irán;

-La prohibición de viajar y la congelación de activos, para determinadas personas y entidades. La congelación de activos también se aplica a las personas o entidades que actúen en nombre o bajo la dirección de las personas y entidades designadas, incluyendo a  las entidades que sean de su propiedad o estén bajo su control. 

Por su parte, el Panel de Expertos del Comité 1737, fue establecido por medio de la Resolución 1929 (2010), con la finalidad de colaborar con el Comité 1737 en el cumplimiento de su mandato.

El Consejo adopta el proyecto de resolución por medio del cual se renueva por un año el mandato del Panel de Expertos del Comité.

5.- LABOR DE LA MISIÓN DE APOYO DE NACIONES UNIDAS EN LIBIA (UNSMIL), SEGUIDO DE CONSULTAS CERRADAS. DARÁ EL BRIEFING EL REPRESENTANTE ESPECIAL DEL SECRETARIO GENERAL Y JEFE DE LA UNSMIL, SR. TAREK MITRI (LÍBANO). (9 de junio).

Antecedentes: La situación política y de seguridad en Libia es crítica. Recientemente, el Tribunal Supremo declaró ilegal de elección del actual Primer Ministro interino, Ahmed Maitiq, y próximamente decidiría el recurso interpuesto en contra la decisión de la Corte. 

Por otra parte, el jueves 5 de junio cuatro miembros de la ONU denunciaron un trato brutal sufrido en el aeropuerto de Trípoli. El jefe de la Misión de Naciones Unidas en Libia, Tarek Metri, calificó dicha situación de “inaceptable”. Además, siguen los secuestros e intentos de asesinatos. El general Jalifa Hifter, que amenazó hace algunos días con un golpe de Estado e intenta periódicamente bombardear Bengasi, sufrió ayer mismo un atentado en el que fallecieron cuatro de sus colaboradores.

Se espera que el briefing y las consultas, además de abordar los puntos antes señalados, se refieran también a la suspensión de actividades de la Cruz Roja tras el atentando contra un automóvil en el que viajaban tres de sus funcionarios, y tras el cual falleció el Jefe de la Oficina de la Cruz Roja en Libia, Michel Greub. La Cruz Roja Internacional (CICR) en Ginebra, montó una célula de crisis y sigue en contacto permanente con su personal en Libia. 

El Consejo de Seguridad no adopta acción.

6.- AVANCES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LA RESOLUCIÓN 1970 (2011), PARA SUPERVISAR LAS SANCIONES REFERENTES AL EMBARGO DE ARMAS A LIBIA, Y LA PROHIBICIÓN DE VIAJAR Y CONGELACIÓN DE ACTIVOS DE NACIONALES DE ESE PAÍS. DARÁ EL BRIEFING EL PRESIDENTE DEL COMITÉ DE SANCIONES 1970, EMBAJADOR EUGENE-RICHARD GASANA (REPRESENTANTE PERMANENTE DE RWANDA). (9 de junio). 

Antecedentes: En virtud de la resolución 1970 (2011) se aplicaron medidas consistentes en el embargo de armas, prohibición de viajar y congelación de activos a las personas señaladas en los anexos 1 y 2 de la resolución.

El 14 de marzo de 2013 el Consejo de Seguridad  aprobó la resolución 2095 (2013), por la cual se hicieron menos estrictas las disposiciones relativas al embargo de armas. Finalmente, la resolución 2146 (2014), condenó los intentos de exportar ilícitamente petróleo crudo de Libia.

Se espera que las consultas aborden los incidentes del  petrólero con bandera norcoreana “Morning Glory”, el cual fue interceptado en marzo en aguas cercanas a Chipre por un equipo de los Navy SEAL de Estados Unidos. Las ganancias derivadas de su venta iban a ser distribuidas entre las regiones de Cirenaica, Tripolitania y Fezzan, según señaló el portavoz del autoproclamado Gobierno de Cirenaica . 

El Consejo de Seguridad no adopta acción.

7.- REUNIÓN DEL CONSEJO DE SEGURIDAD CON LOS PAÍSES CONTRIBUYENTES DE TROPAS EN LA OPERACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS EN CÔTE D´IVOIRE (UNOCI). 

Es una reunión cotidiana en la que aquellos países tienen la oportunidad de intercambiar opiniones con los miembros del Consejo de Seguridad. Dará el briefing el Representante Especial del Secretario General para Côte d'Ivoire, Aïchatou Mindaoudou Souleymane (Niger).

Nuestro país no es contribuyente a esta Operación de paz.

Antecedentes: El Consejo de Seguridad, con arreglo al Capítulo VII de la Carta y por medio de la resolución 1528 (2004), estableció la Operación de las Naciones Unidas en Côte d´ Ivoire (Unoci), con el mandato de facilitar la aplicación del Acuerdo de Paz firmado en enero de 2003, en dicho país.

Actualmente integran la UNOCI 7.137 efectivos militares, en 5 batallones de infantería, una fuerza de reserva, elementos de apoyo y 192 observadores militares.

El Consejo de Seguridad no toma acción.

8.- CONSULTAS SOBRE SUDÁN/SUDÁN DEL SUR, CON LA PARTICIPACIÓN DEL ENVIADO ESPECIAL DEL SECRETARIO GENERAL PARA SUDÁN Y SUDÁN DEL SUR, HAILE MENKERIOS (SUDÁFRICA) (10 de junio).

Antecedentes: El Consejo examinó aspectos de la relación entre Sudán y Sudán del Sur, pendientes desde la firma del Acuerdo General de Paz de 2005, que estableció la autonomía y posterior referéndum de independencia de Sudan del Sur, en 2011, como son el estatus de los Estados fronterizos (ricos en petróleo) Kordofán del Sur, Nilo Azul y Abyei.  

La violencia y los enfrentamientos armados entre el Gobierno de Sudán y el Movimiento de Liberación del Pueblo del Sudán, se han incrementado en Kordofán del Sur y Nilo Azul en los meses de abril y mayo. En Abyei se encuentra desplegada UNISFA (Fuerza Provisional de Seguridad de las Naciones Unidas para Abyei), fuerza de paz establecida a través de la resolución del Consejo de Seguridad 1990 (2011) para proteger a los civiles y facilitar las negociaciones que buscan encontrar una solución pacífica al estatus de este territorio. Lo anterior ha tenido un progreso limitado, puesto que los Gobiernos no han demostrado la voluntad necesaria para avanzar y no han retirado a sus ejércitos a pesar de lo dispuesto en resoluciones del CS.

Asimismo, el CS analizó los avances del proceso de diálogo nacional para la paz, anunciado en enero por el Presidente Omar al-Bashir. Importantes partidos políticos de la oposición y una coalición de grupos rebeldes, el Frente Revolucionario de Sudán, han decidido no participar de dicho dialogo.  

El Consejo de Seguridad no toma acción.

9.- NUEVAS TENDENCIAS EN LAS OPERACIONES DE MANTENIMIENTO DE LA PAZ. (11 de junio)

Antecedentes: En enero de 2013, el Consejo aprobó la resolución 2086 (2013), en la que reiteró su compromiso de aumentar la eficacia de la labor de las Naciones Unidas para hacer frente a los conflictos en todas sus etapas, desde la prevención hasta la solución y la posterior consolidación de la paz. En la resolución se reconoció la necesidad de seguir reforzando la cooperación y las consultas con los países que aportaban contingentes y fuerzas de policía a Operaciones de Mantenimiento de la Paz (OPAZ), incluso mediante la cooperación triangular entre el Consejo de Seguridad, los países que aportaban contingentes y fuerzas de policía y la Secretaría, en las zonas en que los contingentes militares y de policía realizaban labores iniciales de consolidación de la paz, y se alentó a todos los interesados a que participaran activamente en procesos de consulta abiertos y más frecuentes con miras a mejorar la ejecución de las tareas de consolidación de la paz sobre el terreno.

Para este año, Rusia, en el ejercicio de la presidencia del CS, ha organizado un debate abierto destinado a tratar nuevas tendencias en las OPAZ. El objetivo sería abordar, entre otros, temas relativos al uso de nuevas tecnologías, como los aviones no tripulados o drones, nuevas tendencias en los mandatos (mandatos robustos, brigadas de intervención, etc.) y cooperación entre misiones de paz desplegadas en terreno por las Naciones Unidas.

El Consejo de Seguridad adoptaría un comunicado de prensa informando sobre las principales características del debate.

10.- OPERACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS EN CÔTE D´IVOIRE (UNOCI), POR LA REPRESENTANTE ESPECIAL DEL SECRETARIO GENERAL PARA CÔTE D´IVOIRE Y JEFA DE UNOCI, SRA. AICHATOU MINDAOUDOU (NIGER). (16 de junio)

Antecedentes: El Consejo de Seguridad, por medio de la resolución 1528 (2004), estableció la Operación de las Naciones Unidas en Côte d´ Ivoire (Unoci), con el mandato de facilitar la aplicación del Acuerdo de Paz, firmado en enero de 2003, en dicho país.
Tras las elecciones presidenciales de 2010 y la crisis política que tuvo lugar a continuación en Côte d’Ivoire, la UNOCI ha permanecido sobre el terreno para proteger a los civiles y apoyar al nuevo Gobierno en el desarme, la desmovilización y la reintegración de los ex-combatientes, así como en la reforma del sector de la seguridad.

En el último Informe del Secretario General (diciembre 2013-mayo 2014) se recomienda una disminución de los efectivos militares de Unoci. Asimismo, se  propone aumentar la cooperación de UNOCI y Unmil (Liberia), mediante la creación de una fuerza de reacción rápida bajo el paraguas de Unoci, que pueda actuar a ambos lados de la frontera.

Chile no es contribuyente de efectivos a la Unoci.

El Consejo de Seguridad no toma acción, sin embargo la resolución será adoptada el Miércoles 25.

11.- RÉGIMEN DE SANCIONES RESPECTO DE LIBERIA ESTABLECIDAS POR EL COMITÉ 1521. INFORMA EL PRESIDENTE DEL COMITÉ DE SANCIONES, PRÍNCIPE ZEID RA'AD ZEID AL-HUSSEIN, REPRESENTANTE PERMANENTE DE JORDANIA. (16 de junio).

Antecedentes: Mediante Resolución 1521 (2003), el CS estableció un Comité de Sanciones y apoyado por un Grupo de Expertos que monitorea las medidas vinculadas con el embargo de armas, prohibiciones de viajes y congelamiento de bienes.

El régimen de sanciones y los respectivos mandatos se han ido modificando mediante resoluciones posteriores, siendo la última la Resolución 2128 (2013), en virtud de la cual se mantienen las medidas relativas a armas, viajes y fondos.

Las Consultas se centraron en el Informe del Panel de Expertos del Comité de Sanciones 1521, sobre las recomendaciones del Comité, en relación con la necesidad de mantener el embargo de armas. Los P-5 se han mostrado partidarios de levantar el embargo.

El Consejo de Seguridad no toma ninguna acción.

12.- ADOPCIÓN DE LAS RESOLUCIONES QUE RENUEVAN EL MANDATO DEL COMITÉ DE SANCIONES 1267/1989 SOBRE AL QAIDA Y ENTIDADES ASOCIADAS Y DEL COMITÉ DE SANCIONES 1988 SOBRE EL TALIBÁN.  (17 de junio)

Antecedentes: En 1999, a través de la Resolución 1267, el Consejo de Seguridad estableció sanciones dirigidas al Talibán y Al-Qaida, el Comité 1267, el cual ha sido modificado y fortalecido por resoluciones posteriores. El Comité fue presidido por Chile durante el año 2004, cuando nuestro país fue miembro del Consejo por el período 2003-2004. 

Posteriormente, mediante las resoluciones 1988 y 1989 (ambas del 2011), se comenzó a dar un tratamiento distinto al Talibán con respecto a Al-Qaida, resultando en la separación de los regímenes para estas dos entidades. De esta forma se crea el Comité 1988 para supervisar las sanciones contra el Talibán, mientras que el Comité 1267/1289 continúa encargándose de asuntos relacionados con Al-Qaida y entidades asociadas.  

El Comité sobre Al Qaida es uno de los tres órganos subsidiarios del Consejo de Seguridad encargado de temas de terrorismo (junto con el Comité 1540 y el Comité contra el Terrorismo), y una de sus principales funciones es la mantención de una lista de personas y entidades sujetas al régimen de sanciones, la cual es actualizada con la asistencia de la Oficina del Ombudsman. El 22 de mayo del 2014, a raíz de la creciente amenaza que presentó la organización terrorista Boko Haram en Nigeria y la subregión, el Comité decidió agregar dicho grupo a la lista de sanciones. 

Durante el año 2014 ambos Comités serán presididos por Australia, mientras que sus vice presidencias son ocupadas por la Federación Rusa y por Chile. 

El Consejo de Seguridad adoptó dos resoluciones. 

13.-INVESTIGACIONES Y PROCEDIMIENTOS DE LA CPI RESPECTO DE LA SITUACIÓN EN DARFUR (SUDÁN).BRIEFING DE LA FISCAL DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL (CPI), SRA. FATOU BENSUODA (GAMBIA), AL CONSEJO DE SEGURIDAD. (17 de junio) 

Antecedentes: Por medio de la resolución 1593 (2005) del Consejo de Seguridad, se remitió la situación de Darfur (Sudán) al Fiscal de la Corte Penal Internacional, a fin de que éste investigara los crímenes de competencia del Estatuto de Roma, cometidos en dicha región a partir del 1 de julio de 2002.

Hasta la fecha se han iniciado seis causas por la situación en Darfur (Sudán), que involucran a siete acusados, a saber: En contra de Omar Hassan Ahmad Al BAshir (Presidente de Sudán); Ahmad Muhammad Harun (Ministro de Asuntos Humanitarios de Sudán); Ali Muhammad Ali-Al-Rahman (líder de la Milicia Janjaweed); Bahar Idriss; Abdallah Banda Abakaer Nourain (Frente de Resistencia Unido); Abdel Raheem Muhammad Hussein (Ministro de Defensa de Sudán) y Saleh Mohammed Jerbo Jamus (la causa en su contra terminó por su muerte). De los acusados, el único que se encuentra en La Haya a disposición de la Corte, es Abdallah Banda Abakaer Nourain y aún no tiene fecha de inicio, pero se estima que podría comenzar en el mes de octubre de 2014. El resto de los acusados permanecen en libertad, pese a las órdenes de arresto emanadas de la Corte Penal Internacional. 

La Fiscalía de la Corte Penal Internacional hace un seguimiento en terreno de las presuntas acusaciones de crímenes de competencia de la Corte Penal Internacional que se seguirían cometiendo hasta la fecha en Darfur.

El Consejo de Seguridad no tomará acción.

14.- MISIÓN MULTIDIMENSIONAL INTEGRADA DE ESTABILIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS EN MALÍ (MINUSMA). DARÁ EL BRIEFING, EL RESG Y JEFE DE MINUSMA, SR. ALBERT GERARD (BERT) KOENDERS (PAÍSES BAJOS). (18 de junio)

Antecedentes: EL CS tomará nota de los avances de la MINUSMA, así como de las observaciones y recomendaciones del último Informe del SG sobre la situación en Mali, que abarca el periodo entre el 24 de marzo al 26 de mayo 2014. Lo anterior, con objeto de adoptar la renovación del mandato de Minusma, que expira el 30 de junio de 2014.

Minusma fue establecida por el CS en su resolución 2100 del 25 de abril 2013, para apoyar los procesos políticos en ese país y llevar a cabo una serie de tareas relacionadas con la seguridad. 

Al aprobarse Minusma algunos miembros del Consejo expresaron su preocupación que la Misión, al “apoyar” a una de las partes en conflicto (el gobierno) dejase de ser vista como imparcial en el conflicto y por lo mismo fuera sujeto de ataques por los grupos de oposición.

Al respecto, el pasado 17 y 18 de mayo en una visita del Primer Ministro maliano a Kidal (Norte) grupos terroristas impidieron el buen desarrollo  de su cometido al ser su comitiva atacada por el grupo MNLA, provocando una decena de muertos. Existiría evidencia de vínculos de los movimientos Touareg con grupos yihadistas. De igual forma, existiría nutrida evidencia de que luego de la explosión de la crisis en Libia, ha existido un importante y permanente flujo de guerrilleros experimentados, armas y dinero. En virtud de lo anterior, se espera una desestabilización en aumento en este país.

Chile no dispone de presencia militar ni policial, pero sí de personal civil en MINUSMA (1 ciudadana chilena).

El Consejo no toma acción.

15.- LABOR DE LAS FUERZA DE LAS NACIONES UNIDAS DE OBSERVACIÓN DE LA SEPARACIÓN (FNUOS -ALTURAS DEL GOLÁN, SIRIA). INFORMA EL JEFE DEL DEPARTAMENTO DE OPERACIONES DE MANTENIMIENTO DE LA PAZ (DPKO), SR.  HERVE LADSOUS (FRANCIA) Y EL SUBSECRETARIO GENERAL DE OPERACIONES DE MANTENIMIENTO DE LA PAZ (ASG), SR. EDMOND MULET (GUATEMALA). (18 de junio). 

Antecedentes: La Fuerza de las Naciones Unidas de Observación de la Separación (Fnuos), fue creada el 31 de mayo de 1974, mediante la resolución 350 (1974) del Consejo de Seguridad, tras la retirada acordada de las fuerzas de Israel y Siria del Golán. Desde entonces, la Fnuos ha permanecido en la zona para mantener la cesación del fuego entre las fuerzas de Israel y Siria y supervisar la aplicación del acuerdo de retirada.

La crisis en Siria ha impactado negativamente  a la Fnuos, con un aumento importante en los hechos de violencia en la zona del Golán, tales como el lanzamiento de cohetes sirios dirigidos al territorio ocupado por Israel, así como la presencia de rebeldes sirios que retiran minas antipersonales para usarlas contra las fuerzas de Bashar Al-Assad, en Siria.  

Uno de los aspectos discutidos es la ejecución de actos hostiles  por miembros de la oposición siria contra los cascos azules, situación que ha hecho necesario dotar de mejor equipamiento a Undof, a través de la adquisición de carros blindados para el transporte de tropas. 

A juicio del ASG Sr. Edmond Mulet, es fundamental que Undof continúe desarrollando labores de mantenimiento de la paz y seguridad, en sintonía con la nueva correlación de fuerzas y la aparición de los actores no estatales armados, de manera de repensar el modo en que ésta aplica su mandato. 

El Consejo de Seguridad no tomará acción

16.- PAZ Y SEGURIDAD EN ÁFRICA. PRESENTACIÓN DEL INFORME DEL SECRETARIO GENERAL SOBRE “LOS PROGRESOS DE LA APLICACIÓN DE LA ESTRATEGIA INTEGRADA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL SAHEL”. EXPONE LA ENVIADA ESPECIAL PARA EL SAHEL DEL SECRETARIO GENERAL, HIROUTE GUEBRE SELLASSIE (ETIOPÍA). (19 de junio).

Antecedentes: Este informe se presenta atendiendo a lo dispuesto en la resolución 2056 (2012) del Consejo de Seguridad, en la cual el Consejo solicitó al Secretario General que se elaborara y aplicara, en consulta con las organizaciones regionales, una estrategia integrada de las Naciones Unidas para la región del Sahel que abarcara la seguridad, la gobernanza, el desarrollo, los derechos humanos y las cuestiones humanitarias. Teniendo en cuenta la declaración de la Presidencia del Consejo de Seguridad, de 16 de julio de 2013 (S/PRST/2013/10) y del 18 de diciembre de 2013 (S/PRST/2013/22).

A los efectos de la aplicación de la estrategia integrada para el Sahel, Naciones Unidas siguió utilizando una definición flexible de la región del Sahelosahariana, en sentido amplio, que abarcaba países de África occidental, central y septentrional, y centrándose en sucesos y actividades regionales. Durante el período abarcado por el informe (julio 2013-mayo 2014) se tuvo noticia de novedades inicialmente alentadoras ocurridas en Malí, donde la estabilización de la situación había dado lugar al regreso de algunos refugiados de países vecinos y a un regreso más numeroso de desplazados internos. Lamentablemente es posible que esta tendencia se invierta a raíz del deterioro de la situación de la seguridad en el norte de Malí. 

La región sigue enfrentándose a problemas de gobernanza, seguridad y desarrollo y a problemas humanitarios, que incluyen amenazas crecientes de terrorismo y delincuencia transfronteriza y han generado nuevas corrientes de refugiados y desplazados internos. Existen esfuerzos para reforzar la cooperación entre los países de la región, introduciendo medidas nuevas destinadas a armonizar los marcos jurídicos y normativos y de esa forma luchar contra la delincuencia transfronteriza. 

El Consejo adoptaría una declaración de la Presidencia.

17.-CONSULTAS SOBRE YEMEN, REFERENTE LA EVOLUCIÓN DEL GOBIERNO DE TRANSICIÓN,  INFORMARÁ EL ASESOR ESPECIAL DEL SECRETARIO GENERAL DE YEMEN SR. JAMAL BENOMAR (MARRUECOS). (20 de junio)

Antecedentes: Yemen, uno de los países más pobres del mundo, atraviesa una grave crisis política y humanitaria, marcada por los movimientos separatistas en el sur y las revueltas en el norte. Esta situación ha motivado el impulso de diversas reformas de sus instituciones, mediante el seguimiento de un calendario político de transición, que considerando las expectativas del pueblo yemení, ambiciona concretar la redacción de una nueva constitución y el llamado a elecciones generales, tras las cuales finalizará el actual mandato del Presidente Hadi.

En esta ocasión, el Asesor Especial del Secretario General de Yemen Sr. Jamal Benomar, informa sobre los avances en seguridad, y la situación de refugiados y desplazados internos.  Asimismo, en razón de los recientes atentados en mayo contra el palacio presidencial en Saná, Estados Unidos ha desplegado una mayor cooperación militar con las fuerzas yemeníes. Cabe señalar que EE.UU y sus aliados, temen que Al Qaeda en la Península Arábiga, la rama más activa del grupo terrorista, aproveche la creciente desestabilización de Yemen para lanzar nuevos atentados contra objetivos internacionales, situación que se espera sea abordada en las próximas consultas. 

Dada la actual crisis en Irak, es muy posible que se cite a sesiones de emergencia, para analizarla.

El Consejo de Seguridad no toma acción.

(Fdo.): JACQUELINE PEILLARD, Dirección de Asuntos Internacionales”.
8. Informe  sobre la  participación de los diputados señores Ramón Farias,
Ignacio Urrutia y señora Marcela Sabat en la Conferencia Mundial de 2014 sobre el Parlamento Electrónico, realizada en Seul, Corea del Sur,
entre el 8 y 10 de mayo de 2014.

“Honorable Cámara

Tengo a honra informar acerca de la participación de la delegación que representó a la H: Cámara de Diputados en la Conferencia Mundial sobre el Parlamento Electrónico 2014, E-Parlament,  organizado por la Unión Interparlamentaria y la Asamblea Nacional de Corea, realizada en Seúl, Corea del Sur, entre el 8 y 10 de Mayo de 2014.

1.- ANTECEDENTES GENERALES.

La Conferencia Mundial sobre el Parlamento electrónico es un foro bienal en el que los parlamentos abordan, tanto desde una perspectiva política como técnica, la manera en que la utilización de las tecnologías de la información y comunicación puede ayudar a mejorar la representación, la transparencia, la rendición de cuentas, la apertura y la eficacia en el complejo entorno parlamentario. 

La Conferencia Mundial de 2014 sobre el Parlamento electrónico, tuvo lugar los días 8, 9 y 10 de mayo en la Asamblea Nacional de la República de Corea (Seúl), se basó en las conclusiones de las cinco conferencias precedentes, celebradas respectivamente en Ginebra (2007), Bruselas (2008), Washington D.C. (2009), Johannesburgo (2010) y Roma (2012), así como en las actividades emprendidas por el Centro Mundial para las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones en los  Parlamentos, iniciativa conjunta de la UIP y las Naciones Unidas, desde 2007. 

La delegación chilena estuvo conformada por la diputada señora Marcela Sabat y los diputados señores Ramón Farías e Ignacio Urrutia; el Prosecretario Luis Rojas y el jefe de informática señor Hernan Figueroa.

Adicionalmente, los representantes de nuestro país, tuvieron la oportunidad de visitar las instalaciones de la empresa China, TAIDEN, fabricante de dispositivos de audio y votación electrónica.

2.- VISITA A LA FABRICA TAIDEN.

En la ciudad de Shenzhen, China, se encuentra una de las fabricas más importantes de dispositivos de audio y votación electrónica a nivel mundial, razón por la cual nuestra delegación gestionó una visita a sus instalaciones, ocasión en la cual se nos efectuó una demostración de nuevos productos y se pudo conocer a cabalidad, de primera fuente, las ventajas de los nuevos productos que se están liberando al mercado mundial.

La demostración fue liderada por el señor Faith Fung, Sales Manager de Taiden, quien junto a un grupo de técnicos especializados, realizó la presentación de un sistema de audio y votación electrónica inalámbrico, compuesto de veinte unidades o micrófonos, dos antenas de recepción de señal, dos cámaras capturadoras de video y dos televisores como medio de difusión de la señal. En la ocasión se explicó el funcionamiento del sistema, las distintas opciones para otorgar o controlar el uso de la palabra, la manera de desplegar la señal, el enfoque automático de quien ha tomado la palabra y, finalmente, cómo los eventos del sistema quedan registrados en un servidor central para ser recuperados y exportados a una base de datos.

Además, se nos exhibió un segundo sistema, denominado “Congress Papeless”, consistente en una consola integrada de audio, votación, autentificación y pantalla touch, cuyo objetivo es agrupar en un dispositivo todas las prestaciones necesarias para el debate, votación y consulta de información. Sin duda que este dispositivo puede ser una buena alternativa para implementar en las salas de comisiones.

En la figura se aprecia el dispositivo “Congress Paperless”, que comprende el sistema de audio, micrófono, parlante y botón de encendido, equipo de votación, botones de colores, sistema de autentificación electrónico de huella y de consulta multimedia, pantalla touch y videocámara.

3.- ASISTENCIA AL E-PARLAMENT 

La conferencia mundial de Parlamento electrónico, se realizó en la Asamblea Nacional  de Corea del Sur en la ciudad de Seúl entre los días 8 al 10 de mayo de 2014 y contó con la participación de Parlamentarios y expertos del área tecnologías de la información del área parlamentaria. 

El tema general de la Conferencia Mundial de 2014 sobre el Parlamento electrónico estuvo referido a las “Lecciones aprendidas y perspectivas futuras”. Con este tema como eje, la sexta Conferencia Mundial realizó un balance de los avances logrados por la comunidad parlamentaria en respuesta al reclamo de los ciudadanos de una mayor apertura y un mayor diálogo institucional. Asimismo, se analizarán los desafíos nuevos y futuros que los parlamentos tendrán que afrontar para mantenerse al compás de los cambios tecnológicos que tienen lugar en la sociedad. 

Dichos desafíos aumentan continuamente, y la debida actuación supone a menudo una mayor cooperación interparlamentaria. Por ejemplo, al iniciarse en 2007 la serie de Conferencias, los medios sociales aún eran incipientes; los dispositivos móviles todavía no eran “inteligentes”, y aún habrían de transcurrir tres años antes de la aparición de las tabletas y aplicaciones. Las posibilidades de ubicuidad de los parlamentarios se restringían a los ordenadores portátiles y los teléfonos móviles, algunos de los cuales estaban dotados de acceso al correo electrónico. Solo unos pocos parlamentos podían prever la ola de cambios que la tecnología aportaría a sus métodos de trabajo. 

En la actualidad, la mayoría de las legislaturas del mundo han comprendido que las TIC en el Parlamento son un asunto tanto de ámbito político como tecnológico. Los parlamentos han elaborado planes estratégicos para la introducción de las TIC en la institución; están utilizando las Directrices de la UIP para el uso de los medios sociales de comunicación por los parlamentos para reforzar sus canales de comunicación; y están fortaleciendo el proceso legislativo, pues proporcionan información en línea precisa y oportuna a los parlamentarios y al público. 

Con todo, el ritmo de los cambios tecnológicos sigue acelerándose. Queda mucho por hacer para reducir la creciente disparidad entre parlamentos respecto de su capacidad para aprovechar el potencial de las TIC. Adaptar la presencia parlamentaria en línea a los cambios culturales que tienen lugar en la sociedad; proporcionar información legislativa y datos en formato abierto y reutilizables por los medios de comunicación y los ciudadanos; y proteger la seguridad de la comunicación institucional. 

La Conferencia proporciona una plataforma para que legisladores, secretarios generales, funcionarios parlamentarios, expertos de organizaciones internacionales y docentes universitarios analicen de forma conjunta las buenas prácticas, intercambien opiniones sobre las tendencias más recientes, examinen experiencias institucionales, aprendan de las experiencias de los demás, entablen contacto con homólogos, y creen alianzas en un entorno internacional.

La Conferencia Mundial de 2014 sobre el Parlamento electrónico se desarrolló en tres días: comenzando el 8 de mayo a las 9,30 de la mañana, y finalizando el 10 de mayo por la tarde. 

El evento se estructuró en torno a sesiones plenarias sobre temas de política y de gestión, y sesiones paralelas de carácter más técnico. 

Tras la Sesión inaugural y una sesión destinada al examen de la evolución del Parlamento electrónico desde 2007, tuvieron lugar las sesiones sobre la esfera política y la de gestión, en las que se abordaron los temas siguientes: 

-Lecciones aprendidas sobre las TIC como propiciadoras de una mayor apertura, accesibilidad, rendición de cuentas y eficacia en el Parlamento.

-Políticas para proporcionar acceso a datos parlamentarios abiertos.

-Buenas prácticas sobre la reutilización de datos parlamentarios. 

-Acceso a las leyes y a los documentos legislativos.

-Incorporación de canales de medios sociales a la estrategia de comunicación del Parlamento. 

-Planificación estratégica de las TIC en el Parlamento. 

-Alianzas útiles para fortalecer la capacidad en materia de TIC. 

-Protección de la comunicación parlamentaria y seguridad de los datos parlamentarios. 

-Respuestas a las nuevas formas de participación ciudadana. 

Entre los oradores hubo Presidentes de parlamentos y legisladores, secretarios generales y directores de TIC en parlamentos, representantes gubernamentales de alto nivel y de organizaciones internacionales, y expertos de renombre mundial. En cada sesión se reservó tiempo para el debate con la audiencia. 

En el orden del día de la Conferencia, se desarrollaron sesiones de carácter técnico, en forma paralela a las de la esfera política y de gestión, desde la tarde del primer día, hasta la mañana del tercero. 

En cada sesión se efectuaron dos o tres presentaciones de expertos y funcionarios de diferentes legislaturas, seguidas de un debate encaminado a fomentar el intercambio de opiniones entre los participantes. 

Las sesiones técnicas se centraron en los temas siguientes: 

-Externalización eficaz de los proyectos de TIC. 

-Tecnología de nube. 

-(Re) construcción de los sitios web parlamentarios. 

-Captura y publicación de las actas parlamentarias: oportunidad, precisión y preservación. 

-Servicios y aplicaciones móviles para los parlamentarios. 

-Empleo de las TIC en los servicios de investigación: búsqueda, organización y divulgación de información. 

-Prestación de servicios internos eficaces a través de intranets. 

-Cooperación interparlamentaria sobre XML. 

En la tarde del tercer día se celebraron dos sesiones plenarias de alto nivel, con las que concluyó la Conferencia. 

En la primera se examinaron las formas y los medios utilizados por los parlamentos para responder a las nuevas formas de participación ciudadana, desde la creación de comités consultivos especiales, hasta el uso de medios de comunicación cívicos para mejorar la participación parlamentaria bidireccional. 

En términos específicos cabe destacar que el 8 de mayo se realizaron 6 presentaciones y la sesión inaugural estuvo a cargo de  Kang Chang-Hee, Presidente de la Asamblea Nacional de la República de Corea y Martín Chungong Secretario General electo de la Unión Interparlamentaria,  quienes agradecieron a los anfitriones y destacaron cómo los dispositivos de comunicación son cada día más masivos con muchas posibilidades de acceder a información y este hecho hace que los Parlamentos debieran incentivar el uso de las tecnologías como medio de difusión e información a los ciudadanos.

En la ocasión se destacaron los cinco valores fundamentales de los parlamentos democráticos, a saber:

-Un parlamento representativo de la diversidad social y política en la sociedad, incluidas las mujeres y los jóvenes.

-Un parlamento abierto y transparente sobre su trabajo.

-Un parlamento que sea accesible a los medios de comunicación ya los ciudadanos.

-Un parlamento que rinde cuentas a la gente que representa.

-Un parlamento eficaz en sus funciones de legislación y supervisión.

La segunda sesión, llamada “evolución en el parlamento electrónico desde 2007” estuvo moderada por el Diputado chileno Ramón Farías y consistió en un debate abierto en el cual dieron a conocer los aspectos generales de la tecnológica en los Parlamentos de los diversos países participantes y la manera en que se ha abordado el uso de las nuevas tecnologías frente a una ciudadanía que tiene más posibilidades de comunicarse por medio de dispositivos electrónicos.

Al respecto se concluyó que la mayoría de los Parlamentos han fortalecido su sitios web, han desarrollado nuevas aplicaciones móviles y tienen presencia en facebook y twitter.

Las siguientes sesiones estuvieron enmarcadas principalmente en dar a conocer  experiencias de nuevas implementaciones tecnológicas en los diferentes Parlamentos. Los temas abordados fueron los siguientes:

a) Políticas sobre el acceso a datos parlamentarios abiertos.

La adopción de una política sobre datos abiertos constituye un paso importante para que diferentes personas dispongan libremente de la información parlamentaria en un formato que les permita examinar los datos y ser reutilizada en diferentes plataformas y de diversas maneras.

Los datos abiertos y la adopción de una política por parte de la institución no solo son cuestiones vinculadas al ámbito tecnológico, sino también al ámbito político, pues repercuten en la relación entre el parlamento, los ciudadanos y sus intermediarios (medios de difusión, legisladores, etc.).

En esta sesión, moderada por la señora Meg Hillier, Miembro de la Cámara de los Comunes del Reino Unido, se examinaron casos de parlamentos que han adoptado marcos normativos para poner en práctica los datos abiertos en las legislaturas, y se analizaron las razones y manera en que lo han hecho, así como la repercusión que dicha política ha tenido.

b) Externalización eficaz de los proyectos de TIC.

Se expresó que muchos parlamentos recurren a la externalización para idear nuevos sistemas de TIC, como alternativa a crearlos dentro de la institución o para complementar los desarrollados en el Parlamento. La externalización ofrece ventajas potenciales en términos de acceso a calificaciones y experiencia -que un parlamento tal vez no disponga entre los miembros de su plantilla-, pero también plantea cuestiones complejas, como la capacidad para gestionar con eficiencia la relación con los asociados. Esta sesión se orientó en torno a experiencias prácticas de externalización de proyectos de TIC -como las metodologías utilizadas para adoptar decisiones y los tipos de acuerdos puestos en práctica a nivel de servicios- que pueden servir de referencia a otros parlamentos.

c) Buenas prácticas de reutilización de datos parlamentarios.

Cada vez resulta más usual que los parlamentos ofrezcan acceso masivo a los datos parlamentarios en formatos abiertos. En la sesión se  analizó el modo en que está desarrollándose la reutilización de los datos parlamentarios y las ventajas que ello puede entrañar para que el público comprenda el proceso legislativo y las responsabilidades parlamentarias. 

Asimismo, se analizaron las iniciativas parlamentarias para motivar el interés por los datos parlamentarios, por ejemplo, la organización de maratones cibernéticas (en inglés, hackathons) para desarrollar aplicaciones en las que se utilicen dichos datos.

Este panel fue moderado por el señor Ramiro San Juan, Director de la Dirección de Servicios Parlamentarios Digitales de la Cámara de Diputados de Argentina.

d) Acceso a las leyes y a los documentos legislativos.

Los participantes en esta Conferencia se mostraron contestes en la necesidad de que los parlamentos logren que los ciudadanos conozcan el proceso de formulación de las leyes y que tengan acceso a las leyes resultantes. 

La Internet ofrece una plataforma ideal para facilitar ese acceso. No obstante, proporcionar acceso en línea a las leyes puede plantear muchos obstáculos institucionales, reglamentarios, técnicos y financieros. En esta sesión, moderada por el señor  Prithvirajsing Roopun, miembro del parlamento Panafricano se abordaron las iniciativas para salvar dichos obstáculos y las lecciones extraídas al hacerlo.

e) (Re) construcción de los sitios web parlamentarios

Los sitios web se han convertido en los principales instrumentos para que los parlamentos pongan su labor al alcance de la ciudadanía. Sin embargo, las tecnologías cambian y la cultura digital evoluciona; así pues, muchos parlamentos procuran modernizar sus sitios web, para renovar su relación con los ciudadanos. Los temas principales de esta sesión fueron las razones para que los parlamentos reconstruyan su sitio web, los recursos necesarios para hacerlo y la experiencia que han adquirido.

El moderador fue el señor Robert Halfon, miembro de la Cámara de los Comunes del Reino Unido.

f) Incorporación de canales de medios sociales a la estrategia de comunicación del Parlamento.

Este panel, moderado por el señor Kenneth Akibate, Secretario Adjunto Interino, Sergeant-at-Arms, del Parlamento Panafricano, analizó la situación de los medios sociales, los que han pasado a formar parte del abanico de herramientas de comunicación utilizadas por los parlamentos. Comienza a haber testimonios de la experiencia en el empleo de los medios sociales, que pueden servir de referencia para las futuras opciones de los parlamentos que ya están utilizando los medios sociales o para aquellos que estudian la posibilidad de hacerlo. Algunas de estas experiencias se han incluido en las Directrices de la UIP.

g) Servicios y aplicaciones móviles para los parlamentarios.

En las legislaturas actuales cobra fuerza el interés de los parlamentarios por recibir información a toda hora y allí donde se encuentren. Sin embargo, poner en marcha TIC para dispositivos móviles, como teléfonos inteligentes y tabletas, puede plantear cuestiones de envergadura y requerir una mayor capacitación del personal. Desde esta perspectiva, la sesión se centró en las prácticas vigentes, gracias a las cuales los parlamentos han encontrado soluciones para facilitar la información a los legisladores en dispositivos móviles, en particular, en teléfonos inteligentes y tabletas. En esta sesión el jefe de informática de la Cámara de Diputados de Chile, señor Hernán Figueroa, presento tres aplicaciones que se están desarrollando en nuestra Corporación. La primera una aplicación para sistema operativo IOS, tales como iphone, ipad y androide y que pueden ser descargados ofreciendo acceso al canal de tv on line, radio on line y noticias de la Dirección de Comunicaciones de la Camara de Diputados. La segunda aplicación presentada se denomina “alertas legislativas” que da opciones de recibir información en los dispositivos móviles, tales como cuando se producen cambios en algún proyecto de ley o se publica una tabla de sesión.

El último sistema, es el prototipo que se habilitará a las comisiones, similar al pupitre en Sala, en el cual se podrá acceder a toda la información relacionada con una sesión de Comisión.

El moderador de este panel fue el señor Antonio Fernando Couto dos Santos, Miembro de la Asamblea de la República, Portugal.

h) Alianzas útiles para fortalecer la capacidad en materia de TIC.

Desde hace muchos años, los parlamentos reciben ayuda de otros parlamentos, de organizaciones internacionales y de donantes para consolidar su capacidad en materia de TIC. Con todo, algunas iniciativas tienen más éxito que otras. En esta sesión se analizó las claves fundamentales del éxito de un proyecto de aumento de la capacidad en materia de TIC, y la forma de establecer alianzas eficaces entre el parlamento y las organizaciones que prestan ayuda.

Moderó este panel la señora Margarita Seminario, Directora, Asia, Chemonics Inc.

i) Innovación en los servicios de investigación y de biblioteca: búsqueda, organización y divulgación de información.

Los parlamentos requieren mucha información de fuentes externas como aportaciones elementales para su trabajo. Para las instituciones legislativas y para el público, es de decisiva importancia analizar, organizar e integrar las diferentes fuentes para que los legisladores puedan adoptar decisiones fundamentadas. En esta sesión, se examinó la forma en que los parlamentos están innovando en sus servicios de biblioteca y de investigación, para difundir información más útil, oportuna y pertinente a los legisladores y, en algunas circunstancias, a los ciudadanos.

La moderadora de esta sesión fue la señora Raissa Teodori, Presidenta de la Sección IFLA, Senado, Italia

j) Seguridad de los datos y las comunicaciones del parlamento.

Este panel, moderado por el señor Hernán Figueroa, Jefe de Informática de la Cámara de Diputados de Chile, concordó en que la cuestión de los datos y las comunicaciones del parlamento es sumamente delicada y la integridad de los sistemas de las TIC es crucial. En tiempos en que el ciberdelito y la piratería se vuelven más frecuentes, los riesgos en materia de seguridad deben gestionarse con eficacia. Compete a la administración parlamentaria velar por la continuidad del servicio, proteger la confidencialidad de los legisladores y brindar suficiente protección contra el ciberdelito. Esta sesión se centró en cuestiones de seguridad desde el punto de vista técnico. Se precisaron  las posibles amenazas y las medidas adoptadas por los parlamentos para proteger los datos y las comunicaciones sin interrumpir los servicios a los parlamentarios, al personal y a los ciudadanos.

k) Prestación de servicios internos eficaces a través de intranets.

Es cada vez más frecuente el uso de intranets para transmitir material, prestar servicios, difundir información digital y promover la colaboración entre los miembros del personal. Sin embargo, muchas oficinas de parlamentarios y servicios parlamentarios, como secretarías de comisiones y servicios de biblioteca y de investigación, no están conectados a una intranet del parlamento, pese a que en casi todas las legislaturas se dispone de una red de área local (LAN). Esta falta de conectividad interna limita la capacidad del parlamento para prestar servicios de información digital a sus miembros y comisiones y para fomentar la colaboración del personal y propiciar más eficacia a la labor parlamentaria. En esta sesión, los participantes analizaron la forma en que se utilizan las intranets en los parlamentos, y la medida en que sirven para mejorar la eficacia.

Este panel fue moderado por el señor Hani Alzaid, Director General de TIC, Arabia Saudita.

l) Los parlamentos y la privacidad digital.

A medida que las personas van conectándose más, son mayores los rastros que van quedando de sus actividades en línea. Diversos datos, como con quién establece comunicación el usuario, lo que lee, o dónde se encuentra, son utilizados con fines comerciales, pueden ser objeto de seguimiento por parte de instituciones públicas y, en ocasiones, ser robados por delincuentes. Los propios parlamentarios se encuentran en la misma situación, pero su función y sus responsabilidades pueden exponer su privacidad digital a un riesgo mayor. Deben, pues, poder confiar en la confidencialidad de la información que intercambian con otros legisladores, con colaboradores y con los ciudadanos al realizar su trabajo. El trabajo de los parlamentos para encontrar formas adecuadas de solucionar estos problemas suele ser arduo. La esfera de la privacidad digital evoluciona a gran velocidad y reacciona continuamente a las tecnologías y prácticas nuevas. En esta sección moderada por el señor James Rege, Miembro de la Asamblea Nacional, Kenya, se analizó, desde la perspectiva política, el papel de los parlamentos en respuesta a los problemas ligados a la privacidad digital, a fin de proteger a los ciudadanos y sus representantes.

m) Cooperación interparlamentaria sobre XML.

Lograr un estándar XML internacional parlamentario y legislativo es vital para respaldar el intercambio de documentos y de datos entre las organizaciones legislativas y para crear sinergias y economías de escala que reduzcan drásticamente lo que impide a los parlamentos la adopción la utilización del formato XML. La adopción del estándar Akoma Ntoso en varios parlamentos, organizaciones y delegaciones ejecutivas y la creación del comité técnico Oasis LegalDocumentXML, que casi ha finalizado su proceso oficial de estandarización, permiten prever acontecimientos futuros aún más prometedores. En esta sesión se estudiaron las posibilidades de una mayor adopción del formato XML en los parlamentos y, en particular, el estándar Akoma Ntoso, mediante un enfoque de colaboración que facilitaría la convergencia y la interoperabilidad.

El encargado de moderar fue el señor Thomas Bruce, Director, Legal Information Institute, Cornell University, Estados Unidos de América

n) Responder a las nuevas formas de participación ciudadana.

Están surgiendo nuevas formas de participación de los ciudadanos. Los medios sociales y cívicos permiten una comunicación interactiva más rápida y más frecuente, proporcionando nuevos mecanismos para que el público participe. 

Al ofrecer canales para la comunicación recíproca entre las personas, están teniendo una gran repercusión en la capacidad de los ciudadanos para crear comunidades políticamente comprometidas. Sin embargo, en la actualidad estos mecanismos en gran medida circunvalan a los parlamentos. Para preservar su importancia y su legitimidad, los parlamentos tienen que comprender la compleja red de canales de información y comunicación utilizados por los ciudadanos y encontrar nuevas formas para entablar conexiones con la ciudadanía. En esta sesión, se abordaron las  posibilidades y retos que la aparición de nuevas formas de participación del público plantea a las legislaturas y a los parlamentarios.

El panel mencionado fue moderado por el señor Wade Mark, Presidente de la Cámara de Representantes de Trinidad y Tobago.

4.- CONCLUSIONES.

El foro mundial sobre Parlamento electrónico se caracterizó por ser un foro muy completo que abarcó, desde un aspecto legal y tecnológico, la implementación de nuevas aplicaciones que permitirán acercar al ciudadano a la actividad Parlamentaria. Para ello, el desarrollo de nuevas plataformas y las experiencias de distintos Parlamentos juegan un rol fundamental para lograr el objetivo.

La asistencia a este evento deja desafíos planteados en el ámbito tecnológico y en acuerdo con las autoridades legislativas dar paso a nuevos servicios tecnológicos como los ya implementados en esta Corporación.

(Fdo.): LUIS ROJAS GALLARDO, Prosecretario de la Cámara de Diputados”.
9. Proyecto iniciado en moción de las diputadas señoras Vallejo, Cariola, Fernández, Provoste y de los diputados señores Boric, Jackson, Mirosevic,
Poblete, Teillier y Venegas que establece una Ley General de Derechos
Lingüísticos de los Pueblos Originarios de Chile”1. (boletín N° 9424-17)

I. ANTECEDENTES

El carácter plurinacional e intercultural del Estado de Chile es una realidad que no ha sido debidamente reconocida institucionalmente. Caso paradigmático de las consecuencias que ha acarreado esta omisión estatal es la situación actual de las lenguas indígenas de nuestro país, en el marco de la dominación del castellano como lengua oficial. En efecto, resulta evidente que las lenguas no solo son vehículos de comunicación, sino que también representan culturas, influyen en la visión del mundo de los miembros de la comunidad de habla, e infunden identidad1. Actualmente, las lenguas indígenas de Chile que mantienen algún grado de vitalidad sociolingüística solo son el mapudungun, aymara, rapa nui y quechua. Asimismo, conforme a cifras oficiales entregadas por la Encuesta Casen 2009, solo el 24% de la población que pertenece a estos pueblos tendría algún grado de competencia en sus lenguas, existiendo variaciones geográficas y regionales importantes en cuanto al número y proporción de hablantes.

Así, lamentablemente, es posible observar una pérdida progresiva de la lengua originaria en la población indígena de Chile. Uno de los factores gravitantes en esta pérdida lingüística, según se ha expuesto coincidentemente por diversos estudios sobre la materia, es el fenómeno de desplazamiento de las lenguas indígenas por la lengua castellana, especialmente en las escuelas. Esta situación no solo conlleva la sustitución de una lengua por otra a la que se le asigna un cierto “prestigio social” por sobre aquella, pues, el desenvolvimiento cotidiano de nuestra sociedad ha tenido que ver con la inculcación de actitudes de rechazo hacia el uso de lenguas indígenas como medios de comunicación y expresión, ante lo cual, reiteramos, el Estado de Chile ha perseverado injustificadamente en una omisión de acciones que promuevan revertir los efectos de socavar el uso de las lenguas indígenas.

Se ha fundamentado, muchas veces, que la situación de abandono progresivo del uso de las lenguas indígenas en Chile se debe a una supuesta preeminencia de la escritura por sobre el habla. Sin embargo, esos argumentos olvidan que la escritura nunca puede prescindir de la oralidad2.

No obstante lo anterior, existe una creciente valoración e interés por parte de la población indígena de recuperar y aprender su lengua originaria (tanto de manera oral, como su aprendizaje a través de la lectoescritura). También existe, desde mediados de los 90, un marco regulatorio y líneas programáticas para el fomento de estas lenguas, enfocadas principal, aunque no exclusivamente, en el ámbito escolar. Esto ha generado una mayor sensibilización y valoración respecto a estas lenguas, pero tales esfuerzos han resultado insuficientes, tanto por deficiencias prácticas como normativas.

Este proyecto se hace cargo de una necesidad respecto a la situación de las lenguas indígenas en Chile, pues trasciende al ámbito educacional, donde hasta ahora se han centrado los esfuerzos estatales. En efecto, propone la generación de una política amplia de reconocimiento, protección y promoción que tienda a normalizarlas y facilite su aprendizaje en espacios comunitarios, sociales e institucionales, a través de los cuales se pueda lograr su reproducción y vitalización.
II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DEL PROYECTO

La situación lingüística de los nueve pueblos originarios reconocidos por la Ley Indígena chilena es preocupante. Solo cuatro de ellos (quechua, aymara, rapa nui y mapudungun) son hablantes de sus respectivas lenguas maternas y, como se expuso en los antecedentes, menos de un tercio de la población indígena adulta tiene dominio de su lengua. La situación es dramática en los demás casos: el Yagan, por ejemplo, actualmente solo tiene una sola hablante anciana; el Kaweskar vive un proceso de reconstrucción lingüística sin hablantes nativos, sino como hablantes de segunda lengua; el Selknam ha perdido a sus hablantes en Chile, aunque en Argentina hay personas que lo hablan; el Likan Antay no solo ha perdido a sus hablantes, sino también su gramática, lo que hace casi imposible su reconstrucción; y, finalmente, la lengua del pueblo Diaguita vive una situación similar al Likan Antay.

La situación se complejiza todavía más si consideramos la efectiva convergencia de diversos factores sociales e históricos que han determinado la afectación de algunas de las lenguas indígenas en su estructura lingüística, específicamente en los planos lexicales, gramaticales, fonológicos y sintácticos, tal como ocurriera con la lengua atacameña (kunza), el colla, el yagán y el kaweshkar.

Como se expuso anteriormente, en los casos de aquellas lenguas indígenas que todavía conservan una cierta vitalidad etnolingüística, se ha desarrollado aceleradamente un proceso de desplazamiento lingüístico por parte del castellano. En términos cuantitativos, y tal como lo mostró la encuesta Casen 2009, en los últimos años, cerca de un 6% de la población indígena en Chile ha dejado de hablar y/o de entender su lengua originaria. A mayor abundamiento, se ha constatado que, aun cuando en los hogares se usan ambas lenguas, existe una presencia muy notoria y relevante del castellano, el que en muchas casas se habla, especialmente para que los niños lo aprendan bien antes del ingreso a la escuela. Esto no es una simple estadística, pues el aprendizaje en los niños ocurre en la lengua materna, aquella aprendida en la familia. De tal modo, en su crecimiento temprano, al hablar y concebir la realidad, los niños tienden a hacerlo en su lengua materna.

En nuestro país, pese a la castellanización de los pueblos originarios, todavía existen personas bilingües de lengua indígena y castellano, e, incluso, niños monolingües en lenguas indígenas, a quienes se impide el derecho a la educación en lengua materna. Tal es el caso de niños mapuche-pehuenche, en la comuna del Alto Bío-Bío, donde el 50% de los niños llegan a sexto básico sin hablar castellano y, sin embargo, en sus comunidades escolares solo es posible contar con un solo intérprete, pues ningún profesor sabe otra lengua que no sea el castellano.

En este duro y complejo panorama existe un deber innegable del Estado de Chile, consistente en la adopción de políticas públicas integrales, que rescaten y promocionen las lenguas indígenas. Concretamente, es necesario progresar en la efectiva protección de los derechos lingüísticos de los pueblos originarios de Chile, reconocerlos expresamente como Derechos Fundamentales, integrantes de la dignidad de las personas, pues gracias a la lengua las personas pueden hablar de su pasado, manifestar sus sentimientos, afectos, transmitir su cultura, influir en la visión del mundo y en el desarrollo de su identidad. Es así como se ha comprendido que el derecho lingüístico es un derecho individual y colectivo a la vez, tal como se reconoce en la declaración de Derechos Lingüísticos de Barcelona de 1994, o el Convenio 169 de la OIT. Se ejerce en forma individual, pero se cultiva en un colectivo, en tanto las personas se comunican en su lengua con su comunidad lingüística.

Dada a la importancia del derecho lingüístico en las personas, para los pueblos y su cultura, diversos países en Latinoamérica (Argentina, Bolivia, Colombia, Ecuador, México, Paraguay y Perú, por ejemplo) han consagrado en sus Constituciones Políticas el reconocimiento expreso del derecho de los pueblos originarios a preservar las lenguas indígenas e, incluso, algunos de ellos han avanzado hacia una educación bilingüe. Evidentemente, este no es el caso de Chile, dado que la Constitución no reconoce la multiculturalidad ni los derechos lingüísticos de nuestros pueblos ancestrales.

La política pública en Chile respecto a las lenguas indígenas es muy débil y limitada; solo garantiza el derecho de aprender la lengua indígena a niños en escuelas básicas, donde existe un grupo de alumnos indígenas superior al 20% (Decreto 280, 2009). Tampoco garantiza la educación en lenguas indígenas para los niños que tienen por lengua materna una lengua originaria, (caso Pehuenche y Rapa Nui), quienes deben ser castellanizados para acceder a la educación pública. La política pública desarrollada también ha sido ruralista, pues no se garantiza en las comunidades urbanas, las que constituyen casi el 70% de la población indígena según la Casen 2009. Tampoco se garantiza el uso de las lenguas indígenas en otros espacios públicos, oficinas administrativas y, especialmente, en los medios de comunicación. No hay ningún medio que transmita en lengua y cultura originaria. Asimismo, la política pública de educación superior no ha promovido la formación de profesores bilingües en lenguas indígenas, ni mandata la educación intercultural para todos los chilenos. El currículum escolar invisibiliza a los pueblos, las culturas originarias y sus aportes no forman parte de los contenidos mínimos obligatorios del sistema educativo.

Lo anterior ocurre debido a que en Chile el racismo y la discriminación hacia los pueblos indígenas es de carácter estructural, lo que es inconcebible si se trata de un sistema democrático, ajustado a los derechos humanos. El racismo del que son víctimas los Pueblos Indígenas también tiene su fundamento en el desconocimiento que existe en la sociedad mayoritaria acerca de las culturas, lenguas, historias y derechos colectivos, que junto con ser un problema social y cultural serlo, atenta contra la dignidad humana y los principios de un sistema democrático de la libre expresión.

Desde el punto de vista jurídico, la situación de pérdida de las lenguas indígena es producto de la violación de normas internacionales de protección de los derechos humanos como el Artículo 1 y 2 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, que establece obligaciones para los Estados de respetar y garantizar los derechos humanos; y en específico, las normas del Convenio 169 de la OIT, de la obligación del Estado de promover las lenguas, cultura y la historia de los pueblos indígenas en la esfera de la enseñanza.

Por tanto, esta propuesta de Ley de Derechos Lingüísticos se fundamenta en el derecho que asiste a pueblos de usar sus lenguas conforme a normas del derecho internacional y nacional (Convenio 169 de la OIT, Pacto de los Derechos Civiles y Políticos, Pacto de los Derechos Económicos Sociales y Culturales, Constitución Política del Estado y Ley 19.254 o Ley Indígena).

Cabe señalar que la sola oficialización de las lenguas originarias no es suficiente, si se busca verdaderamente proteger las lenguas y desarrollarlas. Se necesita proteger las lenguas, garantizar su uso público, pero además proteger los derechos lingüísticos de los hablantes, garantizar la no discriminación por hablar una lengua originaria, y además crear la institucionalidad que dé seguimiento a la aplicación de la ley de derechos lingüísticos y, además, defina políticas públicas de uso de las lenguas y de desarrollo de las lenguas en sus respectivos sistemas lingüísticos. Por eso la ley de derechos lingüísticos debe ir acompañada de la creación del Instituto Nacional de las Lenguas Indígenas, órgano con participación de hablantes de lenguas indígenas y cuya función sea el desarrollo social, cultural, lingüístico de las lenguas indígenas en una sociedad plurilingüe.

El mayor aporte de los pueblos indígenas al país, son sus conocimientos, valores, culturas y sus lenguas. Un país multilingüe nos pone a la altura de los desafíos del siglo XXI, es decir, reconocer y valorar nuestra biodiversidad y pluricultura, pues ser bilingüe o multilingüe es una condición que exige la sociedad globalizada, y que tiende negativamente a homogenizar las competencias bilingües, la habilidades de lenguaje y de comunicación, las habilidades sociales y culturales de los bilingües se desarrollan en cualquier lengua y cultura, no solo en las lenguas estándar o extranjeras como el inglés u otras, también en las lenguas indígenas.

Corresponde a Chile defender el patrimonio cultural del país, respetar los derechos de los pueblos indígenas y garantizarlos para las nuevas generaciones, como lo están realizando las organizaciones de pueblos originarios y las organizaciones por la biodiversidad y el pluriculturalismo.

Finalmente, este anhelo de protección de las lenguas originarias ha nacido desde el seno de los Pueblos Indígenas de Chile y de la Red de los Derechos Educativos, Culturales y Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, quieres por medio de dos Congresos de las Lenguas realizadas en los años 2009 y 2011 en la Ciudad de Santiago consensuaron entre los distintos pueblos originarios los contenidos de la presente Moción.

SÍNTESIS DEL PROYECTO

El presente proyecto consta de cinco capítulos.

En el capítulo primero se consagran los principios y se definen los conceptos fundamentales en la materia, los que servirán de guía en la presente moción. Una novedad relevante es el reconocimiento expreso en la ley de la condición plurinacional de la sociedad chilena, como también, la determinación de cuáles son las lenguas indígenas de Chile.

El capítulo segundo trata sobre los derechos lingüísticos, tanto individuales como colectivos, que esta ley protege y fomenta. Así también, establece la obligatoriedad de una educación bilingüe para los niños, niñas y jóvenes indígenas. Adicionalmente, se prevé un mecanismo de protección de los derechos lingüísticos, especialmente, del saber tradicional de los pueblos originarios.

En el capítulo tercero se propone la creación de un Instituto de Derechos Lingüísticos, a fin que se reconozca, proteja, promueva, difunda, desarrolle y regule institucionalmente los derechos lingüísticos individuales y colectivos de los pueblos originarios de Chile. No se establece la obligatoriedad de su creación, únicamente, por ser esta una atribución exclusiva del Poder Ejecutivo. Sin embargo, los diputados firmantes confían en la capacidad colectiva de las comunidades y las organizaciones no gubernamentales para que este Instituto se cree y provea de sus servicios conforme al fin que se plantea.

En el cuarto capítulo se establecen derechos a beneficio de los pueblos originarios y obligaciones a los medios de comunicación, respecto a la difusión de las lenguas indígenas en los contenidos que emitan.

Finalmente, en el quinto y último capítulo se estipula una sanción general y se fija la competencia de los juzgados de policía local, para conocer de las infracciones a esta ley y, en general, por las vulneraciones a los derechos lingüísticos de los pueblos originarios de Chile.

Por tanto,

Atendiendo los antecedentes, fundamentos y consideraciones anteriormente expuestas, los diputados firmantes venimos a presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“LEY GENERAL DE DERECHOS LINGÜÍSTICOS DE LOS
PUEBLOS ORIGINARIOS DE CHILE”
CAPÍTULO I

PRINCIPIOS Y DEFINICIONES
Artículo 1°. Objeto. La presente Ley tiene por objeto reconocer, proteger y garantizar los derechos lingüísticos individuales y colectivos de los pueblos Indígenas en Chile, así como la promoción del uso y desarrollo de sus lenguas y su armónica relación con el idioma castellano.

Asimismo, la presente ley buscará operativizar las obligaciones derivadas del convenio 169 de la OIT respecto a la protección y desarrollo de los derechos de los pueblos indígenas en materias de lenguas, conocimientos y valores, culturas y educación, proyectando el bilingüismo en lengua indígena y el castellano como base para el desarrollo de estos pueblos.

Artículo 2°. De la pluriculturalidad del país y su reconocimiento. El Estado de Chile reconoce que la sociedad chilena es pluricultural y plurilingüe, rasgos constitutivos que se han mantenido desde sus orígenes. El cultivo de la diversidad lingüístico cultural pertenece a los lineamientos de las políticas educativas, culturales y lingüísticas recomendadas por las Naciones Unidas, e inserta en la política pública nacional, por medio de la Ley General de Educación (LGE) que incorpora la educación intercultural bilingüe, y se vincula al derecho internacional de los derechos humanos de los pueblos indígenas, por medio del Convenio 169 de la OIT, vigente en Chile, y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.

Se reconoce el carácter bilingüe de los pueblos indígenas, por cuanto promueve el conocimiento de la lengua indígena de los pueblos respectivos, así como el acceso equitativo al castellano como lengua de comunicación intercultural entre los pueblos.

La presente ley tiene entre otros objetivos, operativizar las obligaciones derivadas del convenio 169 de la OIT respecto a la protección y desarrollo de los derechos de los pueblos indígenas en materias de lenguas, conocimientos y valores, culturas y educación, proyectando el bilingüismo en lengua indígena y el castellano como base para el desarrollo de estos pueblos.

Artículo 3°. Lenguas de los Pueblos indígenas. Son lenguas de los Pueblos Indígenas aquellas lenguas preexistentes al Estado chileno, presentes en el territorio y que se reconocen por poseer sus gramáticas específicas y un conjunto ordenado y sistemático de formas orales funcionales y simbólicas de comunicación. Las lenguas indígenas son dispositivos activos de las respectivas culturas, de las identidades específicas de los pueblos y de sus miembros, de la memoria histórica, de los valores y conocimientos propios. Estas acompañan la creatividad de las personas y de sus comunidades, y con ellas los pueblos respectivos proyectan su futuro.

Artículo 4°. Lenguas Indígenas reconocidas por el Estado de Chile. El Estado de Chile reconoce como lenguas de los Pueblos Indígenas a la lengua de los pueblos Aymara, Quechua, Mapuche, Rapa Nui, Likan Antay, Kaweskar, Selknam, Yagan, Diaguita y Colla, en las formas y fonéticas que estos pueblos determinen. En caso de que la lengua se encuentre en estado de invisibilización, los descendientes del pueblo al que pertenece esa lengua tendrán el derecho de establecer los mecanismos para su revitalización.

Artículo 5°. Sobre la revitalización y normalización lingüística. Las políticas públicas de revitalización y normalización lingüística otorgarán especial protección a las lenguas indígenas con hablantes activos, como asimismo, a las lenguas vulneradas.

Se entenderá por lengua vulnerada, aquellas lenguas que ya han perdido su gramática sin dejar registros, como el caso de la lengua del pueblo Likan Antay, y aquellas que, pese a conservar algunos registros, han perdido a sus hablantes, como es el caso de la lengua 
Kaweskar, el Selknam y el Yagan.

Artículo 6°. Sobre la recuperación de lenguas de uso perdido. Los pueblos y comunidades que manifiesten interés por la recuperación de sus lenguas, cuyo uso perdieron en tiempo atrás, y que inicien procesos endógenos de recuperación, recibirán el apoyo del Estado, si se dan condiciones de viabilidad y de compromiso colectivo para dicha recuperación, las que deberán ser evaluadas por los propios pueblos interesados en conjunto con un equipo técnico pertinente que deberá constituirse para esos efectos. En todo caso, los pueblos interesados tendrán siempre el derecho de iniciar procesos endógenos de revitalización de sus lenguas como parte del derecho a la libre determinación que les asisten.

Artículo 7°. Lenguas nacionales. Todas las lenguas indígenas que se reconozcan en los términos de la presente ley, junto con el castellano serán reconocidas como lenguas nacionales, por su origen histórico, y tendrán la misma validez jurídica, institucional, social, pública en sus territorios, comunidades y contexto en que se hablen.

Artículo 8°. Acciones judiciales. Las transgresiones a las disposiciones de esta ley o los actos arbitrarios o ilegales referidos a lo mismo, estarán provistos de la acción de protección conforme a lo que establece el artículo 20 de la Constitución Política del Estado en lo que sea pertinente, sin perjuicio de las demás acciones que establece el ordenamiento jurídico.

CAPÍTULO II

DE LOS DERECHOS LINGÜÍSTICOS
Artículo 9°. Derechos lingüísticos. Se reconocen como derechos lingüísticos los derechos colectivos e individuales de una comunidad lingüística, de los pueblos indígenas de Chile y de las personas. Son especialmente reconocidos:

a. El derecho a comunicarse en la lengua de la que se es hablante, sin restriccionesen el ámbito público o privado, en forma oral y/o escrita, en todas sus actividades sociales, económicas, políticas, culturales, religiosas y en procedimientos judiciales y administrativos, y cualesquiera otras.

b. El derecho de los descendientes de un pueblo indígena a aprender y adquirir la lengua de sus padres, abuelos o antepasados pertenecientes al pueblo indígena del país, cualquiera sea.

c. El derecho a conservar y a proteger los nombres de personas y lugares en lenguas indígenas, y, en general, los nombres propios en esas lenguas. Sobre la protección de las denominaciones, se hace imprescindible el derecho a conservar el nombre cultural y patrimonial y de significado de los espacios y territorios.

d. El derecho a la no discriminación por razones lingüísticas en áreas como el trabajo, la seguridad social, la salud, la vida familiar, la educación, la vida cultural y la libertad de expresión;

e. El derecho a ser consultados respecto a toda medida que se pretenda implementar en materia de lenguas, conocimientos y valores y culturas originarias. La consulta se realizará conforme a lo establecido en el Convenio 169 de la OIT.

ARTÍCULO 10°. Obligación de garantizar educación bilingüe e intercultural. Las autoridades educativas y sostenedores o administradores de establecimientos educacionales, conforme al reconocimiento de los derechos lingüísticos de los pueblos, garantizarán que las niñas y niños y jóvenes indígenas tengan acceso a la educación obligatoria, bilingüe e intercultural, adoptando las medidas necesarias para que en el sistema educativo se asegure el respeto a la dignidad e identidad de las personas, independientemente de su lengua.

Asimismo, en la educación superior, se fomentará la interculturalidad, el multilingüismo y el respeto a la diversidad cultural.

ARTÍCULO 11°. Sobre la protección y patente de lenguas indígenas. La protección de las lenguas incluye la debida protección de los conocimientos tradicionales y saberes de los pueblos indígenas, nombres de lugares y de personas y otros derivados de las lenguas respectivas, los que no podrán ser patentados por entidades o personas privadas, sin consentimiento de las comunidades. En caso de que la organización indígena decida su patentación, los recursos que ingresen por tal derecho se destinarán al beneficio exclusivo del Instituto de Lenguas Indígenas que propone crear esta Ley, o bien, de las academias de lenguas indígenas u otra entidad indígena que tenga por objeto la promoción de las lenguas, de los conocimientos y valores de los pueblos.

CAPÍTULO III

INSTITUTO DE DERECHOS LINGÜÍSTICOS
Artículo 12°. Sobre el Instituto de Derechos Lingüísticos. En el marco de protección, revitalización y fomento de las lenguas indígenas que crea esta ley, podrá crearse el Instituto de los Derechos Lingüísticos, al que concurrirán las organizaciones de pueblos originarios y las organizaciones no gubernamentales de Derechos Humanos, biodiversidad y pluriculturales, según se conformen en cada región o zona cultural del país.

Artículo 13°. Sobre los estatutos. El Instituto de los Derechos Lingüísticos que podrá crearse, dispondrá sus propios Estatutos, de acuerdo a la Ley 20.500 y los principios generales que establece esta Ley.

El Instituto de los Derechos Lingüísticos dispondrá en sus estatutos, como mínimo, los principales mecanismos que empleará para reconocer, proteger, promover, difundir, desarrollar y regular los derechos lingüísticos individuales y colectivos de los pueblos originarios de Chile.

Artículo 14°. Sobre el funcionamiento nacional. El Instituto de los Derechos Lingüísticos funcionará en todas las regiones o zonas que su directorio decida, en atención a las necesidades y/o solicitudes de las comunidades de pueblos originarios le hagan llegar.

Artículo 15°. Objeto. El Instituto de los Derechos Lingüísticos tendrá por objeto principal valorar, revitalizar y fomentar el uso de las lenguas originarias, evaluará también los procesos de implementación y seguimiento de los proyectos lingüísticos culturales, además de promover y patrocinar la producción y/o difusión de los textos de normalización lingüística.

CAPÍTULO IV

MEDIOS DE COMUNICACIÓN E INFORMACIÓN
Artículo 16°. Derechos lingüísticos en los medios de comunicación e información. El Estado garantiza la libre producción, publicación y difusión de materiales escritos y audiovisuales en lenguas indígenas, en los diversos medios de comunicación masivos.

Todas las personas que pertenezcan a un pueblo originario tendrán el derecho de acceder a espacios de difusión en los medios de comunicación social, que les permitan hacerse conocer, enriquecer, desarrollar y fortalecer su propia lengua, cultura y cosmovisión. Además, cada comunidad, región o zona del país en donde existan organizaciones y personas que manifiesten su derecho a ser informados en su lengua originaria, además del castellano, podrán manifestarlo a fin que se considere en lo sucesivo la inclusión preferente, mediante resumen o referencia, del texto en el idioma originario respectivo.

CAPÍTULO V

SANCIONES
Artículo 17°. Sobre la apropiación indebida de los derechos lingüísticos. Toda apropiación indebida de la propiedad intelectual respecto de los conocimientos indígenas en su expresión verbal, escrita y gráfica, será sancionada por esta ley.

Asimismo, se sancionará la discriminación a las personas por su condición indígena, como la manipulación de la imagen de las personas, comunidades y pueblos en los medios de comunicación.

La observancia de la presente ley será de competencia de los juzgados de policía local, quien previa denuncia o querella por particulares, sancionará al infractor con multa de hasta 500 UF a beneficio de la Academia o Instituto de Derechos Lingüísticos, la que en todo caso podrá duplicarse en caso de reincidencia.

El ejercicio de la acción infraccional no obsta a que se ejercite otra acción legal conforme a la ley.

10. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Verdugo; Berger; Edwards; Pérez, don Leopoldo; Rathgeb; Santana y de la diputada señora Núñez, doña Paulina, que modifica la ley N° 20.599, estableciendo una causal de denegación del permiso de instalación de antenas en caso de oposición de los vecinos del terreno adyacente. (boletín N° 9425-14)
“Considerando que:

En términos generales, conforme lo establece la Ley N° 20.599, se pueden instalar torres de antenas para telefonía celular en áreas urbanas y rurales, excepto dentro de establecimientos educacionales, salas cuna, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, predios urbanos donde existan torres de alta tensión, y hogares de ancianos, ni en sitios ubicados a una distancia de los deslindes de estos establecimientos menor a cuatro veces la altura de la torre, con un mínimo de 50 metros de distancia, salvo que se trate de torres que estos establecimientos requieran para sus fines propios.

La norma vigente establece, además, que no podrán instalarse en una zona declarada por la Subsecretaría de Telecomunicaciones como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones; disposiciones que se aplican para torres de antenas de telecomunicaciones en general.

La misma norma, igualmente regula qué ocurre si la torre tiene más de 12 metros de altura o está a menos de 40 metros de distancia del establecimiento, en cuyo caso, el concesionario responsable (la empresa de telecomunicaciones), tiene doce meses para reubicarla. Además a una distancia de entre 40 y 80 metros de estos establecimientos sólo se permitirán torres de hasta 25 metros de altura.

Para el efecto, la Subsecretaría de Telecomunicaciones ha fijado mediante un reglamento técnico, cada aspecto a regular.

Si bien existen excepciones a estas prohibiciones, ellas dicen relación con las antenas de radioaficionados, bomberos y organismos que presten utilidad pública.

Quien autoriza la instalación de torres de telecomunicaciones en terrenos privados es la  Dirección de Obras de la municipalidad, previo cumplimiento de ciertos requisitos, tales como: una solicitud de instalación firmada por el dueño del terreno donde se ubicará la antena y por el concesionario responsable, un proyecto firmado por un profesional competente que incluya los planos de instalación de la torre, presupuesto del proyecto, proyecto de cálculo estructural de la torre y un certificado de Correos de Chile que acredite que se ha comunicado la existencia del proyecto a los vecinos del lugar donde se instalará la torre.

Además, puede presentarse la recolocalización de antenas, cuestión que ocurre cuando una misma torre tiene antenas de más de una empresa o concesionario. Lo anterior se presenta, por ejemplo, cuando una empresa requiere instalar una antena en una zona saturada de infraestructura, por lo que debe hacerlo en una torre ya levantada, aunque en primer lugar la ley exige que cualquier concesionario que requiera instalar una antena en una zona apta para ello dé preferencia a colocarla en una torre ya existente. 

Se establece que para dicha instalación, el concesionario debe pedir la autorización a quien erigió dicha torre. De hecho, entre los requisitos para la instalación de una torre está que el proyecto de cálculo estructural acredite que la estructura soportará las entenas de dos concesionarios si mide menos de 30 metros de altura, y de tres si mide más de 30 metros.

La propia norma vigente establece el plazo que tendrá la Dirección de Obras para dar la autorización, cuestión que deja en evidencia que, para la instalación de las antenas, entran dos organismos públicos en su proceso. La subsecretaría de Telecomunicaciones y la Municipalidad correspondiente al lugar en donde se instalará la antena.

Actualmente, los vecinos están impedidos de oponerse a la eventual instalación de este tipo de antenas, cuestión que ha provocado serios problemas a lo largo del país.

Por lo anterior, los Diputados que suscriben, venimos en presentar el siguiente

Proyecto de Ley

Artículo Único: Modifícase la Ley N° 20.599, que Regula la Instalación de Antenas Emisoras y Transmisoras de Servicios de Telecomunicaciones, en los siguientes términos: 

Agrégase en el Artículo 1°, letra b), un inciso séptimo nuevo, pasando en séptimo a ser octavo y el octavo a ser noveno:

“Las Direcciones de Obras Municipales deberán rechazar la solicitud de instalación de Antenas Emisoras y Transmisoras de Servicios de Telecomunicaciones cuando exista opinión en contrario de la Junta de Vecinos, Unión Comunal, o un número superior a 100 vecinos adyacentes al terreno en que se emplazará.”
11. Proyecto iniciado en moción de las diputadas señoras Turres y Hoffmann y de los diputados señores De Mussy, Hasbún, Hernández, Kast, don José Antonio; Lavín, Melero, Morales y Sandoval, que modifica la ley N° 19.968, que crea
tribunales de familia, estableciendo la facultad de las partes de concurrir a las audiencias de mediación asistidas por un abogado. (boletín N° 9426-18)
“El artículo 103 de la ley 19.968 que crea los Tribunales de Familia establece para los efectos de esta ley, que se entiende por mediación aquel sistema de  resolución de conflictos en el que un tercero imparcial, sin poder decisorio, llamado mediador,  ayuda a las partes a buscar por sí mismas una  solución al conflicto y sus efectos, mediante  acuerdos. 

En este sentido la misma ley establece que en materia de, alimentos, cuidado personal y al derecho de los padres e hijos e hijas que vivan separados a mantener  una relación directa y regular, aun cuando se deban  tratar en el marco de una acción de divorcio o  separación judicial, deberán someterse a un  procedimiento de mediación previo a la interposición de la demanda. De tal manera que en estas materias la mediación constituye un requisito de admisibilidad de la acción y en consecuencia se erige como una trámite de suma importancia, no sólo para el desarrollo del proceso posterior (en caso que ésta fracase), sino porque es precisamente en esta fase donde las partes por primera vez manifiestan sus pretensiones y contrapretensiones.

Que junto con lo anterior, y de acuerdo, a la propia historia de la ley, el legislador al establecer la normativa que crea la nueva judicatura de familia, de carácter oral, pública, con inmediación, etc. Siempre consideró que las partes se encontraban en condiciones de poder gestionar sus intereses con un cierto grado de autonomía , al otorgarle la facultad de interponer demandas sin necesidad del patrocinio de un abogado, o la realización de gestiones personales, sin que se requiera para ello de la asistencia de un letrado, a lo anterior se le suma la facultad del tribunal de actuar de oficio en ciertas gestiones, hechos que sin lugar a dudas constituyeron un desafío en la cultura jurídico-procesal chilena.

Sin embargo, con el correr del tiempo, cada vez se fue requiriendo con mayor importancia la presencia de un abogado, como elemento que condujera a las partes a la mejor defensa de sus derechos en el juicio, y junto con lo anterior, otorgarle a los procedimientos  mayor nivel de ductilidad y celeridad.

De acuerdo al tradicional ejercicio de la abogacía, esta desde antiguo se vinculó a la representación de los intereses de las partes en un pleito judicial, el cual implica a ratos a la existencia de animosidad entre los intervinientes y con ello enemistad y existencia de opiniones discordantes, desde el punto de vista jurídico, y en casos más graves estableciéndose diferencias personales, incluso entre los mismos abogados. Es por lo anterior que a la luz de la tradición la existencia, dentro del ejercicio profesional de abogados, que unan a las partes a llegar a un arreglo, mediante un asesoramiento directo en la fase de mediación, constituye una interesante vía, destinada a otorgarle a ambos involucrados, todos y cada uno de los elemento de juicio necesario para arribar al mejor acuerdo posible en beneficio directo de ellos y de los menores involucrados en aquella disputa.

En ese contexto , actualmente los procedimientos vinculados a la mediación en nuestro país, mantienen un rasgo desformalizado, en donde las partes son quienes asisten a las audiencias, de manera autónoma y en muchos casos presa de sus pasiones que nublan toda posibilidad de arreglo, haciendo de tal institución sólo una fase, sin eficacia práctica.

Actualmente la ley, no establece una solución expresa en el tema, en el sentido de autorizar o rechazar la presencia de abogados en la fase de mediación, razón por la cual ha posibilitado que el asunto se resuelva en muchas oportunidades con la sola opinión del mediador, prohibiendo la intervención de letrados en esta fase o bien otorgándole a las partes sólo una opinión débil acerca de cómo llevar esta fase. 

Es así como el presente proyecto de ley, tiene por objeto que la mediación, efectivamente constituya una fase de reflexión y conciliación de las pretensiones de ambas partes y que efectivamente constituya una institución efectiva destinada principalmente a descongestionar la actividad judicial y otorgar a los intervinientes soluciones efectivas y duraderas en materias de tanta relevancia para la familia chilena. 

Específicamente, la presente moción faculta a las partes para que en la mediación sean asistidas por un abogado, con la finalidad que en todas las etapas de un juicio, entre ella la fase pre-judicial de la mediación, posean la mejor información de sus derechos y prerrogativas procurando con ello arribar a una solución más equitativa entre las partes, maximizando con ello la calidad del servicio que prestan.

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Incorpórese un nuevo inciso 2° en el artículo 103 de la ley 19.968 que Crea los Tribunales de Familia de la siguiente manera:

“Se faculta a las partes para que en la etapa de mediación sean asistidos por abogados”.

12. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Hasbún, De Mussy, Hernández, Kast, don José Antonio; Lavín, Melero, Morales y Sandoval, y de las diputadas señoras Hoffmann y Turres, que modifica el Código Procesal Penal, con el objeto de establecer medidas de protección en favor de las víctimas y testigos que declaren en un juicio penal. (boletín N° 9427-07)
“La consagración hace más de 10 años de la Reforma Procesal Penal, incorporó en nuestro ordenamiento jurídico, la práctica oral de las actuaciones judiciales en este ámbito, hecho que por cierto constituyó un cambio potente en la forma como se concibe la justicia; de esta manera se pasó de una justicia cerrada, secreta, escrita, demorosa a una pública, oral y expedita en concordancia con la modernización de nuestro país en el contexto de democracia y respeto y promoción de los derechos humanos.

Frente ello, y con el avance del tiempo, nos vamos encontrando progresivamente con una sociedad más violenta y con fenómenos delincuenciales más complejos, lo cual requiere de la implementación de nuevas tecnologías a nivel policial y nuevas herramientas de carácter judicial, destinadas a otorgarle a los ciudadanos la mejor justicia posible. 

Que a partir del elemento esencialmente oral de nuestro sistema procesal penal, nos encontramos con desafíos propios de esta especial forma de juicio, entre ellos la protección de víctimas y testigos durante el transcurso del proceso.

El artículo 308 del Código Procesal Penal establece que “el tribunal en casos graves y calificados, podrá disponer medidas especiales destinadas a proteger la seguridad del testigo que lo solicitare (…)”.  De acuerdo a nuestra legislación vigente, la calificación que debe entenderse, por un hecho grave y calificado, es entregado al juez de garantía, lo que en la práctica ha originado un conflicto, ya que por un lado se encuentra la protección del testigo y por el otro la posibilidad de que la defensa ejerza las garantías procesales del debido proceso; por lo que hemos observado que los jueces de garantía, han velado más bien por aspectos procedimentales más que por los derechos y garantías de las personas que declaran en juicio, lo cual implica un deterioro del proceso penal, toda vez que frente a testigos renuentes a declarar la prueba del interviniente se hace precaria y en consecuencia el sistema penal, en su conjunto, resulta ser en muchas oportunidades ilusorio.

En ese sentido la declaración de víctimas y testigos en nuestro sistema procesal penal resulta clave para poder resolver de mejor manera una causa, de tal manera que sin contar con tal declaración podríamos generar sentencias absolutorias lo cual conlleva a una sensación de impunidad indeseable para la sociedad chilena, que precisamente espera una respuesta ejemplar de parte de sus magistrados.

Por lo anterior es que hace necesaria una mayor protección a estas personas constituidas como medios de prueba de vital relevancia para el esclarecimiento de los hechos, otorgándoles los medios necesarios para procurar la indemnidad de éstos, asegurando total imparcialidad en sus dichos, constituyendo así el proceso penal en un escenario donde las pretensiones de los intervinientes sean debidamente probadas sin presiones de terceros y resguardando los derechos y garantías de todos y cada uno de los intervinientes.

De acuerdo a lo indicado precedentemente nuestro ordenamiento jurídico se encuentra inmerso en un contexto social complejo, en donde el fenómeno delincuencia se abre paso a partir de nuevas formas de comisión de delitos, en donde el delincuente posee un mayor nivel de sagacidad, osadía e inteligencia, susceptible de actuar de una forma más impune en la vida del hampa.

Desde ese punto de vista, instituciones tales como la prueba anticipada, o de la facultad de reserva del domicilio, o la declaración a través de video conferencias, constituyen convenientes mecanismos de resguardo de la seguridad de las personas, sin embargo en variadas ocasiones los testigos y víctimas de un delito no poseen la necesaria protección en su integridad al estar expuestas de un modo redundante a su victimario hecho que constituye una exposición perniciosa para el testigo y víctimas.

Así las cosas, el presente proyecto de ley tiene por objeto la implementación de mayores medidas de protección a estos sujetos procesales, como asimismo a sus cónyuges e hijos, maximizando con ellos la eficacia de sus declaraciones lo que en el fondo, sin lugar a dudas, constituye un paso adelante en la eficacia de la justicia.

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Incorpórese en el artículo 308 en el Código Procesal Penal, un inciso tercero, norma que a continuación se reproduce:

“Toda vez que con ocasión del desarrollo de un juicio, en que el juez o el Ministerio Público tengan el temor fundado que la seguridad de víctimas, testigos y sus cónyuges e hijos, si los hubiere, pudiera verse afectada, el juez de la causa podrá disponer medidas de protección que aseguren su completo y eficaz anonimato disponiendo para ello, de todas las medidas útiles y necesarias para asegurar ese objetivo”.

*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista; IC: Izquierda Ciudadana y Partido Liberal de Chile.


1 Esta ha sido una afirmación ampliamente difundida y que no tiene nada de novedoso, tal como es posible de constatar por lo expuesto ya en el Primer seminario taller experiencias y conocimientos para el fortalecimiento y la promoción de las lenguas originarias. MIDEPLAN- CONADI, 10 y 11 de noviembre, 2005. Disponible en:


http://www.lenguasindigenas.cl/ webhosting/lenguasindigenas.cl/fileadmin/Carpeta documentos/Material sw Apoyo17/Seminario Experiencias y Conocimientos de lenguas originarias-Primer Seminario Taller Experiencias y conocimientos para el fortalecimiento y promoci%F3n de las lenguas originarias%2C 2005.pdf (Junio, 2011)


2 En este sentido: Calfuqueo, J. Hacia una política de revitalización y desarrollo e las lenguas indígenas de Chile. En: lbid. pp. 63-66.





